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ASPIRACIONES

Las aspiraciones que fundamentan el análisis del tema "Equidad e integración social" son las siguientes:

■ Un entorno de creciente equidad y mejor distribución de la riqueza, mediante la generalización del acceso a
las oportunidades para toda la gente, sin distingos de etnia, edad, sexo, preferencia sexual, ideología o credo
religioso.

■ Integración de áreas geográficas, sectores o grupos de población tradicionalmente excluidos, mediante
acciones de combate a la pobreza, la participación y el acceso a los derechos; al menos, no generación de
exclusión social ni pobreza adicionales.

■ Oportunidades ampliadas para el acceso de la población a servicios sociales de calidad que mejoren sus
condiciones de vida, apoyen los procesos de movilidad y ascenso social y reduzcan las brechas entre los
distintos sectores sociales y áreas geográficas.

■ Un entorno de seguridad humana propicio para el aprovechamiento de las oportunidades, el desarrollo de las
capacidades creativas y participativas de toda la población.
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Aspiraciones y Resumen de Hechos Relevantes
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HECHOS RELEVANTES DEL AÑO 2002

Un entorno de creciente equidad y mejor distribución de la riqueza
■ El porcentaje de familias pobres se mantiene invariable (20,6%).
■ El coeficiente de Gini deja de aumentar.
■ El ingreso nacional disponible bruto real per cápita registra un leve aumento (1,2%).
■ El desempleo aumenta a 6,4%, la cifra más alta desde 1985.
■ El Consejo Nacional de Salarios fija un aumento salarial para el sector público de 4,05% para el primer semestre,

y de un 4,38% para el segundo semestre. Para el sector privado se establecen aumentos de 3,29% para el primer
semestre y de 4,38% en el segundo semestre.

Integración de áreas geográficas, sectores o grupos de población
■ La tasa de subutilización total pasa de 13,7% a 14,6% entre 2001 y 2002. La región Central muestra la tasa

menor (13,0%) y las regiones Brunca y Pacífico Central tienen las mayores (20,0% y 18,7%, respectivamente).
■ El 21 de mayo se crea el Consejo Social; en agosto este organismo oficializa el plan “Vida Nueva”, de combate

a la pobreza.
■ El Ministerio de Hacienda no gira al FODESAF el 53,4% de la transferencia por el impuesto de ventas

presupuestada. El acumulado de lo no girado alcanza la suma de 161.656 millones de colones.
■ Las regiones Brunca y Central reciben una mayor inversión social por habitante (4% por encima del promedio

nacional), mientras que la Huetar Norte percibe la menor (19% menos que el promedio nacional).

Oportunidades ampliadas para el acceso de la población a servicios sociales de calidad
■ La inversión social crece un 5,8%; en términos per cápita el aumento es de un 3,7%.
■ El país alcanza la tasa de fecundidad de reemplazo (2,09).
■ La tasa de mortalidad infantil tiene un leve crecimiento, de 10,8 en el 2001, a 11,2 en el 2002. Aunque se

registran menos muertes infantiles en términos absolutos, la reducción en el número de nacimientos (-5.257)
hace que la tasa aumente.

■ Se registran 12.251 casos de dengue, un 30,1% más que en el año 2001.
■ Propuesta para reformar el régimen de pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social genera amplio

debate entre sindicatos, colegios profesionales y empresarios.
■ Se aprueba la Ley General de la Persona Joven, que crea el Sistema Nacional de la Juventud.
■ Se promulga la Ley del Sistema Nacional de Acreditación de la Educación Superior, que oficializa el

funcionamiento del SINAES y lo declara de interés público.
■ Se implementa el subsidio del transporte público a los adultos mayores, que se brinda mediante el sistema de

distribución mensual de tiquetes.

Un entorno de seguridad humana para aprovechamiento de las oportunidades y el desarrollo de las
capacidades creativas
■ Los casos de violencia doméstica entrados en las oficinas judiciales pasan de 43.929 en el 2001 a 46.012 en el

2002. Los cantones con mayores tasas de denuncias por habitante son Cañas, Puntarenas, Liberia, Aguirre-
Parrita, Alajuelita y en el distrito de Hatillo.

■ Reforma al Código de Familia permite al Patronato Nacional de la Infancia (PANI) intervenir en el proceso de
adopciones de niños y niñas costarricenses por parte de extranjeros.

■ Sala Constitucional obliga al Ministerio de Hacienda a transferir al PANI el 7% del impuesto sobre la renta
estipulado en la Ley Orgánica de esta institución.

■ La inversión social en el sector cultura y recreación se contrae en un 11% con respecto al 2001.
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Introducción

La evaluación del desempeño nacional en
materia de equidad e integración social busca
responder a la siguiente interrogante: ¿avanzó
Costa Rica hacia un entorno de mayor equidad y
se lograron mejorar las oportunidades de inte-
gración social durante el último año? Aunque el
capítulo centra su análisis en el 2002, los resul-
tados se ven a la luz de la tendencia en las prin-
cipales variables a lo largo de la última década,
siempre que la información lo permite.

El capítulo se organiza alrededor de las cua-
tro aspiraciones básicas del desarrollo humano
en materia de equidad, e inicia con una valora-
ción global del desempeño que indica cuánto se
acercó o alejó el país durante el 2002 a cada una
las aspiraciones básicas. Se presenta luego un
análisis desagregado por aspiraciones.

La primera de ellas se refiere al logro de un en-
torno creciente de equidad y mejor distribución de la
riqueza. En este apartado se da seguimiento a la evo-
lución de los indicares tradicionales de concentra-
ción en la distribución del ingreso (coeficiente de Gi-
ni, razones entre el ingreso promedio de los deciles o
quintiles extremos de la distribución) y se incorpora
una nueva medición de desigualdad en la distribu-
ción de los salarios, llamada “índice de Theil”.

En la aspiración de integración de áreas geo-
gráficas, sectores o grupos de población tradicio-
nalmente excluidos, el capítulo valora la situa-
ción de las personas pobres, con especial énfasis
en el vínculo entre pobreza y empleo, a fin de

estudiar las oportunidades de integración que el
mercado laboral ofrece a estos grupos. Como
complemento, se analiza un sector especialmen-
te vulnerable, la población infantil y adolescente
que trabaja. Para cada uno de los temas se reali-
za la mayor desagregación posible de los indica-
dores, de manera que se puedan observar bre-
chas entre los distintos grupos sociales. 

La aspiración sobre oportunidades ampliadas de
la población a servicios sociales de calidad se centra
en las oportunidades abiertas por la sociedad costa-
rricense en materia de desarrollo humano durante el
año 2002. Incluye la valoración del desempeño en
temas de acceso a una vida larga y sana, educación,
vivienda y pensiones. Finalmente, esta sección ana-
liza el papel de la inversión pública social en el me-
joramiento del acceso a los servicios.

La última parte del capítulo explora puntual-
mente algunos elementos que aluden a una com-
pleja dimensión de la equidad: la aspiración de un
entorno de seguridad humana, que propicie el de-
sarrollo de las capacidades creativas. La evaluación
aquí es puntual; se incluye un análisis sobre la vio-
lencia contra las mujeres, y una aproximación sobre
el acceso de la población a la producción cultural,
tema que se espera ampliar en futuros Informes. 

Valoración general

La valoración del desempeño del país en ma-
teria de equidad e integración se realiza a partir
de los resultados concretos obtenidos al evaluar
las aspiraciones.

Equidad 
e integración social
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En cuanto al logro de un entorno creciente de
equidad y mejor distribución de la riqueza los re-
sultados indican que, por primera vez desde 1997,
en el 2002 la desigualdad en la distribución de los
ingresos, medida por el coeficiente de Gini y las ra-
zones de ingresos de deciles y quintiles extremos
de la distribución, dejó de aumentar. Es temprano
para saber si esta situación representa un cambio
en la tendencia que se venía registrando. En el lar-
go plazo, destaca el hecho de que la desigualdad
alcanzó el segundo nivel más alto desde inicios de
los años noventa. En el 2002, el 20% más rico de
la población (según los ingresos captados por la
EHPM) tuvo un ingreso promedio once veces ma-
yor que el 20% más pobre. Una medida comple-
mentaria, la desigualdad salarial, confirma la ten-
dencia de aumento en la concentración en los
últimos doce años. Las brechas salariales están aso-
ciadas principalmente a diferencias en el nivel edu-
cativo de la población ocupada.

Respecto a la aspiración de integración de áreas
geográficas, sectores o grupos de población tradi-
cionalmente excluidos no hay progresos y, más
bien, se registran signos de deterioro importantes.
En el 2002, por noveno año consecutivo, la pobre-
za medida como insuficiencia de ingreso mantuvo
estable su incidencia en un 20,6% de los hogares,
aunque en términos absolutos el número de perso-
nas en esta situación aumentó a 916.000 (23,5%
de la población). La incidencia de este fenómeno
sigue siendo mayor en la zona rural que en la ur-
bana (25,4% y 17,3%, respectivamente). El estan-
camiento de la pobreza medida con el método de
línea de pobreza está relacionado con el bajo de-
sempeño del mercado de trabajo. 

La integración, evaluada a partir de las opor-
tunidades que genera el mercado laboral, indica
que no se están generando alternativas de cali-
dad para los grupos tradicionalmente excluidos.
Un hallazgo central del capítulo es que, en parte,
la pobreza no se ha reducido en los últimos años
porque no ha aumentado de manera significativa
la proporción de empleos formales en la econo-
mía, ni han mejorado las condiciones laborales
de los trabajadores agropecuarios e informales.
Aunque la razón de formalidad se incrementó
significativamente entre 1990 y 1994, al pasar de
0,87 a 0,96, desde 1994 ha aumentado muy len-
tamente. Por el contrario, el empleo informal
crece y el agropecuario muestra tasas de creci-
miento negativas en el mismo período. Entre
1990 y 2002 disminuyó en 21.000 el número de
ocupados en el sector agropecuario y la inciden-
cia de la pobreza siguió siendo mayor entre los
ocupados informales y agropecuarios. 

El análisis por región y sexo muestra desi-
gualdades en el acceso a empleos de calidad.
Uno de cada tres ocupados es mujer y su partici-
pación es más dinámica en el sector informal
(ahí está el 44,5% de las ocupadas). En cuanto a
las regiones, la Brunca y la Chorotega continúan
mostrando las mayores incidencias de pobreza
(41,7% y 37,2% de la población, respectivamen-
te). Un estudio sobre el trabajo infanto-juvenil
detectó problemas de integración importantes
para aquellos niños y jóvenes que, por estar tra-
bajando, ven afectado su derecho al estudio. De
acuerdo con datos del Censo 2000, un 5% de la
población de 12 a 14 años (10.622 niños y 2.017
niñas) se declaró incorporada a la fuerza de tra-
bajo, ya fuera como ocupada o como desocupa-
da; de ellos, sólo cerca del 20% asiste también a
la enseñanza regular. Por su parte, el 20,2% de la
población de 15 a 17 años está en la fuerza de
trabajo y de ellos únicamente alrededor de un
16,5% también asiste a la enseñanza regular.

Además de los problemas ya señalados en las
oportunidades que genera el mercado laboral pa-
ra quienes logran ocupar un puesto de trabajo, el
2002 también fue, en general, un año difícil. La
Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples
mostró una caída del 3% en el ingreso familiar
promedio en términos reales. Esta es consistente
con la caída en los ingresos laborales promedio
de los ocupados (1,4%), la cual se explica prin-
cipalmente por la fuerte disminución en los ingre-
sos promedio de los trabajadores independientes
(-6,3%), no así de los asalariados, cuyo ingreso
promedio tuvo un pequeño aumento (0,6%), a pe-
sar de la reducción de los salarios mínimos.

En cuanto a la aspiración de oportunidades
de acceso ampliadas de la población a servicios
sociales de calidad, la valoración del desempeño
indica que, en aquellas áreas en las que el país ha
alcanzado altos niveles de desarrollo, los logros
se mantienen, pero no se reducen los déficit en
las de mayor rezago. Respecto al logro de una vi-
da larga y sana los resultados siguen siendo posi-
tivos. La esperanza de vida continúa mejorando:
78,6 años (81,0 mujeres, 76,3 hombres) y la ta-
sa de mortalidad infantil permanece baja, a pesar
de un leve crecimiento en el 2002: de 10,8 a
11,2. Un hecho relevante del año en estudio es
que el país alcanzó la tasa de fecundidad de
reemplazo (2,09) y pasó a ocupar el segundo lu-
gar en América Latina en este indicador. Esto es
señal de que Costa Rica se encuentra en una
transición demográfica avanzada, que obliga a
replantear una serie de asuntos relacionados con
el acceso y la calidad de los servicios para la
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población. Aspectos de la salud con un desempe-
ño preocupante en el 2002 fueron el aumento en
el número de casos reportados de dengue y el
crecimiento del número de muertes por compor-
tamientos sociales, con una clara tendencia a la
sobremortalidad masculina.

La organización del sector salud para atender
las necesidades de la población no mostró en el
2002 novedades importantes, excepto por un
énfasis en la elaboración de propuestas, propio
de un año de cambio de gobierno. En materia de
prestación de servicios los logros fueron puntua-
les. Se confirma la tendencia a aumentar la pro-
porción del gasto de la CCSS dedicado al primer
nivel de atención, aunque éste sigue representan-
do una proporción baja (27%). Por otro lado, la
evaluación de compromisos de gestión indica un
aumento en las coberturas de atención de la ma-
yoría de los programas de atención integral, pe-
ro persisten notables brechas entre las coberturas
totales y las de calidad. En el proceso de descon-
centración no hubo avances en el número de
centros bajo esta modalidad de gestión (34), y
los funcionarios de los establecimientos en des-
concentración tienen una percepción modesta en
cuanto a sus resultados. Finalmente, en este te-
ma merecen una llamada de atención las debili-
dades detectadas en los controles sobre la com-
pra de servicios externos.

En materia de acceso al conocimiento, el sis-
tema educativo formal sigue presentando reza-
gos. Si bien en términos de cobertura hay logros
significativos en primaria y se registran avances
en la recuperación de cobertura en secundaria, al
profundizar el análisis desagregado se identifican
algunas señales preocupantes. En el caso de la
primaria, el Informe advierte sobre la situación
de las escuelas unidocentes, que representan el
44,9% del total de escuelas del país y el 8% de la
matrícula, y que muestran los mayores porcenta-
jes de repitencia (11,4%) y reprobación (11%),
así como una jornada escolar reducida, pero con
el mismo programa de estudios. Si bien en el 2002
algunas contaron con dos docentes, la realidad es
que el país tiene una deuda con los niños y niñas
que asisten a estos centros, para mejorar la calidad
y las condiciones en que reciben educación.

Por su parte, la secundaria continúa mostran-
do los mayores problemas del sistema. Un análi-
sis de la cohorte del año 1987 revela que sólo el
31,3% de los niños y niñas que ingresaron a pri-
mer año lograron concluir la secundaria. Respec-
to a los otros niveles del sistema, la secundaria si-
gue registrando los mayores problemas de
deserción y repitencia, con marcadas brechas

entre instituciones públicas y privadas, así como
entre zonas. En el nivel universitario se han am-
pliado la matrícula y la oferta educativa, pero só-
lo existe información para conocer la situación
de las universidades públicas. La oferta privada
creció considerablemente en los últimos diez
años, pero no así los mecanismos para su regula-
ción. En el caso de las universidades públicas, re-
sulta llamativo que sean cada vez más los hijos de
personas con mejor nivel de educación los que
permanecen en el sistema y logran concluir la edu-
cación universitaria. Queda claro en el capítulo
que cuando el clima educativo familiar es poco fa-
vorable, el rendimiento y la retención son bajos. 

En el ámbito del acceso de la población a
otros servicios para lograr un nivel de vida digna
figuran también la vivienda y las pensiones. Res-
pecto a la primera, en el 2002 disminuyó el nú-
mero de bonos familiares de vivienda pagados
por el BANHVI, ratificándose así una tendencia
que se ha venido presentando en los últimos
ocho años, de reducción en la entrega de bonos
durante el primer año de gobierno. En contrapo-
sición, se registró una expansión de la vivienda
para sectores medios y altos, especialmente por
la creciente oferta de crédito en dólares para este
rubro. Los avances en materia de acceso se die-
ron más bien en el área normativa, pues durante
el año se aplicó una serie de medidas orientadas
a eliminar los abusos, favoritismos y actos de co-
rrupción que habían venido afectando las políti-
cas públicas destinadas a la vivienda de interés
social y, por ende, disminuyendo la igualdad de
oportunidades de acceso a los programas. Control
en la asignación de los bonos, creación de meca-
nismos de control y transparencia en la definición
de beneficiarios y el financiamiento de los proyec-
tos, son algunos de los nuevos criterios de evalua-
ción introducidos en la política de vivienda. 

Respecto al sistema nacional de pensiones
hay tres temas que interesa destacar. Primero, la
cobertura de la fuerza de trabajo sigue siendo ba-
ja: alcanza un 48% si se suman los regímenes bá-
sicos (el de IVM representa un 42,6%) y los fon-
dos establecidos por leyes especiales. A pesar de
los nuevos instrumentos creados por la Ley de
Protección al Trabajador, la afiliación en los regí-
menes básicos no ha mejorado, especialmente en
la cobertura de la población ocupada indepen-
diente. En segundo lugar, la sostenibilidad finan-
ciera del régimen de IVM está siendo afectada
por varios elementos: la prima fija del 7,5% de
los salarios, la morosidad y la evasión, el régimen
de beneficios, la dimensión de la base contribu-
tiva y el crecimiento del número de pensionados
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CUADRO 2.1

Indicador 1998 1999 2000 2001 2002
Brechas de equidad

Relación entre el ingreso promedio real de los 
patronos y de los asalariados a/ 1,6 1,5 1,6 1,8 1,7

Relación entre el ingreso promedio real de los patronos y 
de los trabajadores por cuenta propia a/ 2,1 2,0 2,0 2,6 2,6

Relación entre el ingreso familiar per cápita promedio 
del V quintil y el I quintil a/ 8,5 9,1 9,7 11,2 10,7

Relación en la tasa de subutilización más alta 
y la más baja, según región b/ 1,7 1,4 1,7 1,8 1,5

Relación en la incidencia de la pobreza más alta y la más baja a/

Según región 2,3 2,3 2,3 2,0 2,2
Chorotega 34,1 35,5 35,3
Brunca 31,2 35,7
Central 15,0 15,6 15,4 15,4 15,9

Según grupo de edad de la jefatura del hogar 1,5 2,5 1,7 1,8 1,6
De 60 años a más 26,3 27,1 27,4 27,8 29,0
De 15 a 24 años 17,1 10,9 15,8 15,1 18,0

Relación en la incidencia de la pobreza rural y urbana a/ 1,39 1,36 1,49 1,49 1,47

Porcentaje de deserción escolar
I y II ciclo diurnos 4,9 4,4 4,1 4,5 4,0
Relación en la deserción entre dependencia pública y privada c/ 4,0 3,3 3,6 4,0 4,0
Relación en la deserción entre zona rural y urbana 1,1 1,2 1,1 1,1 1,1

III ciclo y educación diversificada diurna y nocturna 13,7 11,3 11,9 12,4 12,0
Relación en la deserción entre dependencia pública y privada c/ 5,7 7,7 7,1 6,2 7,1
Relación en la deserción entre zona rural y urbana 1,0 1,0 1,0 1,1 1,0

Relación en el porcentaje de promoción de bachillerato
Entre dependencia pública y privada 0,7 0,6 0,6 0,7 0,7
Entre zona rural y urbana 0,9 1,0 1,1 1,0 1,0

Integración social

Tasas netas de escolaridad en educación regular
Preescolar (preparatoria) 80,5 82,9 81,6 86,9 86,9
I, II y III ciclos 82,0 82,1 83,2 83,6 84,6
Educación diversificada 30,2 30,7 33,6 36,4 36,0

Porcentaje de jóvenes que sólo estudian (12 a 17 años)
Educación formal 62,4 66,2 68,0 68,4 71,5
Educación formal y no formal 64,4 67,3 69,1 70,1 72,9

Resumen de indicadores de equidad e integración social
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CUADRO 2.1 (continuación)

Indicador 1998 1999 2000 2001 2002
Diferencias por zona (urbana-rural)

Educación formal 22,1 16,9 18,5 18,2 18,1
Educación formal y no formal 22,7 17,3 19,2 19,0 18,9

Porcentaje de la población cubierta por seguro de salud 89,4 89,1 87,9 87,5 86,8

Porcentaje de la población cubierta por seguro de pensiones 47,9 50,4 48,0 44,3 44,2

Porcentaje de la población con acceso a energía eléctrica d/ 93,2 94,4 97,0 97,0 97,0

Teléfonos por mil habitantes 209 224 235 242 258

Porcentaje de la población con acceso a Internet e/ 3,8 5,2 7,3

Tasa de homicidios por cien mil habitantes 5,9 6,4 6,1 6,4 6,2

Oportunidades para la integración y la movilidad social

Variación anual de salario mínimo real f/ 3,5 2,2 -0,6 0,2 -0,6

Inversión social per cápita real g/ 179.434 187.261 195.454 203.516 207.628

Porcentaje de la matrícula en educación con acceso a informática educativa
Preparatoria, I y II ciclo público y semipúblico, diurno 38,4 39,1 40,0 44,6 49,0
III ciclo público diurno y nocturno 63,9 64,2 65,2 nd 64,6

Porcentaje de la matrícula en primaria con acceso a segunda lengua 44,6 38,9 53,4 52,1 55,9

Número de becas otorgadas por FONABE 23.172 42.535 42.201
Primaria 7.303 11.304 11.438
Secundaria académica 8.780 16.266 15.370
Secundaria técnica 4.572 10.006 10.833
Otros h/ 2.517 4.959 4.560

Porcentaje de la población cubierta por EBAIS 60,6 68,9 68,9 80,7 87,7

Bonos familiares de vivienda pagados 10.652 6.602 19.733 14.015 9.238
Estrato 1 7.430 4.229 14.065 9.558 6.700
Estrato 2 2.883 1.970 4.709 3.388 2.172
Estrato 3 298 330 837 938 319
Estrato 4 41 73 122 131 47

a/ Las cifras son totalmente comparables a partir del 2000. Sin embargo, para comparar con las de años anteriores se debe tener presente el cambio en el cálculo de las estimaciones.

b/ La más alta corresponde a la Región Central y la más baja a la Chorotega, excepto en el 2001 y el 2002, cuando la más baja fue la Brunca. Las cifras son totalmente comparables a partir

del 2000; no obstante, para comparar años anteriores se debe tener presente el cambio en el cálculo de las estimaciones.

c/ La dependencia privada incluye privado y privado subvencionado.

d/ A partir del 2000 se mantiene el mismo dato de cobertura según el Censo 2000.

e/ Módulo de vivienda de la Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples, INEC.

f/ Cambio porcentual respecto al año anterior en el valor del índice del salario mínimo real promedio, año base 1984.

g/ Colones de 1999. Para el cálculo se utilizaron las nuevas proyecciones INEC-CCP, 2002.

h/ "Otros" incluye preescolar, taller prevocacional, secundaria nocturna, becas presidenciales, enseñanza especial, proyectos especiales, madres solteras postsecundaria matemática,

postsecundaria general, primaria aula abierta, bachillerato por madurez, secundaria aula abierta, nuevas oportunidades educativas para jóvenes y CINDEA.



por invalidez en relación con los del régimen de
vejez. Por último, en términos de la administra-
ción de los fondos de reserva, es preocupante
que la cartera esté altamente concentrada en
deuda pública (87%) y en títulos de corto plazo
(el 72% está colocado a menos de tres años).

El esfuerzo público para mejorar el acceso a
los servicios básicos para el desarrollo de las ca-
pacidades humanas se ve reflejado en la inver-
sión social. En el 2002 ésta aumentó y represen-
tó casi el 20% del PIB, para un crecimiento del
5,8%. Comparado con la inversión social a ini-
cios de los años noventa, este indicador resulta
un 62% superior al existente en 1990, visto glo-
balmente, o un 21% mayor en términos per cá-
pita. Por rubros, se contrajo el gasto en progra-
mas de alimentación y nutrición, así como los ya
limitados gastos de desarrollo o de capital (8%,
especialmente en educación y vivienda). Por otro
lado, se expandieron el gasto en compras de bie-
nes y servicios y las transferencias corrientes. La
inversión en salud es la más distributiva, y los
rubros de atención primaria y programas de nu-
trición son los más progresivos. Seguridad social
continúa mostrando una amplia regresividad,
por el efecto de las transferencias a pensiones. El
análisis del gasto destaca que los niños y niñas
menores de 6 años, los jóvenes de 15 a 17 y los
adultos en edad activa son los que reciben menos
gasto. Si bien la inversión social ha venido au-
mentando, la magnitud de los rezagos en el acce-
so a servicios sociales deja claro que el esfuerzo
público por ampliar las oportunidades de la po-
blación es aún insuficiente.

Finalmente, en lo que concierne a la aspira-
ción de un entorno de seguridad humana y el
desarrollo de las capacidades creativas, el balan-
ce es puntual. Por un lado, la violencia contra las
mujeres se mantiene como una de las manifesta-
ciones más palpables y graves de inequidad so-
cial y, aunque el país ha logrado avances signifi-
cativos en materia de violencia intrafamiliar, el
tratamiento de la violencia contra las mujeres ha
perdido especificidad. Los retos en esta materia
suponen, entre otras medidas, monitoreo y eva-
luación de las iniciativas emprendidas, creación
de un sistema de información sobre violencia
contra las mujeres, fortalecimiento institucional
y aprobación de la legislación en trámite.

En cuanto al acceso de las personas a la pro-
ducción cultural, la aproximación realizada per-
mitió determinar un acceso diferenciado que
tiende a concentrar la oferta en el Valle Central y
un gasto público muy pequeño (menos del 1%
del total) que tiende a decrecer y a beneficiar a

los sectores de mejores ingresos. Este es un tema
de difícil tratamiento, debido a la inexistencia de
indicadores y registros administrativos regulares.

Un entorno de creciente equidad 
y mejor distribución de la riqueza

La aspiración de un “entorno de creciente
equidad y mejor distribución de la riqueza, me-
diante la generalización del acceso a las oportu-
nidades para toda la gente, sin distingos de etnia,
edad, sexo, preferencia sexual, ideología y credo
religioso”, es uno de los parámetros que guía la
evaluación del desempeño de la sociedad costa-
rricense en el año 2002. 

Como se señaló en el Octavo Informe, la me-
dición de la riqueza de un país y su distribución
constituye un ejercicio complejo. Tradicional-
mente se aproxima mediante estimaciones del
grado de concentración en la distribución del in-
greso. El presente Informe incorpora, además de
los índices tradicionales, una nueva aproxima-
ción a la desigualdad salarial en el período 1990-
2002 por medio del “índice de Theil”.

Deja de aumentar la desigualdad 
en la distribución de los ingresos

En el 2002, por primera vez desde el año 1997,
la desigualdad en la distribución de los ingresos
dejó de aumentar, tanto medida por el coeficiente
de Gini como por la razón de los ingresos prome-
dio de los deciles extremos de la distribución. A es-
te punto no existen elementos de juicio para saber
si esta noticia positiva representa o no un cambio
en la tendencia a aumentar la concentración que
mostró el país en los últimos cinco años. Lo que sí
se puede afirmar es que los indicadores del 2002,
junto con los del 2001, representan los mayores
niveles desde 1990 (Sauma, 2003) (cuadro 2.2). 

Al aumentar la concentración del ingreso, de-
jando constantes todos los demás factores que
afectan la pobreza, se hacen necesarias mayores ta-
sas de crecimiento económico para lograr reduc-
ciones significativas en la incidencia de la pobreza.
Cuanto mayor es la desigualdad en la distribución
del ingreso, menor es el impacto del crecimiento
económico sobre la reducción de la pobreza1.

Una medición alternativa 
de la desigualdad confirma la tendencia

Al analizar el bienestar general de un país,
uno de los principales factores socioeconómicos
que se debe a tomar en cuenta es la estructura en
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que los salarios están distribuidos entre sus ciu-
dadanos. Comúnmente conocido como “desi-
gualdad salarial”, este es un tema de gran interés
tanto en el área académica como en el de las po-
líticas públicas, debido a sus repercusiones sobre
la calidad de vida, la generación de riqueza, la
pobreza y el descontento social (Mazumar, 2000;
Trejos, 1999; Bluestone y Harrison, 1998). 

El aporte del nuevo indicador, el índice de
Theil, es verificar la evolución que marca el coe-
ficiente de Gini y explorar los factores socioeco-
nómicos y demográficos que más repercutieron
sobre los cambios en la distribución de los sala-
rios (recuadro 2.1). El índice varía entre LN(1)=0
y LN(n), donde 0 es la situación de máxima
igualdad2.

El índice de Theil para el año 2002 fue de
0,33, y disminuyó respecto al 2001. Aunque se
dan altibajos a lo largo del período 1990-2002,
existe una tendencia hacia un incremento de la
desigualdad salarial entre los trabajadores costa-
rricenses. La desigualdad medida por este índice
aumentó en un 7%, siendo este crecimiento bas-
tante constante a lo largo de los doce años del
período de estudio (Baldares, 2003).

Los resultados muestran que el índice de
Theil tiene un comportamiento semejante al del
coeficiente de Gini, es decir, se refuerza la con-
clusión de que Costa Rica vive un proceso de
concentración en la distribución de los ingresos.
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CUADRO 2.2

Medidas de desigualdad de la distribución 
del ingreso familiara/. 1990-2002

X/I decil b/ V/I quintil c/ Coeficiente de Gini d/

1990 17,4 8,2 0,374
1991 19,9 9,1 0,391
1992 17,0 8,1 0,378
1993 16,4 7,8 0,378
1994 17,0 8,5 0,387
1995 16,1 7,9 0,377
1996 18,6 8,8 0,393
1997 15,5 8,0 0,380
1998 16,5 8,5 0,389
1999 19,5 9,1 0,400
2000 19,6 9,7 0,412
2001 23,3 11,2 0,433
2002 20,3 10,8 0,430

a/ Excluyendo los hogares con ingreso igual a cero o ignorado. En todos los casos los hogares fueron

ordenados según su ingreso per cápita.

b/  Relación entre el ingreso promedio de los hogares del décimo decil entre los del primero.

c/  Relación entre el ingreso promedio de los hogares del quinto quintil entre los del primero.

d/  Coeficiente de Gini de la distribución del ingreso familiar, calculado según deciles de ingreso per cápita.

Fuente: Sauma, 2003; a partir de las EHPM, INEC.

RECUADRO 2.1

El índice de Theil es una medición de la desi-
gualdad en los salarios, entendidos como el pa-
go monetario que recibe un trabajador por rea-
lizar una tarea; se diferencian de los ingresos en
que estos últimos incluyen los salarios más
otras fuentes de riqueza, como rentas, transfe-
rencias gubernamentales y subsidios. Se espera
que los salarios sean más sensibles en el corto
plazo a los cambios en las realidades socioeco-
nómicas y demográficas del país, que los ingre-
sos.

La ventaja del Theil frente a otros indicadores
es que permite descomponer la inequidad total
en varios grupos o factores, con lo que facilita el
análisis de la influencia de cada una de las va-
riables escogidas sobre la evolución de la desi-
gualdad poblacional. Al descomponer el Theil,
se obtienen las variaciones “entre” los grupos y

“dentro” de los grupos. La desigualdad “entre”
grupos refleja el grado en que las diferencias
salariales entre los diferentes grupos que com-
ponen una variable contribuyen a la desigual-
dad total. Del mismo modo, la desigualdad
“dentro” de los grupos mide la contribución a
la desigualdad total, dependiendo de la propor-
ción del ingreso total del grupo y de la desigual-
dad del grupo medida en términos de indivi-
duos.

Este índice además permite un análisis diná-
mico de la desigualdad, que es útil cuando inte-
resa conocer el efecto de las variables sobre el
crecimiento en la desigualdad total.

Se debe destacar que, si bien el indicador
Theil es una herramienta analítica efectiva, que
permite generar información útil para el estudio
de los factores que afectan la inequidad, por sí

solo no siempre puede ser considerado un indi-
cador completo. El problema radica en que,
cuando se utiliza el Theil para analizar una va-
riable a la vez, es posible que existan otras va-
riables que, en conjunto, afectan a la desigual-
dad; esto se conoce corrientemente como
problemas de especificación del modelo. En es-
tos casos no es recomendable emplear los coe-
ficientes del Theil para realizar proyecciones y su
uso debe limitarse a fines descriptivos. La solu-
ción a este problema es utilizar más de una va-
riable a la vez y así llevar a cabo el equivalente
de una regresión múltiple.

Los datos utilizados en esta investigación se
obtuvieron de la Encuesta de Hogares de Pro-
pósitos Múltiples (EHPM), 1990-2002.

Fuente: Baldares, 2003.

Indicador de desigualdad de Theil
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Además de constatar que aumentó la inequi-
dad en la distribución de los salarios, es importan-
te examinar las causas que podrían explicar este fe-
nómeno3. Cabe aclarar que en este análisis se toma
como salario el dato que la EHPM reporta como
ingreso primario mensual en la actividad principal.

El nivel educativo es la variable que está más re-
lacionada con la desigualdad total. En el 2002 las di-
ferencias salariales entre los grupos de trabajadores
con distintos niveles educativos explicaban un tercio
del índice de Theil. Tres de las cuatro variables que
más contribuyeron a la desigualdad en ese año (ni-
vel educativo, categoría ocupacional y número de
horas semanales trabajadas) también fueron las que
más aportaron al aumento del índice de Theil a lo
largo del período 1990-2002 (cuadro 2.3).

Otras variables que resultaron estar vincula-
das con el incremento en la inequidad salarial
son horas trabajadas, categoría ocupacional, re-
gión y nacionalidad. Contrario a las anteriores,
ciertas variables como actividad económica,
edad y zona no contribuyeron al incremento de
la desigualdad. Los coeficientes de desigualdad
entre grupos de estas variables disminuyeron,
debido a que experimentaron convergencia en el
nivel salarial de los grupos que las conforman. 

Un análisis más detallado (Baldares, 2003) de las
variables que influyeron en la desigualdad salarial
durante el periodo 1990-2002 permite concluir que:

■ Las diferencias salariales entre los grupos con
distintos grados de educación explican tanto
un alto porcentaje de la desigualdad total pa-
ra cada año, como el aumento de la inequidad
a lo largo del período en estudio.

■ La desigualdad salarial entre géneros ha dismi-
nuido en los últimos doce años, producto del au-
mento en los salarios relativos de las mujeres. 

■ Los resultados evidencian un esquema salarial
claramente ligado a la edad del trabajador. El gru-
po con empleos de peor calidad salarial es el de
los trabajadores más jóvenes, entre 15 y 24 años. 

■ Aumentaron las brechas salariales que se ge-
neran por la diferencias en el número de ho-
ras trabajadas. El 68% del aumento en la desi-
gualdad total entre 1990 y 2002 se puede
explicar por las divergencias salariales entre
los grupos de esta variable. 

■ Se incrementaron las brechas entre las catego-
rías ocupacionales, debido principalmente a
dos factores: el incremento en los salarios re-
lativos de los patronos y de los empleados del
sector público, y la expansión en el porcenta-
je de personas que trabajan por cuenta propia,
acompañada por una fuerte disminución de
sus salarios relativos. 

Sobre las brechas salariales entre las regiones
de planificación, el primer aspecto por destacar
es que, durante los doce años analizados, los tra-
bajadores residentes de la región Central goza-
ron de salarios mayores al promedio. Las regio-
nes que experimentaron aumentos en los
salarios relativos de sus trabajadores fueron la
Central, y sobre todo, la Chorotega. Contrario a
esto, sobresale la baja en los salarios relativos en
la región Pacífico Central y sobre todo en la
Huetar Atlántica. 

Al dividir a los trabajadores según su nacio-
nalidad, se comprueba que son los nicaragüen-
ses los que en promedio reciben los salarios más
bajos. Al comparar los salarios relativos de cos-
tarricenses y nicaragüenses, de acuerdo con el
nivel educativo de los trabajadores, los resulta-
dos parecen demostrar que existe un trato desi-
gual (en cuanto a salarios) para los trabajadores
con niveles educativos más altos provenientes
de Nicaragua.

A conclusiones similares llegaron Gindling y
Trejos (2002) en un estudio reciente sobre la
evolución de la desigualdad en la distribución

CUADRO 2.3

Factores que explican la inequidad 
salarial. 1990, 1996, 2002

(porcentajes)

Variable 1990 1996 2002
Nivel educativo 26,7 26,6 33,7
Categoría ocupacional 15,8 16,2 18,1
Horas trabajadas 8,7 8,8 12,6
Actividad económicaa/ 9,6 8,3 6,5
Edad 7,8 6,5 6,6
Zona 6,6 5,9 5,6
Región 2,9 2,5 3,7
Nacionalidadb/ 1,0 1,7
Género 1,8 0,9 1,3

a/ Los resultados del 2002 fueron calculados con datos del 2000.

b/ Los datos de 1996 corresponden a 1997 y los resultados del 2002 corresponden al 2001.

Fuente: Baldares, 2003.
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de los ingresos laborales, la cual determina en
buena medida el comportamiento de la desigual-
dad en los ingresos familiares. Según estos auto-
res, la desigualdad de la distribución del ingreso
laboral aumentó entre 1992 y 1999, hecho que
se explica fundamentalmente por los incremen-
tos en el rendimiento de la educación y en la dis-
persión de las horas trabajadas. El rendimiento
de la educación se refiere al aumento en el ingre-
so por cada año adicional de educación, lo que
favorece a los más educados. El aumento en la
dispersión de las horas trabajadas se relaciona
con un incremento en la incorporación de muje-
res en el sector informal a tiempo parcial, junto
a un aumento en la proporción de hombres que
trabajan más de 48 horas (sobrejornadas) en el
sector formal.

Integración de áreas 
geográficas, sectores o grupos 
de población tradicionalmente excluidos

Al evaluar el desempeño de la sociedad cos-
tarricense con respecto a la aspiración de integra-
ción de áreas geográficas, sectores o grupos de
población tradicionalmente excluidos, el análisis
valora dos temas: la situación de las personas y
hogares pobres, como la cara opuesta de los pro-
cesos de integración, y el mercado laboral, como
espacio privilegiado para observar las oportuni-
dades de superación de la pobreza de ciertos
grupos o sectores tradicionalmente excluidos.
Este estudio se complementa con un análisis de
un grupo especialmente vulnerable, la población
infantil y adolescente que trabaja. 

La pobreza se mantiene estable

La magnitud de la pobreza medida por el mé-
todo de la línea de pobreza, que la define como
una situación de ingresos insuficientes para satis-
facer las necesidades básicas de la población, se
ubica en un 20,6% de los hogares costarricenses
(un 5,7% en pobreza extrema). Cuando se con-
sideran personas en lugar de hogares, la inciden-
cia en 2002 fue de 23,5% en el caso de la pobre-
za total y 6,9% en el de la pobreza extrema. En
términos absolutos, haciendo los ajustes necesa-
rios para corregir el problema de los hogares con
ingreso cero o ignorado y las personas que en
ellos habitan4, así como los ajustes en la pobla-
ción total, el número de hogares pobres en el
2002 fue de 209.500, y el de personas en esa si-
tuación de 916.000. En ambos casos, el número
de pobres aumentó respecto al 2001 y, con una

perspectiva de más largo plazo, respecto a 1994
(154.600 hogares pobres, en los que residían
734.600 personas). Es importante destacar que
luego de la fuerte reducción en la incidencia de
la pobreza entre 1990 y 1994, que también se re-
flejó en una reducción en el número de hogares y
personas pobres (172.900 hogares y 835.400
personas en 1990), el estancamiento en la inci-
dencia de la pobreza a partir de 1994 se ha tradu-
cido en aumentos anuales en el número de perso-
nas y hogares en esta condición (Sauma, 2003). 

La pobreza extrema, es decir, la situación de
ingresos insuficientes para cubrir al menos las
necesidades de alimentación, se mantuvo esta-
ble. En el gráfico 2.1 se muestra la evolución de
la incidencia de la pobreza a partir de 1990, se-
gún las estimaciones del Instituto Nacional de
Estadística y Censos (INEC, 2002b), elaboradas
con información de las encuestas de hogares que
se realizan anualmente, y las líneas de pobreza
que el mismo Instituto calcula.

La pobreza, especialmente 
la extrema, sigue siendo mayor en áreas rurales

El estancamiento en la incidencia de la po-
breza que desde 1994 se observa a nivel nacio-
nal, se reproduce cuando se diferencian las áreas
urbana y rural. Así, en los últimos nueve años, la
pobreza total ha venido afectando a alrededor de
un 19,6% de la población urbana y un a 28,8%
de la rural. La pobreza extrema, por su parte, in-
cide sobre un 4,2% de la población urbana y un
10,5% de la rural.

Con la realización del Censo Nacional de Po-
blación y Vivienda, en el año 2000, se identificó
un cambio importante, pues el porcentaje de po-
blación urbana era bastante mayor que el mos-
trado por las encuestas de hogares; por ello se
realizaron ajustes en esa encuesta, para que re-
produjera los resultados censales. En materia de
pobreza, el principal resultado de estos ajustes
fue un cambio en la distribución de los pobres
por área, que dejó de ser mayoritariamente rural.
En el caso de la pobreza total, casi el 50% de los
hogares pobres es urbano y el otro 50% rural. En
la pobreza extrema la relación es de 60% hogares
rurales y 40% urbanos (Sauma, 2003).

La región Brunca muestra 
mayor incidencia de la pobreza

Por regiones también hay alguna estabilidad
en los niveles de incidencia, aunque con fluctua-
ciones significativas en algunos casos. La región

Más detalle sobre

desigualdad salarial,

consúltese el trabajo

elaborado por Juan Manuel

Baldares, “Factores que

influyen sobre la inequidad

salarial en Costa Rica”, en

el sitio 

www.estadonacion.or.cr
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Fuente: Sauma, 2003, a partir de las EHPM, INEC.

Central aparece como la de mayor estabilidad en
lo que respecta a la incidencia de la pobreza total
a partir de 1994, además de ser la región con
menor incidencia (alrededor de 16% de los ho-
gares). Sin embargo, este último resultado puede
prestarse a confusión, pues si se toma en cuenta
que esta es la región más poblada del país, resul-
ta que prácticamente la mitad de los hogares po-
bres a nivel nacional reside en ella.

La región Brunca, por su parte, también
muestra bastante estabilidad en la incidencia de
la pobreza total a partir de 1994 y es, en general,
la que presenta un nivel mayor (solamente des-
plazada en un par de años por la región Choro-
tega). A partir de 1994 la incidencia de la pobre-
za total ha sido de alrededor de 35%. En el 2002
vivía en esta región aproximadamente un 13%
del total de hogares pobres.

Las restantes regiones se ubican en posicio-
nes intermedias en cuanto a la incidencia de la
pobreza total en los hogares, y registran una me-
nor estabilidad a partir de 1994. No obstante, la
Chorotega ocupa el segundo lugar más elevado
(poco menos de 35% de los hogares como pro-
medio para 1994-2002), mientras que la Huetar
Atlántica se sitúa en segundo lugar, pero en el

caso de la menor incidencia (22% de los hogares
como promedio para 1994-2002). En cada una
de ellas reside cerca de un 12% del total de ho-
gares pobres del país.

Finalmente, las regiones Pacífico Central y
Huetar Norte presentan mayores fluctuaciones,
así como niveles intermedios en su incidencia
(25% y 27% de los hogares, respectivamente,
como promedio en 1994-2002). En cada una de
ellas se encuentra poco más de un 6% del total
de hogares pobres a nivel nacional.

Intensidad, severidad y 
vulnerabilidad de los no pobres

Tanto la intensidad como la severidad de la
pobreza muestran una gran estabilidad a partir
de 1994, de manera consistente con la evolución
de la incidencia. Esto significa que en los
últimos años, en términos generales, el ingreso
promedio de los hogares pobres no se alejó ni se
acercó a la línea de pobreza (intensidad), y que
las desigualdades entre los ingresos de los
pobres se mantuvieron (severidad).

La medición sobre “vulnerabilidad a la
pobreza de los no pobres” incluida en los últi-



aproximación al concepto de precariedad labo-
ral, y otra como sector informal9. 

En el presente Informe se analiza la calidad
del empleo desde el punto de vista de la estruc-
tura del mercado, según las oportunidades de
trabajo que éste genera. Así, se clasifica a los tra-
bajadores en tres grupos. El primero lo compo-
nen los que aquí se ha llamado “trabajadores for-
males no agropecuarios”, que pertenecen tanto al
sector público como al privado y que, en gene-
ral, tienen los empleos de mejor calidad. El se-
gundo grupo es el de los “trabajadores del sector
informal”, que incluye a las personas dedicadas
al trabajo por cuenta propia, servicio doméstico,
trabajo no remunerado y trabajo en microempre-
sas. Estos trabajadores tienen en común condi-
ciones de precariedad laboral. Finalmente, el ter-
cer grupo lo constituyen los trabajadores del
sector agropecuario, que en términos de calidad
del empleo se ubican en una posición interme-
dia, entre los ocupados del sector formal y los del
informal.

De los poco más de 1,6 millones de ocupados
en 2002, un 49,9% lo estaba en el sector formal
no agropecuario, un 34,6% en el informal y el
15,5% restante en el agropecuario. Dentro del
sector formal tiene mayor peso el empleo en el
sector privado que en el público (casi tres de ca-
da cuatro ocupados formales lo están en el sector
privado). En el caso del sector informal, los tra-
bajadores por cuenta propia y los empleados en

mos Informes8 trata de determinar cuán vulnera-
bles a alcanzar una situación de pobreza son aque-
llos hogares cuyo ingreso per cápita supera la línea
de pobreza, pero es inferior a 1,4 veces la misma
línea.  En el año 2002 el porcentaje de hogares
vulnerables a nivel nacional fue de 12,7%,
ligeramente superior al del año previo (12,1%),
pero uno de los más bajos del período 1990-2002.
Algo similar sucede cuando se suman los hogares
pobres y vulnerables, pues aunque el porcentaje de
2002 es ligeramente superior al de 2001 (33,3% y
32,4%, respectivamente), es uno de los más bajos
del período.

Ahora bien, aunque es cierto que en 2002
continuó la tendencia a la reducción en la
vulnerabilidad iniciada en 2000 (luego de que en
1999 se hubiese alcanzado el segundo valor más
alto desde 1990), el valor del indicador de 2002 se
ubica en el promedio del período (Sauma, 2003).

El mercado de trabajo integra 
de manera desigual a las personas

El mercado de trabajo es el espacio privilegia-
do para observar las oportunidades de movilidad
social ascendente por la vía del esfuerzo laboral
y, a la vez, el lugar donde se presentan las opor-
tunidades de superación de la pobreza vista co-
mo insuficiencia de ingresos. En los informes Es-
tado de la Nación se han utilizado dos conceptos
relacionados con la calidad de los empleos, una
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RECUADRO 2.2

Durante el año 2002, el IMAS dio atención a 161.793 personas
(40.869 familias), que fueron seleccionadas mediante el Sistema de In-
formación de la Población Objetivo (SIPO)5, una herramienta de infor-
mación técnicamente consolidada que permite focalizar la población
pobre que habita en el país, con el fin de apoyar la orientación de la
inversión social y el combate a la pobreza (IMAS, 2003).

Este sistema mantiene un banco de datos con información perma-
nentemente actualizada del perfil de las familias pobres, el cual hace
posible su ubicación geográfica. La información está registrada por
personas, familias y jefes de familia, y además contiene información
sobre vivienda. Entre las características disponibles están edad, nacio-
nalidad, discapacidad, condición de actividad, grupos de ocupación, ti-
po de pensión y nivel de estudios, entre otras.

A diciembre del 2002, el SIPO tenía registrado un total de 945.064
personas, de las cuales el 52,2% eran mujeres. Los jefes de familia
eran 253.108, el 59,1% hombres y el 40,9% mujeres. Del total de fa-
milias, 117.173 se encontraban en pobreza extrema y 84.398 en po-
breza básica, caracterizadas según el método de línea de pobreza6. La

provincia de San José mostraba la concentración más alta de familias
pobres (27,9%), seguida por Alajuela y Puntarenas (16,6% y 16,3%).
Por su parte, Heredia era la provincia con la menor concentración de
familias pobres (6,5%).

Las variables FIS7 se miden por puntajes, con el fin de agrupar a las
familias en cuatro categorías según la prioridad de atención. El grupo
1 lo constituyen las familias que presentan mayores carencias y, por lo
tanto, se encuentran en situación de pobreza extrema. Según el SIPO,
este grupo registra 71.126 familias. En el grupo 2 hay 116.155 fami-
lias, que representan la pobreza básica. Estos grupos constituyen la
población objetivo del IMAS, es decir, la que puede recibir beneficios
de esta institución. Según el IMAS, en el año 2002 del total de fami-
lias beneficiadas (40.869) un 41% se encuentran en el grupo 1 y un
52% en el grupo 2. El restante 7% correspondió a las familias de los
grupos 3 y 4, calificados como de atención no prioritaria (puntajes su-
periores a la media nacional).

Fuente: Elaboración propia a partir de IMAS, 2003 .

SIPO: herramienta del IMAS para el combate a la pobreza



los ingresos laborales y no laborales, así como el
número de miembros, hay una elevada corres-
pondencia entre el sector de ocupación y la
pobreza10. Así, la incidencia de la pobreza es ma-
yor entre los ocupados del sector agropecuario
(31,3%), seguidos por los del sector informal
(17,4%). En los ocupados del sector formal la in-
cidencia es muy baja (5,2%).

Se confirma que hay una fuerte vinculación
entre informalidad (baja productividad), preca-
riedad laboral y pobreza. Los ocupados en el sec-
tor agropecuario, en su conjunto, muestran una

microempresas son los principales grupos, mien-
tras que los trabajadores familiares no remunera-
dos y el servicio doméstico representan porcen-
tajes muy bajos. En el caso del sector
agropecuario, los tres grupos definidos son
igualmente importantes: cuenta propia y trabaja-
dores familiares no remunerados, patronos y asa-
lariados en establecimientos de 5 empleados o
menos, y patronos y asalariados en estableci-
mientos de 6 empleados o más (cuadro 2.5).

Aunque la pobreza es una situación que se
determina a nivel del hogar, considerando todos
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RECUADRO 2.3

En agosto del 2002 el Gobierno de la República
presentó un nuevo plan de combate a la pobreza,
denominado “Vida Nueva”. El plan se enmarca dentro
de los ejes estratégicos del Plan Nacional de Desarrollo
y tiene como objetivo “propiciar una nueva época de
movilidad social sobre la base de la articulación de las
ventajas del crecimiento económico, una política
pública centrada en la creación de oportunidades y las
capacidades de las personas”.

La propuesta tiene cinco componentes: objetivos de la

política económica para la superación de la pobreza; polí-
ticas sociales universales; freno a la exclusión social; reduc-
ción del 20% de hogares pobres y reorganización de los
programas y la inversión social. Para cada uno de estos
componentes se definen objetivos y acciones estratégicas.

Con base en la identificación de hogares pobres a través del
método de necesidades básicas insatisfechas (NBI) y los
resultados del índice de desarrollo social (IDS), el plan
determina los cantones y distritos que serán objeto de atención
prioritaria, dado su menor nivel de desarrollo relativo.

Plan “Vida Nueva”: superación de la pobreza y desarrollo 
de las capacidades humanas

(2002-2006) 

CUADRO 2.4

Plan “Vida Nueva”: cantones y distritos de atención prioritaria

Cantones Cantones Distritos Distritos

Fuente: IMAS, www.imas.go.cr, Consejo Social del Gobierno de la República, 2003.

Los Chiles
Buenos Aires
Talamanca
Upala
La Cruz
Osa 
Sarapiquí
Golfito
Guatuso
Matina
Nandayure
Turrubares
Parrita
Limón 
Guácimo
Pococí

Santa Cecilia
Cureña
Garita
Dos Ríos
Yolillal
Llanuras del Gaspar
San José (Pizote)
El Amparo
Sabanillas
Tayutic
Pocosol
Delicias
Los Chiles
Manzanillo 

Coto Brus 
Acosta
Hojancha
Corredores
Nicoya
Siquirres
León Cortés
San José
Alajuela
Desamparados
Puntarenas
Cartago
Turrialba
Alajuelita
Goicoechea
San Ramón

San Luis
Cutris
Valle de la Estrella
Pavón
San Jorge
Chánguena



importante precariedad laboral (con excepción del
aseguramiento) y una elevada incidencia de la po-
breza. El sector informal, en el que participan
ampliamente las mujeres, muestra una situación
también difícil en términos de precariedad laboral
y pobreza, mientras que en el sector formal esos
problemas son significativamente menores.

En posible concluir, entonces, que la genera-
ción de empleos informales y agropecuarios, en
las condiciones actuales, difícilmente va a resul-
tar en reducciones de la pobreza, sino que más
bien podría aumentarla. Por el contrario, la

generación de empleos formales (de mayor pro-
ductividad y sin situaciones de precariedad labo-
ral), permitirá disminuir la pobreza.

La inserción de las mujeres 
en el sector informal es muy alta

En el 2002, de cada tres ocupados práctica-
mente dos eran hombres (65,3%) y uno mujer
(34,7%). La tasa neta de participación por sexo,
es decir, el porcentaje de activos (ocupados y de-
socupados) por sexo respecto a la población de
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CUADRO 2.5

Población ocupada por problemas de calidad del empleo 
y condición de pobreza, según sector. 2002

(cifras absolutas y porcentajes)

Problemas de calidad del empleo

Ocupadosa/ Porcentaje Porcentaje Porcentaje Porcentaje Porcentaje
de asegurados con subempleo con empleo con subempleo en condición

directosb/ visiblea/ c/ ocasional o invisiblea/ d/ de pobrezaa/

Personas Porcentaje estacionala/

Total ocupados 1.625.060 100,0 60,4 13,2 12,0 11,7 13,8
Formal no agropecuario 810.355 49,9 84,5 7,3 5,0 6,7 5,2

Sector privado 581.248 35,8 79,3 7,1 6,2 8,3 6,5
Sector público 229.107 14,1 97,6 7,7 2,1 2,8 1,9

Informale/ 562.316 34,6 30,4 17,5 17,7 12,7 17,4
Cuenta propia 235.896 14,5 25,3 22,7 16,9 11,1 18,7
Microempresaf/ 229.624 14,1 39,7 12,3 18,1 19,9 14,1
Familiar no remunerado 27.054 1,7 6,4 8,8 22,3 25,0
Servicio doméstico 69.742 4,3 26,4 20,0 17,0 21,1

Agropecuario 252.389 15,5 49,7 21,4 21,4 24,7 31,3
Cuenta propia y familiar
no remunerado 88.979 5,5 30,0 27,5 24,2 18,7 46,2
Patronos y asalariados 
(5 o menos empleados) 75.086 4,6 42,0 25,0 20,7 26,7 30,9
Patronos y asalariados 
(6 o más empleados) 88.324 5,4 76,0 12,0 19,3 29,2 17,5

a/ Para obtener estos resultados los factores de expansión de la encuesta de hogares fueron ajustados, por lo que algunas magnitudes pueden diferir de las publicadas por el INEC (2002b).

b/ Se refiere a los asegurados directos asalariados, por cuenta propia o mediante convenio.

c/ Se refiere a las personas ocupadas que trabajan habitualmente menos de un total de 47 horas por semana en su ocupación principal y en su ocupación secundaria (si la tienen), que desean

trabajar más horas por semana y están disponibles para hacerlo, pero no lo hacen porque no consiguen más trabajo asalariado o más trabajo independiente.

d/ Se refiere a las personas ocupadas que trabajan habitualmente un total de 47 horas o más por semana en su ocupación principal y en su ocupación secundaria (si la tienen), y su ingreso

primario mensual es inferior al salario mínimo minimorum vigente en el momento de la encuesta, el cual fue de 77.584 colones para julio de 2002. El servicio doméstico y los trabajadores

familiares no remunerados se excluyen del cálculo.

e/ Es importante anotar que, cuando se nombra un conjunto de ocupaciones como “sector” informal, la referencia se relaciona con ciertas características de la ocupación, y no con la rama

de actividad económica en que se desempeñan los trabajadores.

f/ Patronos y asalariados del sector privado en establecimientos de 5 empleados o menos, excluyendo aquellos con algún año aprobado de educación superior.

Fuente: Sauma, 2003.
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El empleo formal aumenta 
muy lentamente a partir de 1994

Si bien el empleo formal aumentó en todos
los períodos (gráfico 2.2), su tasa de crecimiento
se reduce con el tiempo. El empleo informal, por
su parte, muestra las mayores tasas de crecimien-
to en cada uno de los períodos, lo cual refleja
una de las características del proceso económico
en marcha. Al igual que el empleo formal, las ta-
sas de crecimiento del informal disminuyen con
el tiempo. El empleo agropecuario registra tasas
de crecimiento negativas entre 1990-1994 y
1998-2002, de manera consistente con la situa-
ción del agro en lo referente a los estímulos a la
producción de granos básicos, precios de los
productos de exportación y políticas de transfor-
mación agropecuaria, entre otros. El fuerte aumen-
to en el empleo informal hace suponer que gran
parte de los trabajadores que dejaron las labores
agropecuarias se insertó en el sector informal.

Cuando se analiza la relación entre los em-
pleos formales y los informales y agropecuarios
en conjunto, lo que en adelante se denominará
“razón de formalidad”, es posible determinar que
la formalidad aumentó de modo significativo en-
tre 1990 y 1994, al pasar de 0,87 a 0,96, pero a
partir de 1994 lo ha hecho muy lentamente. 

Dado que la reducción en la pobreza corres-
ponde con el período en que creció la formali-
dad, y luego la misma se mantiene estable en el
período en que la razón de formalidad aumenta
muy poco, se puede presumir que, entre otros
factores, la pobreza no se ha reducido en los úl-
timos años porque no se ha incrementado de
manera relevante la proporción de empleos for-
males en la economía.

Alternativamente se puede plantear que, en-
tre otros aspectos, para reducir la pobreza es ne-
cesario aumentar la razón de formalidad, o sea,
crear empleos formales en mayor proporción que
informales y agropecuarios. Lógicamente, esto
no implica descuidar los sectores informal y
agropecuario, pues también es posible reducir la
pobreza si se cambian las condiciones de los ocu-
pados en ellos (aumentando la productividad,
dando protección social a los trabajadores, solucio-
nando los problemas de subempleo, sobre todo en
lo referente al pago del salario mínimo).

Otro asunto importante es la generación de
empleos por sexo y por rama de actividad econó-
mica. Del total de puestos formales creados entre
1990 y 2002 (296.000), 172.000 fueron llena-
dos por hombres y 124.000 por mujeres. Cabe
destacar que mientras el número de hombres

12 años y más del mismo sexo, era de 73,1% pa-
ra los hombres y de 38,4% para las mujeres. Sin
embargo, cabe destacar que la misma tasa para
las mujeres era de apenas 30,7% en 1990, lo cual
pone en evidencia el fuerte aumento de la parti-
cipación femenina en el mercado de trabajo a lo
largo del período de estudio.

En lo que se refiere a la inserción ocupacio-
nal por sector, casi no hay diferencia entre hom-
bres y mujeres en el sector formal, pues tanto la
mitad de los hombres (49%) como de las muje-
res (51,5%) están ocupados en ese sector. A su
vez, dentro del sector formal, el sector público
tiene mayor peso relativo para las mujeres
(20,6% del total de ocupadas) que para los hom-
bres (10,6% del total de ocupados).

El sector informal es el segundo en importan-
cia después del formal, pero hay notables dife-
rencias entre hombres y mujeres. Mientras un
44,5% de las mujeres ocupadas está en él (sola-
mente un 4% en el agropecuario), en el caso de
los hombres un 29,3% está en el sector informal
y un 21,7% en el agropecuario.

A pesar de la gran diferencia en las tasas de
participación entre hombres y mujeres, la eleva-
da inserción de estas últimas en el sector infor-
mal se traduce en un número también muy ele-
vado de mujeres informales (251.000, respecto a
311.000 hombres).

En doce años el empleo 
agropecuario descendió en 21.000 puestos 

Entre 1990 y 2002 el número de ocupados a
nivel nacional aumentó en casi 519.000 perso-
nas, para un incremento de 46,9%. Esto signifi-
ca un promedio de 43.000 nuevos empleos por
año. 

Cuando se desagrega la generación de em-
pleos por sector resalta un dato importante: la re-
ducción de 21.000 empleos agropecuarios res-
pecto a 1990. En cambio, se generaron casi
296.000 empleos formales y 245.000 informa-
les. Como promedio, anualmente se crearon casi
25.000 empleos formales y 20.000 empleos in-
formales, a la vez que desaparecieron alrededor
de 1.800 empleos agropecuarios. Sin embargo, la
situación difiere por períodos (Sauma, 2003).
Prácticamente siete de cada diez de esos nuevos
519.000 empleos se generaron en la región Cen-
tral, seguida por la Huetar Atlántica, con 9,8%.
Las regiones Huetar Norte, Chorotega y Pacífico
Central se ubican en posiciones intermedias en
este aspecto, mientras que la región Brunca ape-
nas generó un 3,2% de ese total de empleos.
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ocupados en el sector público se redujo (en po-
co más de 7.000 personas), el número de muje-
res aumentó significativamente (en poco más de
42.000).

Por rama de actividad económica, en el caso de
los empleos formales las actividades de servicios
sociales, personales y comunales fueron las que
más empleos generaron, casi 136.000 entre 1990 y
2002. Comercio, incluyendo restaurantes y hote-
les, fue la segunda actividad en importancia, con
110.000 empleos. En tercer lugar se ubica trans-
porte, almacenamiento y comunicaciones, con
18.000 empleos, seguida muy de cerca por la in-
dustria, que generó 16.000 empleos. Luego se en-
cuentra construcción, con 10.000 empleos.

En el caso del sector informal, los 245.000
nuevos ocupados corresponden exactamente por
mitades a hombres y a mujeres. Esto significa que
mientras el número de hombres ocupados en este
sector se incrementó en un 65% entre esos dos
años, el número de mujeres informales práctica-
mente se duplicó (aumentó en un 94,5%).

Por rama de actividad económica se da una situa-
ción diferente al caso del empleo formal, pues la ma-
yor parte de los nuevos empleos informales del

período corresponden a comercio, restaurantes y ho-
teles (111.000 nuevos puestos de trabajo, es decir,
un 45,4% del total). Le siguen en importancia los
servicios personales, sociales y comunales, con
65.000 empleos, y transporte, almacenamiento y co-
municaciones, con poco más de 30.000, seguido
muy de cerca por construcción, con 27.000. Las ac-
tividades industriales informales generaron 15.000
empleos, casi la misma cantidad que el sector formal.

La pérdida de empleos en el sector agrope-
cuario entre 1990 y 2002 afectó exclusivamente
a los hombres, pues el número de mujeres ocu-
padas en él registró un pequeño aumento.

Cuatro de cada cinco trabajadores 
formales residen en la región Central

Las opciones que brinda el mercado laboral
para reducir la pobreza reflejan enormes brechas
regionales. En otras palabras, las oportunidades
que ofrece el mercado laboral se alejan de la as-
piración de dar acceso a todos, sin distingos de
sexo, género o edad11.

Tanto en 1990 como en 2002, poco más del
65% de los ocupados, es decir, dos de cada tres



En 1990, un 35,5% de los ocupados agrope-
cuarios residía en la región Central; sin embargo,
para el 2002 ese porcentaje se había reducido a
30,3%. En 1990 las regiones Brunca y Huetar
Atlántica se situaban en el segundo lugar nacio-
nal en cuanto a la ocupación agropecuaria, con
un 17,9% y 16,4%, en cada caso, del total de
ocupados agropecuarios; pero para el 2002 la
situación varió significativamente, pues mientras
la Huetar Atlántica absorbía un 21,9% del total
de ocupados agropecuarios, en la Brunca el por-
centaje se redujo a 13,3%, inferior inclusive al de
la Huetar Norte (15,4%, que a su vez es superior
al que mostraba en 1990, 9,9%). En el cuadro
2.6 se muestra la variación de los ocupados por
sector en el período 1990-2002, según región.

Las variaciones en el ingreso promedio 
por hogar, la variación en la desigualdad 
y la incidencia de la pobreza se relacionan

Cuando se comparan los datos de 1990 y
2002, todas las regiones muestran reducciones
en la incidencia de la pobreza, excepto la Huetar
Atlántica, donde más bien aumenta. La disminu-
ción es mayor en las regiones Chorotega (espe-
cialmente) y Huetar Norte. Como se ha señalado
en forma reiterada, estos cambios son el resulta-
do de la interacción de muchas variables; sin em-
bargo, conviene establecer algunos vínculos de
causalidad. Así, la reducción de la pobreza que
se observa en la mayoría de las regiones, está aso-
ciada con los fuertes aumentos en los ingresos
promedio que muestra la mayoría de los hogares
entre esos dos años, y con la disminución en el
tamaño promedio de los hogares. 

La forma en que mayores aumentos en los in-
gresos promedio repercuten en la reducción de
la pobreza, está indirectamente relacionada con
los cambios en la desigualdad. Si la desigualdad
aumenta, el impacto de aumentos en el ingreso
de las familias, reflejado en el ingreso promedio,
será menor. 

En todas las regiones el comportamiento es
consistente con lo que se esperaba. En la región
Chorotega, el fuerte aumento en el ingreso fami-
liar promedio y la fuerte caída en el tamaño pro-
medio del hogar, permitieron una significativa
reducción en la pobreza (3 puntos porcentuales),
a pesar del también importante aumento en la
desigualdad.

Las regiones Central y Pacífico Central mues-
tran un comportamiento similar, con un creci-
miento moderado del ingreso familiar promedio y
una reducción del tamaño del hogar, que hicieron

ocupados a nivel nacional, residía, y se supone
que laboraba, en la región Central. En términos
de magnitud del empleo, la región Huetar Atlán-
tica fue la segunda en importancia, con un 8,5%
de los ocupados en 1990 y un 8,9% en 2002. La
región Brunca en 1990 era tan importante como
la Huetar Atlántica en la absorción de empleo
(8,4%), pero para el 2002 mostró una reducción
significativa en su participación dentro del em-
pleo total (6,7%). La región Chorotega siempre
ha ocupado un lugar intermedio con respecto a
ocupación, mientras que la Huetar Norte y la Pa-
cífico Central, tanto en 1990 como en 2002, eran
las que menos ocupados tenían respecto al total
(alrededor de un 5% cada una).

En ambos años, 1990 y 2002, el 80% de
los trabajadores formales del país (cuatro de
cada cinco) residía/laboraba en la región Cen-
tral. En cada una de las demás regiones, con
excepción de la Huetar Norte, se ubicaba cer-
ca de un 4% de los ocupados formales, mien-
tras que en la Huetar Norte se encontraba ape-
nas un 2% (tanto en 1990 como en 2002).

De 1990 a 2002 el sector informal creció sobre
todo en las regiones Brunca y Pacífico Central. El
empleo formal ha sido el de mayor peso en la re-
gión Central, pues más de un 55% de los ocupa-
dos en ella lo están en ese sector. La región Pacífi-
co Central ocupa un segundo lugar en cuanto a
relevancia del empleo formal, con un 39,3% de los
ocupados en 1990 y un 40,2% en 2002. El traba-
jo formal también es importante en términos rela-
tivos en la región Chorotega, seguida por la Brun-
ca y la Huetar Atlántica, pero muy poco
significativo en la Huetar Norte. Cabe resaltar el
aumento en la importancia relativa de la ocupación
formal en las regiones Chorotega y Brunca.

En el caso del sector informal, la mayoría de
los ocupados se ubica en la región Central, espe-
cíficamente el 68,7% en 1990 y el 66,3% en
2002. Esta reducción se relaciona con aumentos
en la participación relativa dentro del empleo in-
formal de las demás regiones, especialmente la
Pacífico Central y la Huetar Atlántica.

Cuando se considera la importancia relativa
del sector informal dentro de cada región, en
1990, el porcentaje de informales rondaba alrede-
dor del promedio, 27,1%, con moderada variabi-
lidad. En 2002, el promedio aumentó a 35,3%, y
los valores para las regiones rondaron ese nuevo
valor. Los casos más sobresalientes son las regio-
nes Brunca y Pacífico Central, pues la importan-
cia relativa del empleo informal aumentó en cada
una de ellas en 13,7 y 11,4 puntos porcentuales,
respectivamente, entre 1990 y 2002.
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posible una moderada reducción de la pobreza,
a pesar del fuerte aumento de la desigualdad. La
región Brunca presenta un moderado crecimien-
to del ingreso promedio y una pequeña reduc-
ción en el tamaño familiar, por lo que un aumen-
to en la desigualdad de magnitud similar,
permitió un descenso en la pobreza.

En la región Huetar Norte se presenta una si-
tuación análoga a la del caso anterior, aunque la
fuerte reducción en el tamaño promedio del
hogar dio lugar a una disminución igualmente
marcada en la pobreza. Finalmente, en la región
Huetar Atlántica hay una caída en el ingreso pro-
medio real y una moderada reducción del tama-
ño promedio del hogar, pero también se registra
un aumento en la desigualdad, por lo que el re-
sultado es un incremento en la pobreza.
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Cambios en el número de ocupados 
por hogar y en la educación promedio,
inciden en el ingreso familiar promedio

Además de los cambios en la relación de for-
malidad, tanto el número de ocupados por hogar
como la variación en la educación promedio se
vinculan con el aumento o reducción del ingreso
familiar promedio. 

El fuerte incremento en el ingreso promedio
por hogar en la región Chorotega está asociado a
notables aumentos en el nivel educativo de los
ocupados y en la formalidad, aunque no hubo
variación en el promedio de ocupados por hogar.

Los moderados aumentos en el ingreso pro-
medio por hogar en las regiones Central, Pacífico
Central, Brunca y Huetar Norte están relacionados

CUADRO 2.6

Aumento de la población ocupada por regióna/, según sector. 1990-2002
(personas y porcentajes)

Total país Central Chorotega Pacífico Brunca Huetar Huetar
Central Atlántica Norte

Período 1990-2002

Variación total en la población ocupada,
(personas) 518.589 361.787 28.066 26.773 16.786 51.044 34.133

Formal 295.554 227.969 17.280 11.250 13.102 16.722 9.231
Informal 244.610 154.702 17.179 16.417 18.961 24.046 13.305
Agropecuario -21.575 -20.884 -6.393 -894 -15.277 10.276 11.597

Variación total en la población ocupada,
(porcentaje) 46,9 49,6 33,3 49,4 18,2 54,6 64,1

Formal 57,4 55,2 74,5 52,9 60,5 68,0 83,4
Informal 77,0 70,9 70,9 113,3 86,9 100,6 89,0
Agropecuario -7,9 -21,5 -17,3 -4,9 -31,2 22,8 42,5

Distribución porcentual de la variación en los 
ocupados por sector (porcentaje) 100,0 69,8 5,4 5,2 3,2 9,8 6,6

Formal 100,0 77,1 5,8 3,8 4,4 5,7 3,1
Informal 100,0 63,2 7,0 6,7 7,8 9,8 5,4
Agropecuario 100,0 96,8 29,6 4,1 70,8 -47,6 -53,8

Distribución porcentual de la variación en los 
ocupados por región (porcentaje) 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0

Formal 57,0 63,0 61,6 42,0 78,1 32,8 27,0
Informal 47,2 42,8 61,2 61,3 113,0 47,1 39,0
Agropecuario -4,2 -5,8 -22,8 -3,3 -91,0 20,1 34,0

a/ Para obtener estos resultados los factores de expansión de la encuesta fueron ajustados.

Fuente: Sauma, 2003, a partir de las EHPM, INEC.



las cuatro regiones sometidas a comparación. En
el otro extremo, la caída en el ingreso promedio
de los hogares de la región Huetar Atlántica está
asociada principalmente a la reducción en el nú-
mero promedio de ocupados por hogar, no obs-
tante el moderado incremento en la educación
promedio de los ocupados y la formalidad (aun-
que el nivel de formalidad es relativamente bajo).

Una hipótesis sobre la relación 
entre mercado de trabajo y pobreza

La evidencia empírica indica que entre 1990
y 2002, como tendencia, la economía costarri-
cense, ha venido perdiendo dinamismo. Así, si se
comparan las tasas de crecimiento del PIB por
cuatrienios, en cada uno de ellos este indicador
es menor que el del período anterior. Por su par-
te, la creación de empleos en estos períodos no
muestra una correspondencia clara con la direc-
ción del crecimiento. Por ejemplo, la mayor ge-
neración de puestos de trabajo se dio en el cua-
trienio 1994-1998 y, sin embargo, el mayor
crecimiento del producto fue entre 1990-1994
(cuadro 2.7). Finalmente, como ya se comentó,
la incidencia de la pobreza no disminuye desde
1994 y los períodos de menor crecimiento de la
producción corresponden con el aumento de la
desigualdad, o sea, 1994-1998 y 1998-2002 (es-
pecialmente).

Entre 1990 y 1994, dado el elevado creci-
miento de la producción y el empleo, así como
una desigualdad relativamente baja, era de espe-
rar una importante reducción de la pobreza, lo
cual en efecto sucedió. Para el período siguiente,
es decir, entre 1994 y 1998, también se proyec-
taba una reducción de la pobreza, aunque de
menor magnitud que la de 1990-1994, pues res-
pecto a ese período la tasa de crecimiento del
producto fue menor y hubo un pequeño aumen-
to en la desigualdad (a pesar de que el aumento
en el empleo fue mayor). Sin embargo, la dismi-
nución en la pobreza no se dio. Por último, para
1998-2002 se esperaba una pequeña disminución
en la pobreza, dados los menores niveles de creci-
miento de la producción y el empleo, y a pesar del
fuerte aumento en la desigualdad que actúa en
sentido contrario a los anteriores; no obstante, esa
reducción tampoco se produjo.

Los elementos analizados en esta sección per-
miten plantear como hipótesis que, si bien la
economía costarricense ha crecido entre 1990 y
2002, a partir de 1994 no se ha reducido la po-
breza porque ese crecimiento económico no ha
generado suficientes empleos de calidad, además

con cambios de distinta magnitud en cada una
de las variables consideradas. La Central y la
Brunca muestran fuertes aumentos en la educa-
ción de los ocupados, sin variación en el núme-
ro de ocupados promedio por hogar, así como
incrementos también importantes en la formali-
dad. La Pacífico Central y la Huetar Norte pre-
sentan relaciones similares a las anteriores, aun-
que los aumentos en la educación promedio de
los ocupados y la formalidad son moderados.

En relación con estas dos últimas regiones,
debe tenerse en cuenta que mientras mayor sea la
formalidad, mayor será el impacto en los ingre-
sos de los hogares de una política de salarios mí-
nimos crecientes en términos reales, como la que
se dio en algunos años de la década de los noven-
ta. Esto marca una diferencia sustancial para la
región Pacífico Central. En el caso de la región
Brunca, debe considerarse que el aumento en el
ingreso promedio de los hogares es el menor de
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CUADRO 2.7

Algunos indicadores sobre producción, empleo,
pobreza y distribución del ingreso. 

1990, 1994, 1998 y 2002
(porcentajes)

1990 1994 1998 2002
Crecimiento del PIB totala/

Incluyendo IEAT 25,6 20,0 14,4
Excluyendo IEAT 25,6 17,7 12,1

Crecimiento del PIB per cápitab/

Incluyendo IEAT 13,6 8,0 4,8
Excluyendo IEAT 13,6 6,0 2,7

Ocupados
Crecimiento (porcentaje) 13,3 17,0 10,8
Incidencia de la pobreza

Hogares 27,1 20,0 19,7 20,6
Población 30,7 22,9 22,1 23,5

Desigualdad en la distribución del ingreso
Coeficiente de Ginic/ 0,374 0,387 0,389 0,430

a/ Para obtener el crecimiento al año 1994, se estimó el valor del PIB de 1990, aplicando al PIB de 1991 (base

1991), la tasa de crecimiento del PIB 1990-1991 según la serie base 1966. Las estimaciones excluyendo la

producción de la industria electrónica de alta tecnología (IEAT) son propias, a partir de las tasas de crecimiento

publicadas.

b/ Para el cálculo per cápita se utilizaron las mismas cifras de población que usa el BCCR.

c/ Coeficiente de Gini de la distribución del ingreso familiar total según deciles de ingreso per cápita.

Fuente: Sauma, 2003.
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de que el aumento en la desigualdad en la distri-
bución del ingreso ha tenido un impacto negati-
vo en el crecimiento (Sauma, 2003).

Un tema especial: niños, niñas y adolescentes 
trabajadores, un grupo especialmente vulnerable

Como se ha documentado en Informes ante-
riores, la inserción temprana en el mercado la-
boral de la población menor de edad no sólo se
da en condiciones de amplia desventaja (meno-
res salarios, mayor desempleo, mayor precarie-
dad laboral), sino que limita las posibilidades
de este grupo de acceder al derecho a la educa-
ción, condicionando su futuro laboral a expec-
tativas de bajos ingresos. Por ello, con base en
los datos del Censo de Población del 200012,
para este Informe se quiso determinar cuánto
del trabajo desarrollado por la población de 12
a 17 años afecta su derecho al estudio y en qué
medida se realizan trabajos que pueden consi-
derarse peligrosos según la reglamentación
existente. 

En virtud de que el trabajo para las personas
menores de 15 años (trabajo infantil) está prohi-
bido, en tanto que para quienes superan esta
edad (trabajo adolescente) la ocupación se consi-
dera un derecho, la información para estos dos
grupos poblacionales se presenta por separado.

En el Censo 2000, un 5% de la población de
12 a 14 años (12.639) se declaró incorporada a
la fuerza de trabajo, ya fuera como ocupada o co-
mo desocupada. Aunque puede considerarse
que este nivel del trabajo infantil es bajo, debe
tenerse en cuenta que cualquier forma de traba-
jo de esta población resulta inadmisible, y espe-
cialmente grave si afecta la permanencia y el ren-
dimiento escolares. Aunque la asistencia escolar
de este grupo es alta (83,5%), lo cierto es que 1
de cada 6 niños y niñas no accede a su derecho
a la educación, como lo garantiza la Constitu-
ción. Además, entre la niñez que participa en la
fuerza de trabajo, sólo el 20% estudia y, de ellos,
el 56% tiene más de dos años de rezago escolar,
lo que denota un fuerte impacto negativo en el
rendimiento académico (Ramos, 2002).

Para los y las adolescentes, la incorporación
al mundo del trabajo es un derecho, pero, al
igual que en la población de 12 a 14 años, esta
situación puede estar afectando su derecho al
continuar y tener un buen rendimiento en el sis-
tema escolar, y podría significar incluso una
transgresión al derecho de estar protegidos de
trabajos peligrosos que representen formas de
explotación económica.

El 20,2% de los adolescentes de 15 a 17 años
está en la fuerza de trabajo (48.740), que
representan el 31,6% de los hombres y el 8,4%
de las mujeres. La magnitud del trabajo adoles-
cente varía considerablemente entre los cantones
(Ramos, 2002). Montes de Oca (9,8%), Santa
Cruz (11,2%) y Tibás (12,1%) son los cantones
con las tasas de participación más bajas, en tan-
to Buenos Aires (38,0%), León Cortés (43,6%) y
Tarrazú (45,0%) son los que tienen las más altas
(mapa 2.1).

En cuanto al derecho al trabajo protegido, el
4,9% de los y las adolescentes desempeña labo-
res prohibidas, especialmente al dedicarse a ocu-
paciones como pintores, en el caso de los hom-
bres, y niñeras, en el caso de las mujeres.
Asimismo, un 14,6% realiza actividades que po-
drían ser prohibidas, tales como las efectuadas
en restaurantes, bares y cantinas, el servicio do-
méstico o la operación de máquinas. La realiza-
ción de trabajos permitidos con restricciones
abarca al 48,1% de los y las adolescentes, y con-
templa ocupaciones como la de peón agropecua-
rio (Ramos, 2002).

Por su parte, el trabajo doméstico exclusivo
en los propios hogares es la principal forma de
ocupación de las mujeres, pues mientras la tasa
de participación económica de este grupo es de
8,4%, el porcentaje de trabajo doméstico es su-
perior al 25% entre las adolescentes, en contra-
posición a sólo un 4% de los adolescentes que
lleva a cabo labores domésticas exclusivas en el
hogar. Así, el trabajo de las mujeres se desarrolla
en el ámbito privado de sus hogares, sin recono-
cimiento social ni monetario y, más bien, con un
reforzamiento de la división sexual del trabajo.

En contraste con lo observado en la niñez,
entre las y los adolescentes sí se observa diferen-
cia por género en la asistencia escolar: las muje-
res superan a los hombres en cuatro puntos por-
centuales, y alcanzan una asistencia del 62%. 

Del total de personas de 15 a 17 años que tra-
bajan, un 42% está afectado en su derecho al es-
tudio, ya sea porque trabaja y estudia con rezago
escolar (2,1%), porque sólo trabaja (16,8%), o
bien porque no estudia ni trabaja (23,1%). 

De los diversos aspectos de la condición so-
cioeconómica de los hogares analizados en rela-
ción con el trabajo infantil y adolescente, el entor-
no educativo del hogar y la pobreza estructural
resaltan como los factores más significativos. 

El nivel educativo de los y las adultas en los
hogares con niñez y adolescentes, se considera
un factor clave que propicia la permanencia en el
sistema escolar de esta población, dado que a
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Así, el insistir en la permanencia en el siste-
ma escolar de la población de 12 a 17 años, se
traduce no sólo en un derecho que debe ser pro-
tegido, sino también en una acción que, en el lar-
go plazo, permitirá erradicar el trabajo infantil y
disminuir el trabajo adolescente o, en su defecto,
facilitar su regulación, dado que esta población y
sus familias estarán más capacitados para prote-
ger sus derechos. 

La pobreza estructural, medida por el méto-
do de necesidades básicas insatisfechas (NBI),
muestra también una significativa relación con la
participación laboral y la permanencia exclusiva
en el sistema escolar. El valor de inserción labo-
ral exclusiva crece conforme aumenta el número
de carencias de los hogares, hasta registrar un va-
lor de 19,3% para la población en hogares en si-
tuación de carencia severa (3 o más carencias).
Asimismo, aumenta el porcentaje de niñez y

mayor nivel de escolaridad adulta más se valora
la educación como un instrumento de movilidad
social, pero también como una capacidad básica
que debe fortalecerse para alcanzar un alto nivel
de desarrollo humano. Esto se refleja claramente
al analizar la participación de la población de 12
a 17 años en el estudio exclusivo, según el nivel
de escolaridad promedio de las y los adultos (cli-
ma educacional) con los cuales convive. A mayor
clima educacional en el hogar, mayor es el por-
centaje de niñez y adolescencia que sólo estudia,
y menor la participación laboral exclusiva. Los
extremos lo evidencian con precisión: el 95,2%
de los niños, niñas y adolescentes que viven ho-
gares con un clima educativo de 12 años o más
de escolaridad “solo estudian”; este porcentaje se
reduce a 47,2% para los niños y adolescentes
que residen en hogares con un clima educacional
de 3 años o menos de escolaridad. 
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Costa Rica: participación de la población de 15 a 17 años 
en la fuerza de trabajo por cantones. Censo 2000

Fuente: Ramos, 2002, IPEC-OIT, Estado de la Nación.
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adolescencia que ni estudia ni está en la fuerza
laboral conforme residen en hogares con mayor
cantidad de carencias. De esta manera, más del
40% de los niños, niñas y adolescentes ni estudia
ni está en la fuerza de trabajo en los hogares de ca-
rencia severa, probablemente por estar dedicados a
trabajo doméstico que posibilite la participación
laboral adulta. La combinación del estudio y la
participación en el mercado de trabajo es similar
entre la niñez y la adolescencia según la intensidad
de las carencias (Ramos, 2002).

Oportunidades ampliadas 
para el acceso de la población 
a servicios sociales de calidad

La generación de oportunidades ampliadas
para el acceso de la población a servicios sociales
de calidad constituye un requisito básico para
mejorar sus condiciones de vida, apoyar los pro-
cesos de movilidad y ascenso social y reducir las
brechas entre los distintos sectores sociales y
áreas geográficas. En este apartado se analizan las
oportunidades abiertas por la sociedad costarri-
cense en materia de desarrollo humano durante
el 2002. Incluye la valoración del desempeño en
temas de acceso a una vida larga y sana, educa-
ción, vivienda y pensiones, así como un análisis
de cuánto contribuye la inversión pública social
a mejorar el acceso a los servicios sociales.

Acceso a una vida larga y sana

En esta ocasión el Informe analiza tanto los
resultados obtenidos por el país en términos de
la salud de su población, como algunos asuntos
relevantes con respecto a la forma en que el sis-
tema de salud está organizado para la prestación
de los servicios. Como se ha expresado en edi-
ciones anteriores, uno de los principales logros
de Costa Rica en materia de desarrollo humano
es el disfrute de una vida larga y sana por parte
de sus habitantes.

2002: la mayor esperanza de vida 
y la menor fecundidad de la historia

El año 2002 marca un hito histórico, en tan-
to se registraron la mayor esperanza de vida y la
menor fecundidad que alguna vez haya tenido el
país. Estos hechos son el resultado de una reduc-
ción sostenida de la mortalidad y de la fecundi-
dad, y tienen importantes implicaciones debido
a sus efectos sobre la estructura por edad de la
población. 

La esperanza de vida13 alcanzó en el 2002 los
78,6 años para ambos sexos (76,3 para los hom-
bres y 81,0 para las mujeres) (CCP, 2003). En el
mismo año se registró un leve aumento en la
mortalidad infantil, de 10,8 a 11,2, aun cuando
el número de muertes de menores de un año dis-

RECUADRO 2.4

En el 2002 se aprobó la Ley General de la Persona Joven, cuyos ob-
jetivos se relacionan con aquellos relativos al acceso a servicios y
oportunidades, así como con la promoción de la participación y la pro-
tección de derechos para las personas jóvenes, entendiendo como ta-
les a quienes se encuentran entre los 12 y los 35 años. Para el cum-
plimiento de los objetivos señalados, en la ley se establece una serie
de mecanismos de coordinación y participación: el Sistema Nacional
de Juventud, el Consejo Nacional (adscrito al Ministerio de Cultura, Ju-
ventud y Deportes definido en la ley como rector) y la Red Nacional
Consultativa de Personas Jóvenes, constituida por representantes de
organizaciones de jóvenes de la sociedad civil.

La nueva ley enfrentará para su aplicación retos importantes: Por un
lado, la amplitud de la definición de persona joven impone cierta com-
plejidad al identificar los desafíos a los que se debe dar respuesta. El
grupo de personas, entre 12 y 35 años de edad, constituye un 43%
de la población del país, de acuerdo con el Censo del 2000. Este seg-
mento, que en el año 2002 ascendía a aproximadamente a 1.800.000

personas, tiene una inserción diferente en la vida económica y social
del país, según su edad y su condición socioeconómica. Así por ejem-
plo, del total de personas entre los 12 y los 35 años, aproximadamen-
te un 30% es menor de edad  y un 43% se encuentra en la fuerza de
trabajo. El principal reto de la política pública es, por lo tanto, identi-
ficar los temas fundamentales para el desarrollo integral y para la in-
clusión de este grupo en el desarrollo nacional.

Por otro lado, la elaboración de la política pública de la persona jo-
ven deberá hacer frente a una gran cantidad de instituciones y progra-
mas ya existentes, que atienden de una u otra forma a la población
definida por la ley. Dada la diversidad y los distintos ámbitos que de-
ben abarcar, un elemento clave para el funcionamiento de las instan-
cias definidas en la ley es la identificación e incorporación de los ac-
tores estratégicos para el cumplimiento de los objetivos.

Fuente: Elaboración propia con base en Ley General de la Persona Jo-
ven y Vargas y Campos, 2003.

Aprobada Ley General de la Persona Joven



lidad de los hombres es más de cinco veces la de
las mujeres en suicidios, homicidios, y acciden-
tes de tránsito. En otras causas, como tuberculo-
sis respiratoria, cáncer de estómago, cirrosis y
cáncer del aparato respiratorio, la mortalidad
masculina es dos veces la femenina. Esto apunta,
por un lado, a diferencias en el comportamiento
social (en el caso de las muertes violentas) y, pro-
bablemente, a los efectos del alcohol y el tabaco en
las restantes causas mencionadas. Del mismo mo-
do, las tasas de mortalidad por VIH-SIDA (cinco
veces superiores entre los hombres) se deben al
curso de la epidemia en años anteriores. La signi-
ficativa sobremortalidad masculina impone un
nuevo reto a la política nacional de salud.

El seguimiento de la mortalidad realizado en
los últimos años demuestra que el análisis de las
causas constituye una herramienta importante.
Para ello es necesario que, para todas las edades,
tanto el llenado del certificado de defunción co-
mo la posterior codificación y el procesamiento
sean de calidad. Hay evidencia de que se debe
mantener una vigilancia sobre este aspecto y de
que hay mejoras posibles (por ejemplo a partir
de los 45 años aumenta el número de defuncio-
nes clasificadas como “mal definidas y no especi-
ficadas”). Las mejoras deben implementarse en
forma integral, desde la emisión del certificado
de defunción hasta su codificación y registro fi-
nal con la participación del Ministerio de Salud,
la CCSS, y el INEC (Miranda, 2003).

En materia de fecundidad, la tasa global re-
gistrada en el 2002 fue de 2,09 hijos por mujer
(CCP, 2003). Este nivel por debajo de 2,1 se de-
nomina “nivel de reemplazo” e implica, de corro-
borarse con los datos del año 2003, un cambio
importante en la dinámica demográfica del país.
Costa Rica es el primer país latinoamericano,
después de Cuba, que alcanza la tasa de reempla-
zo. Esto se debe a un conjunto diverso de facto-
res; si bien en Costa Rica la fecundidad ha dismi-
nuido a distintas velocidades desde los años
sesenta, en el largo plazo, y en forma análoga a
los procesos ocurridos en otros países, se pueden
señalar los logros educativos de las mujeres y la
existencia de programas de planificación fami-
liar. A esto se unen otros procesos concomitan-
tes, tales como la disminución de la mortalidad
(entre hombres y mujeres, más del 98% de los
nacidos alcanza a la edad adulta), el aumento del
empleo femenino y la creciente urbanización de
los últimos años, factores que han determinado
no sólo la posibilidad de que cada mujer elija el
número de hijos que quiere tener, sino que ade-

minuyó (INEC-CCP, 2003). Los principales cam-
bios en una mayor supervivencia de la población
se dan tanto para hombres como para mujeres
después de los sesenta años. Así por ejemplo, se-
gún las condiciones de mortalidad imperantes en
1990 sobrevivían hasta los ochenta años un 47%
y un 59% de los hombres y las mujeres, respec-
tivamente, en tanto que, de acuerdo con las con-
diciones de mortalidad del año 2002 lo harían
50% y 64%, en cada caso. Esto implica que dos
tercios del total de muertes registradas en el país
corresponden a personas de 60 años o más de
edad. Asimismo, desde hace más de un trienio
más de la mitad de las defunciones se refieren a
personas mayores de 70 años (Miranda, 2003).

En materia de mortalidad infantil aún existen
oportunidades de mejora. Cuando se compara a
Costa Rica con países con una esperanza de vida
similar, un conjunto importante de ellos tiene ta-
sas menores. En promedio, en las naciones que
en el 2002 tenían una esperanza de vida de entre
78 y 79 años, la mortalidad infantil era de apro-
ximadamente 6 por mil nacidos vivos (US Bu-
reau of the Census, 2003). Todavía un porcenta-
je importante de muertes de menores de un año
se puede catalogar como evitable, ya que entre
las cinco principales causas de muerte se en-
cuentran, por ejemplo, la prematuridad y las in-
fecciones propias del período perinatal. 

También en las cinco principales causas de
muerte en otras edades existen importantes posi-
bilidades de mejora. Un análisis sobre las causas
de muerte muestra que en las personas entre 15
y 39 años de edad, aquellas causas asociadas con
accidentes de tránsito, agresión, lesiones autoin-
flingidas y homicidios se encuentran entre las
primeras cinco (Miranda, 2003). Estas causas en
el año 200214 corresponden a un 40% del total
de defunciones en las edades de 15 a 24 años,
38% entre 25 y 29, 28% entre 30 y 34 y 20% en-
tre 35 y 39 años de edad. 

En lo que respecta al resto de causas, desta-
can el cáncer gástrico (a partir de los 30 años) y
el infarto agudo del miocardio (a partir de los 40
años). A partir de los 50 años la enfermedad vas-
cular se transforma en una de las causas más im-
portantes, seguida por el cáncer gástrico, la dia-
betes mellitus, el cáncer de mama y el cáncer del
cuello uterino. A partir de los 60 años, además
de la enfermedad vascular y la enfermedad neo-
plásica, la enfermedad pulmonar obstructiva
crónica se encuentra entre las cinco primeras
causas de muerte (Miranda, 2003). 

En cuanto a la mortalidad por sexo, la morta-
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nicaragüense hacia Costa Rica se redujeron nota-
blemente a partir del año 2000 y podrían ser cer-
canos a cero, luego de rondar las 20.000 perso-
nas en los años previos. Esta tendencia se
confirma al examinar la cantidad de nacimientos
de costarricenses de madre nicaragüense, que
luego de aumentar fuertemente en la década de
los noventa (de 2.000 a 10.000), en los últimos
dos años se ha estabilizado en casi 11.000 niños
y niñas. Además, un estudio del Centro Centroa-
mericano de Población (2003) que entrevistó
mediante una encuesta de hogares a población
nicaragüense en las zonas de mayor emigración
de personas hacia Costa Rica, indica que la pro-
babilidad de trasladarse hacia este país ha dismi-
nuido a casi la mitad en los últimos cinco años.
En forma simultánea a esta reducción en el flujo
migratorio de nicaragüenses, recientemente se ha
registrado un masivo ingreso de personas prove-
nientes de Colombia, que se ha triplicado en los
últimos dos años y que puede rondar entre las
10.000 y 20.000 personas. 

En materia de migración interna, los resulta-
dos del Censo del 2000 documentan una distri-
bución de la población muy similar entre San Jo-
sé-Valle Central (32%), resto del Valle Central
(32%) y resto del país (36%). Cuando se trata de
cantones, aquellos situados en la zona norte, los

más esta elección se dé en función de factores de
orden individual y no necesariamente como re-
sultado de la presión social. En otras palabras, el
nivel de fecundidad está asociado a los cambios
sociales acaecidos en el país en las últimas déca-
das y marca un cambio de norma en lo que se re-
fiere al tamaño deseado de la familia. En el gráfi-
co 2.3 se muestra el descenso ocurrido en la
fecundidad del país en las últimas décadas.

Lo anterior no implica que no se puedan se-
ñalar factores inmediatos que pueden haber con-
tribuido a la baja reciente en la tasa de fecundi-
dad. Entre estos se encuentran el llamado
“decreto de las esterilizaciones”, de 1998, y la
Ley de Paternidad Responsable, del 2001. Sobre
esta última, aunque no se conocen sus efectos di-
rectos sobre el nivel de fecundidad, se sabe que
ha tenido un impacto considerable y probable-
mente lo tendrá aún más en los próximos años.
Así por ejemplo, ya se ha registrado una drástica
reducción en el número de nacimientos inscritos
sin padre conocido, que pasaron de representar
un 30% del total de nacimientos en el 2000, a un
8% en el 2002. 

La tasa de crecimiento de la población oscila
entre 1,6% y 2% anual. Esta diferencia tiene su ori-
gen en la estimación del saldo migratorio. Los tra-
dicionales flujos migratorios netos de población
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cantones costeros de Guanacaste y Puntarenas
son zonas de rechazo (con excepción de Esparza,
Garabito y Parrita). Por su parte, los cantones de
Pérez Zeledón, Turrialba, Siquirres, Limón y Tala-
manca son expulsores de población y las zonas más
importantes de atracción son las partes centrales de
Alajuela y Heredia (Goméz y Madrigal, 2002) 

Además de la mayor complejidad en la aten-
ción de la salud que imponen los cambios en la
dinámica demográfica, quedan en el país algunos
retos importantes en esta materia. En las enfer-
medades de declaración obligatoria, en el 2002
nuevamente aumentó el número de casos de
dengue (Ministerio de Salud, 2003b); los 12.251
casos reportados marcan un incremento de 30%
con respecto al año 2001. Estos se concentraron
en las regiones Pacífico Central, Chorotega,
Central Norte y Huetar Atlántica. Aunque se re-
gistró una disminución en las regiones que ha-
bían tenido un alto número de casos en el 2001
(Chorotega y Huetar Atlántica), ello fue revertido
por el fuerte incremento en las regiones Pacífico
Central y Central Norte. Este aumento implica
que Costa Rica se encuentra entre los países de
América Latina con más altas tasas de incidencia
(PAHO, 2003). Ello llama la atención en vista de
que, en comparación con los países con altas ta-
sas, Costa Rica tiene elevados niveles de educa-
ción y de cobertura de los servicios de salud, a
agua y saneamiento. El combate del dengue re-
quiere la adopción de estrategias ambientales y
de comunicación que incorporen la participa-
ción comunitaria. Si bien algunas medidas como
la fumigación pueden ser necesarias y tener cier-
ta eficacia en el corto plazo, la sostenibilidad en
la prevención y erradicación de esta enfermedad
sólo se podrán lograr cuando se modifiquen las
conductas de la población. 

Pocas novedades en la reforma del sector salud

En el 2002 no hubo novedades en la gestión
de los servicios de salud. Lo nuevo, como era de
esperar en un año de cambio de gobierno, fue el
énfasis en la generación de propuestas. El abor-
daje del avance en el proceso de reforma del sec-
tor salud en este Noveno Informe continúa el se-
guimiento al desempeño de la función de
rectoría sectorial del Ministerio de Salud y al pro-
ceso de modernización de la CCSS.

La inversión pública en salud en términos
reales creció un 4% y en términos per cápita un
2%. Según los datos disponibles del 2001, repre-
sentó el 30% del gasto social, el 20% del gasto
público y el 5% del PIB. Las estimaciones de

proporcionalidad muestran que el gasto en salud
es progresivo y, de hecho, el más progresivo de
todo el gasto social. El 77% del gasto en salud se
ubica en servicios curativos (hospitalización co-
rresponde casi a la mitad del total); el primer ni-
vel de atención representa un 17% y los progra-
mas de nutrición un 2,5%. Aunque sobre una
base deprimida, en el año analizado creció fuer-
temente el gasto en rectoría y se contrajo el dedi-
cado a programas de prevención de drogas y nu-
trición, lo cual es preocupante considerando que
en estas dos áreas se han detectado problemas
importantes que requieren atención, tales como
el aumento en el consumo de drogas ilícitas, par-
ticularmente cocaína y “crack”, cuya tasa general
de consumo pasó de 4% a 5,8% en la última dé-
cada, según el IAFA15, o bien los problemas de
nutrición detectados en niños, niñas y adoles-
centes en edad escolar, según un estudio recien-
te del INCIENSA, que mostró que la cuarta par-
te de los niños y niñas presentó obesidad y tres
de cada diez sobrepeso16.

En cuanto a la cobertura del seguro de salud,
en 2002 el 61,8% de la PEA17 asalariada y un
34,6% de la PEA no asalariada estaban asegura-
dos. Preocupa la disminución que se observa en
los últimos diez años (-17,2 puntos porcentuales)
en la cobertura de los trabajadores no asalariados,
ya que en 1992 alcanzaba el 51,8%. La disminu-
ción se ha acelerado a partir del 2001, año en que
entró en operación el SICERE, y que ha ocasiona-
do una depuración en las bases de datos de la
CCSS, por lo que actualmente se registran en el
sistema únicamente los casos activos. 

El desempeño de la función de rectoría

En el marco de las funciones rectoras del Mi-
nisterio de Salud, en el año 2002 sobresale la
preparación de la Política Nacional de Salud
2002-2006 y el Análisis del Sector Salud, ambos
elaborados mediante un proceso participativo. El
Ministerio presentó además la “Agenda Nacional
Concertada del Sector Salud” que contiene diez
compromisos asumidos por las instituciones del
sector para llevar adelante la política nacional en
este ámbito. El análisis de la situación de salud
identificó los avances y retos en un conjunto am-
plio de temas, entre los cuales destacan los si-
guiente: fortalecer la rectoría, diseñar mecanis-
mos para garantizar el aseguramiento, mejorar la
calidad, equidad y ética en los servicios, fortale-
cer el sistema de vigilancia en salud, definir po-
líticas y regulaciones en la formación del recurso
humano, fomentar la investigación en salud
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concentraron en las funciones de vigilancia de la sa-
lud y regulación. Se efectuó una jornada nacional de
vacunación contra la polio y el sarampión en meno-
res de 5 años y se intensificaron las acciones para la
fortificación de alimentos con yodo, ácido fólico, vi-
taminas A y B y hierro (Ministerio Salud, 2003c)

pública, implementar regulaciones en tecnología
sanitaria, fomentar la participación social, pro-
mover la desconcentración y estimular la rendi-
ción de cuentas (recuadro 2.5).

En lo que concierne a las acciones específicas
realizadas en el año, los esfuerzos del Ministerio se

RECUADRO 2.5

La Política Nacional de Salud es un conjunto de directrices definidas de
manera colectiva y validadas oficialmente, para dirigir, en el período 2002-
2006, a los más diversos actores sociales en la organización y gestión de

sus acciones estratégicas en el campo de la producción social de la salud.
Está organizada por ámbitos y áreas de intervención, tal como se

muestra en el cuadro 2.8:

Por su parte, la Agenda Nacional Concertada del Sector Salud incluye los
siguientes diez compromisos:

■ Fortalecer y mejorar las intervenciones orientadas a fortalecer o mejorar
los logros en mortalidad infantil, mortalidad materna, enfermedades
transmisibles y carencias nutricionales.

■ Promover la construcción de una cultura de salud con énfasis en la
promoción de la salud y estilos de vida saludables.

■ Prevenir y atender las enfermedades no transmisibles y sus factores de
riesgo.

■ Promover y atender la salud mental en forma integral, con énfasis en la
violencia social.

■ Mejorar la equidad, acceso, calidad y ética de los servicios de salud, con
énfasis en la atención primaria.

■ Mejorar la salud ambiental con énfasis en el saneamiento básico y el
manejo integrado del recurso hídrico.

■ Fomentar acciones orientadas a la reducción de vulnerabilidades ante
los desastres.

■ Consolidar la estructura y funcionamiento del sector salud.
■ Modular la inversión, el gasto y el financiamiento en coherencia con las

políticas y las prioridades del sector.
■ Consolidar el Sistema Nacional de la Vigilancia de la Salud.

Fuente: Ministerio de Salud, 2003.

La Política Nacional de Salud y la Agenda Concertada

CUADRO 2.8

Política Nacional de Salud: ámbitos y áreas de intervención. 2002-2006

Ámbito Área de intervención

Fortalecimiento y consolidación Fortalecimiento de las instituciones
del sistema de salud Coordinación intra e intersectorial

Revisión del marco legal
Fortalecimiento de la vigilancia epidemiológica
Investigación y desarrollo tecnológico
Inversión, financiamiento y gasto
Formación de recursos humanos

Equidad, universalidad y acceso Fortalecimiento de la atención primaria
Protección de derechos de grupos prioritarios 
(indígenas, migrantes, personas con discapacidad, adultos mayores)
Atención integral de enfermedades no transmisibles
Atención integral de la salud mental
Violencia social e intrafamiliar
Salud y derechos sexuales reproductivos
Acceso y calidad de los servicios de salud

Recreación y promoción de la salud Políticas públicas saludables
Participación social
Fomento de estilos de vida saludables
Seguridad alimentaria y nutricional

Salud ambiental y desastres Salud ambiental (manejo de desechos, agua, contaminación, saneamiento)
Desastres (prevención, mitigación, preparación, respuesta y rehabilitación)
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En cuanto a regulación y acreditación de en-
tidades de salud, la autoridad sanitaria dio segui-
miento a la evaluación que se realiza a los hospi-
tales en el proceso de acreditación, ejercicio que
arrojó como resultado que, en promedio, los pú-
blicos cumplen el 61% de los estándares de ma-
yor riesgo (los nacionales el 77%, los regionales
el 63% y los periféricos el 54%) y los privados el
72%. El acumulado de establecimientos habilita-
dos ascendió a 1.169 en el 2002. Además se eva-
luaron 283 EBAIS, donde se observaron diferen-
cias importantes de cobertura por región. En
promedio hubo un leve aumento en el cumpli-
miento de los estándares, aunque los temas de
recursos humanos y de promoción y participa-
ción siguen siendo críticos.

Finalmente cabe señalar que fueron aprobados
numerosos instrumentos normativos, en temas co-
mo emisión de contaminantes atmosféricos, ges-
tión de desechos infecto-contagiosos, manejo de
combustibles alternos, acreditación y habilitación
de establecimientos, control de alimentos y dere-
chos de los usuarios (Ministerio de Salud, 2003c).

Resultados del modelo de 
prestación de servicios de salud

La prestación directa de servicios de salud a la
población, que corresponde desde el inicio de la re-
forma a la CCSS, mostró avances en la asignación
de recursos al primer nivel de atención y en las co-
berturas con calidad de los programas de atención
integral, no así en el proceso de desconcentración.
En cuanto a asignación de recursos, destaca la ten-
dencia de aumento que ha venido registrando la
participación del primer nivel en el gasto, que en el
año 2002 alcanzó el 27% del presupuesto total en
efectivo de la CCSS, en programas curativos y pre-
ventivos. Aunque esta cifra ha venido incrementán-
dose desde que se iniciaron los compromisos de
gestión, sigue siendo baja en comparación con el
gasto en hospitales. Respecto a las coberturas de los
programas de atención integral, se documentó una
reducción de las brechas entre las coberturas tota-
les y las coberturas con calidad. Sin embargo las
brechas persisten en magnitudes preocupantes: en
promedio, al corregir la cobertura por el cumpli-
miento de estándares de calidad, las cifras se redu-
cen en un 50% en perjuicio de la calidad.

En los últimos cinco años se han realizado
evaluaciones periódicas de los compromisos de
gestión suscritos, a través de las cuales la CCSS
puede medir un conjunto amplio de factores de
producción y gestión en los centros de salud
contratados. Dado que se han efectuado

cambios, tanto en la cobertura de los proveedo-
res de servicios evaluados, como en los indicado-
res pactados, no es posible hacer un análisis mi-
nucioso para los cinco años. En este apartado se
sintetizan algunas conclusiones de la evaluación
correspondiente al 2002, en comparación con lo
reportado para el año anterior (CCSS, 2003b).
En el año en estudio, la Dirección de Compra de
Servicios de Salud evaluó 133 centros de salud,
29 hospitales y 104 áreas de salud. En general,
los resultados muestran un leve crecimiento en la
producción de los hospitales (1,6% medido por
unidad de producción hospitalaria, UPH) y en la
cobertura de los principales programas preventi-
vos y curativos de atención integral en el primer
nivel de atención (de 53% a 55%), así como una
reducción de la brecha entre las coberturas tota-
les logradas y aquellas con calidad como ya se
mencionó (CCSS, 2003b).

En el primer nivel de atención mejoraron las
coberturas totales de los programas de atención
de niños menores de 1 año y de 1 a 6 años, así
como las de pacientes crónicos (hipertensos y
diabéticos). En el primer caso las coberturas son
de las más altas entre todos los programas (87%),
pero en pacientes crónicos la base es más bien
modesta (64% para diabéticos y 72% para hiper-
tensos). En términos de cumplimiento de están-
dares de calidad, si bien mejoraron las coberturas
entre el 2001 y el 2002, las brechas respecto a las
coberturas totales persisten en magnitudes preo-
cupantes; por ejemplo, para atención de adultos
con diabetes la cobertura con calidad es del 30%
(11 puntos porcentuales más que en el 2001), y
para hipertensos es de 43% (16 puntos porcen-
tuales más que en el 2001) (CCSS, 2003b).

Al analizar la distribución de las coberturas
por áreas de salud se encuentran problemas de
equidad que es preciso señalar. Por un lado, al
ajustarlas por el cumplimiento de criterios de ca-
lidad, en promedio para el año 2002 las cobertu-
ras de cuatro programas de atención integral
(prenatales, menores de un año, diabéticos e hi-
pertensos) decayeron en un 48%, es decir, que
de las personas que reciben servicios en esos
programas sólo la mitad es atendida según los
criterios de calidad negociados con el comprador.
El programa de atención prenatal muestra la ma-
yor reducción (58,4%), seguido por el de atención
a las personas diabéticas (57,7%). Por otro lado,
estas diferencias en la atención con calidad no se
distribuyen de manera uniforme en el territorio. Al
agrupar las áreas de salud en quintiles, según las
coberturas con calidad logradas, resulta que en el
20% de las áreas de salud que alcanzaron mejor



cobertura con calidad, la población tiene hasta
nueve veces mayor probabilidad de ser atendida
con calidad, que en el 20% de áreas de menores
coberturas. Así, la relación entre el quinto y el pri-
mer quintil es de 8,68 para el programa de aten-
ción de diabéticos, 8,53 para control prenatal, 3,88
para adultos hipertensos y 2 para niños y niñas
menores de un año18.

En el ámbito de la producción hospitalaria
(UPH) cabe destacar un aumento en los servicios
de consulta externa (9%) y una disminución en
el servicio de urgencias (4%). Estos hechos, que
deberán confirmarse con resultados de años
venideros, podrían estar reflejando un esfuerzo
institucional por mejorar la administración de la
atención ambulatoria y las oportunidades de acce-
so de los usuarios a los servicios especializados.

Respecto a la calidad de los servicios en el ter-
cer nivel de atención, dos de los indicadores de de-
sempeño más utilizados son los índices de infeccio-
nes y de mortalidad intrahospitalaria. En el primer
caso, el promedio en el 2002 para los hospitales na-
cionales fue de 1,6%. Aquí no puede dejar de men-
cionarse, sin embargo, la deficiencia en los registros
hospitalarios sobre este tema. Por su parte, la mor-
talidad hospitalaria se ha mantenido estable en los
últimos tres años, en alrededor de un 2,1%.

En cuanto a la gestión de la actividad de los
hospitales, si bien el índice operatorio promedio
es alto (73,3%), preocupa que, del total de pa-
cientes que ingresan para ser operados por la vía
de la consulta externa, sólo el 75,6% se somete
efectivamente a la cirugía, lo que puede reflejar
problemas en la programación de las interven-
ciones, deficiencias en los diagnósticos de refe-
rencia, fallas en los suministros de materiales o
en la calidad de los equipos, entre otros.

Otro indicador relevante de la calidad de la
gestión de los hospitales es el de los tiempos de es-
pera para consulta externa. Además del número de
especialidades con más de 90 días de espera, preo-
cupan las variaciones entre hospitales, hecho que
parece indicar que la complejidad de la especiali-
dad no está relacionada con el problema en cues-
tión. Así por ejemplo, mientras en el hospital San
Juan de Dios la especialidad en consulta externa
con mayor tiempo de espera es Vascular Periférico
(240 días), en el hospital México es Oftalmología
(290 días) y en el hospital Calderón Guardia, Or-
topedia (140 días). En los hospitales regionales y
periféricos también se registran diferencias nota-
bles. Además una importante cantidad de procedi-
mientos diagnósticos en consulta externa tiene en
promedio 6 meses de espera (gastroscopía, ecocar-
diograma, prueba de esfuerzo, ultrasonido gineco-
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lógico, coloscopía y audiometría). Cabe mencionar
que la CCSS tiene dificultades para registrar ade-
cuadamente la magnitud del problema de las listas
de espera, no sólo en cuanto a tiempos promedio
para atención, sino en el número de usuarios que
conforman estas listas. Por ejemplo, en el 2002 la
Unidad Técnica de Listas de Espera (UTLE) reportó
un total de 29.912 pacientes en lista de espera de
acceso a una cirugía electiva o algún procedimiento
ambulatorio, lo que significa una reducción del
36,9% con respecto al año anterior, en tanto que la
SUGESS, para el mismo año, identificó 84.999
pacientes en espera de alguno de esos
procedimientos, lo que implica un aumento del
83,5% con respecto al año 2000 (SUGESS, 2003).

Otro tema importante en el proceso de mo-
dernización es la desconcentración de centros de
salud19, que no avanzó en el 2002, pues se man-
tuvieron los 34 que funcionaban bajo esta moda-
lidad en el 2001. Sin embargo, estos centros des-
concentrados, en conjunto, consumieron el 62%
del gasto total de hospitales y áreas de salud en
el año de estudio. Esta cifra asciende el 77% en
el caso de los hospitales. En general, los estable-
cimientos desconcentrados tienen, desde antes
de efectuarse este proceso, las mejores cobertu-
ras totales y con calidad que estima la evaluación
de los compromisos de gestión. El informe de
evaluación del 2002 señala que, al analizar los
resultados de las áreas desconcentradas en cuan-
to a presupuesto, materiales y suministros y re-
cursos humanos, estos son “bastantes pobres,
con calificaciones promedio ligeramente por en-
cima del 60%, tanto para áreas de salud como
para hospitales” (CCSS, 2003b).

Resultados que apuntan en la misma direc-
ción se desprenden de una encuesta de opinión
que realizó la SUGESS a finales del año 200220,
para conocer la percepción de los cuadros direc-
tivos de los establecimientos de salud descon-
centrados sobre los avances del proceso y sus li-
mitaciones. En relación con los objetivos que
señala la Ley de Desconcentración de los Hospi-
tales Nacionales de la CCSS, la encuesta reflejó
que los avances son modestos, especialmente en
las áreas de gestión de presupuesto y de recursos
humanos (el 60% de este grupo de funcionarios
consideró que la desconcentración ha facilitado
su gestión, mientras que en las jefaturas el por-
centaje es inferior, entre un 45% y un 49%).

Un cuarto aspecto que merece atención en el
contexto de la prestación de servicios de salud es
la compra de servicios a terceros, que se incre-
mentó a una tasa promedio real de 13,9% entre el
2000 y el 2002, aunque en proporción al



sirvan de apoyo a la toma de decisiones y la ren-
dición de cuentas, e insuficiencias en los siste-
mas de control interno. Cabe aclarar que aquí no
se pretende argumentar a favor o en contra del
mecanismo de compra de servicios a terceros, si-
no documentar la insuficiencia de mecanismos
de control que garanticen la correcta utilización
de los fondos públicos y la seguridad de los pa-
cientes21, bajo esta modalidad de prestación de
servicios. Entre los ejemplos de problemas de
control interno también existen otros relaciona-
dos con la contratación administrativa y la falta
de planificación de las actividades mencionadas,
que igualmente redundan en mala utilización de
los fondos públicos. En algunos casos en que la
CGR validó la necesidad de recurrir a la compra
de servicios, no encontró problemas de transpa-
rencia en la utilización de recursos, pero sí seña-
ló deficiencias en la capacidad de ejecución de
los fondos (cuadro 2.9).

presupuesto total representa un monto bajo (2,9%
del presupuesto total del seguro de salud en el
2002). El gasto en este rubro ascendió a 10.050
millones de colones (CCSS, 2003a) en el 2002, un
21% más que el año anterior. Diversos estudios
internos (Auditoría Interna, Informe AO-187-
2002) y externos (CGR, 2002 y 2003), han expre-
sado preocupación por la falta de mecanismos de
control eficientes, tanto de los recursos públicos
utilizados bajo esta modalidad, como de la calidad
de los servicios prestados a los pacientes. Además
de las preocupaciones institucionales, estos temas
han suscitado una amplia cobertura en medios de
comunicación y el estudio en una comisión espe-
cial de investigación de la Asamblea Legislativa.

Las principales debilidades detectadas se pue-
den resumir en tres aspectos: poca claridad en la
normativa legal que sustenta las contrataciones y
discrecionalidad administrativa en su interpreta-
ción; escasez de sistemas de información que
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CUADRO 2.9

Dos estudios de caso sobre los mecanismos de control en la compra de 
servicios externos de la CCSS. 2002

Ejemplo Debilidades

Normativa Sistemas de información Control interno
Prestación de servicios profe-
sionales oftalmológicos y op-
tométricos

Ausencia de un instructivo formal
o de un reglamento, debidamente
aprobado por las autoridades su-
periores de la CCSS, que detalle, al
menos, los roles, procedimientos,
tareas, formularios y sistemas de
información respectivos.

Insuficiencia en la información de
las operaciones y resultados del
programa: falta de certeza sobre
la real prestación de los servicios
contratados, debido a la falta de
adecuados y elementales meca-
nismos de control.

Autorización y pago sin contar
con mecanismos eficaces para
verificar la prestación de los ser-
vicios.
Pagos irregulares por servicios
prestados, a personas cuyo nú-
mero de cédula corresponde a
otras personas.
Detección de omisiones en el sis-
tema de registro de información
presupuestaria.

Tratamientos de radioterapia
con acelerador lineal y bra-
quiterapia

El mecanismo de “ayudas econó-
micas a pacientes”, que es válido
en aquellos casos especiales y
particulares en que la legislación
existente lo permite, se utilizó co-
mo una práctica permanente y
continua.
La situación fue irregular porque:
los asegurados no podían elegir
entre proveedores, no existía tari-
fa de asistencia médica y el mon-
to de ayuda económica cubría to-
do el precio total del servicio.

El paciente no tuvo a su alcance
ningún mecanismo para seleccio-
nar el centro médico adecuado,
ni para saber si el servicio se
prestaba en las mejores condicio-
nes de seguridad y eficiencia, y
por último, no contó con ningún
medio que le garantizara que el
tratamiento se había sujetado a
los normas establecidas para es-
te tipo de procedimientos.

Debilidades en materia de autori-
zación de pagos, control de cali-
dad de servicios prestados, siste-
mas de información y manejo
presupuestario.

Fuente: CGR, 2002.
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Indicadores de calidad 
percibida de los servicios de salud

La amplia cobertura y los buenos resultados
que el país ha logrado obtener en materia de ser-
vicios de salud han hecho que la valoración de
estos no se centre tanto en los procesos de aten-
ción y sus resultados, sino en la satisfacción de los
usuarios y la calidad que ellos perciben de los ser-
vicios que les son ofrecidos. La concepción de ca-
lidad resulta de la comparación que realizan los
usuarios entre las expectativas sobre el servicio que

van a recibir y las percepciones de la actuación
de las organizaciones prestadoras del servicio22.
El cuadro 2.10 resume algunos instrumentos uti-
lizados para captar esas percepciones. 

Acceso al conocimiento 

En esta edición del Informe el acceso a la educa-
ción se analiza tomando en cuenta la cobertura del
sistema educativo en los diferentes niveles, los indica-
dores de eficiencia, las brechas entre distintos sectores
institucionales y la inversión pública en esta materia.

CUADRO 2.10

Instrumentos internos y externos para la medición de la calidad 
de los servicios de salud. 2002

Instrumentos Descripción Valoración

Internos

Externos

Encuestas de satisfacción
de usuarios

La encuesta se aplica una vez que
el usuario ha recibido la atención
médica. Se efectúa tanto en esta-
blecimientos hospitalarios como
en los de atención primaria.

Según la encuesta de satisfacción en consulta externa de agosto del 2001,
hay diferencias importantes por regiones de salud en la satisfacción con res-
pecto a la atención recibida. Mientras en la región Central Sur y en la Hue-
tar Norte el 100% y el 91%, en cada caso, están satisfechos, en la región
Chorotega y en la Huetar Atlántica solamente lo están un 65% y un 66%,
respectivamente.

Indice de calidez humana Indicador que procura monitorear
el trato y la calidez con que fue
atendido el usuario durante la
prestación de servicios de salud.
La percepción proviene de la en-
cuesta de satisfacción aplicada a
una muestra de usuarios23.

La encuesta más reciente se efectuó en octubre del 2002. Los resultados del
índice muestran elevados niveles de satisfacción: en promedio todas las ca-
lificaciones superan el 82%, lo que se considera satisfactorio. La atención
primaria resulta mejor calificada (91,4%) que las de segundo y tercer nivel
(alrededor del 86%). En este último destaca la buena calificación de los hos-
pitales especializados (90%).

Contralorías de servicios Reporte del perfil de quejas
atendidas en las contralorías de
servicios24.

Los servicios de atención directa de personas (hospitalización, consulta ex-
terna, urgencias, odontología, atención primaria y enfermería) son los que
generan la mayor cantidad de quejas (63,4% en 2002). Los principales mo-
tivos de insatisfacción de los usuarios son “inadecuado trato del personal”
y “acceso a citas y tiempos de espera”. En el 2002 estas categorías repre-
sentaron un 63,9%.

Defensoría de los Habi-
tantes

Reporte del perfil de quejas en el
campo de la salud25 atendidas por
la Defensoría.

Las quejas en el campo de la salud representan el 22,2% del total de expe-
dientes abiertos entre mayo del 2002 y abril del 2003. De las 670 denun-
cias recibidas, las prestadoras de los servicios de salud (áreas de salud, clí-
nicas, hospitales y la CCSS) sumaron el 48,8% y el Ministerio de Salud el
51,0%. Entre los derechos vulnerados, un 77% de las denuncias tiene que
ver con la “denegación, deficiencia o mal trato en la prestación del servicio
de salud”.

Fuente: Alfaro, 2003.



primaria sigue mostrando una cobertura alta, ma-
yor al 100%. En el primer ciclo las tasas son de
110,3% (bruta) y 100,3% (neta). No obstante,
conforme se avanza en los ciclos educativos la co-
bertura disminuye. Para el segundo ciclo, la cober-
tura fue del 88,8% (tasa neta de escolaridad) en el
2002. Particularmente crítica, es la disminución de
la cobertura al pasar del segundo al tercer ciclo, y
entre el tercero y cuarto ciclos (cuadro 2.11). 

Por su parte, la tasa neta de escolaridad para se-
cundaria en el 2002 fue de 58,7%: 64,9% para el
tercer ciclo y 36,0% para el cuarto. Pese a su valor,
estas cifras denotan un esfuerzo por aumentar la
cobertura en secundaria, especialmente a partir de
1995, cuando las tasas correspondían a 56,7% en
el tercer ciclo y 30,5% en el cuarto. Dado que las
mayores deficiencias del sistema educativo nacio-
nal se observan en secundaria, no se ha logrado
una cobertura universal de la educación general
básica (hasta tercer año de colegio), pues en el
2002 la tasa neta alcanzó a cerca del 90% de la po-
blación correspondiente.

Cuando se consideran las modalidades alter-
nativas que brindan diversas instancias para que
jóvenes que salen del sistema formal concluyan
la enseñanza básica y el ciclo diversificado,

La principal conclusión es que en el sistema educati-
vo persisten rezagos importantes que afectan las
oportunidades de desarrollo humano de las personas.

Continúan avances en la cobertura del 
sistema formal, pero ésta tiende a disminuir 
conforme se avanza en los ciclos educativos

La capacidad de cobertura del sistema educati-
vo formal para lograr que la población costarricen-
se alcance como mínimo la educación general bá-
sica (eficiencia) y, en especial, que dicha cobertura
abarque a la población en edad para cursar los ni-
veles correspondientes sin rezagos significativos
(eficacia), ha sido tradicionalmente valorada a tra-
vés de los indicadores de tasa bruta de escolaridad
y tasa neta de escolaridad, respectivamente. En el
2002 estas tasas fueron revisadas por el MEP, gra-
cias a la disponibilidad de las nuevas estimaciones
derivadas del Censo de Población del 200026.

Las cifras oficiales evidencian logros significati-
vos en la educación preescolar, tanto en el nivel in-
teractivo II (población de 4,5 a 5,5 años) como en
el de transición (población de 5,5 a 6,5 años), en
los que las tasas netas de cobertura alcanzaron
26,1% y el 86,9% respectivamente. La educación
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CUADRO 2.11

Tasas brutas y netas de escolaridada/ por año, según nivel y ciclo. 1995-2002
(porcentajes)

Nivel y ciclo Tasa bruta de escolaridad Tasa neta de escolaridad
cursado 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

Interactivo II 5,1 5,2 5,5 5,6 5,9 6,9 19,8 26,4 4,8 5,1 3,9 5,5 5,8 6,6 19,8 26,1
Transición 69,5 71,5 76,2 81,2 83,6 82,4 87,5 87,8 68,8 70,9 75,7 80,5 82,9 81,6 86,9 86,9

I - IV ciclos 85,1 84,2 84,3 84,0 84,2 85,4 85,8 86,8 79,3 79,3 78,7 78,3 78,4 79,6 80,0 80,6
Educación 
general básica 93,2 92,5 92,5 92,5 92,8 93,8 94,1 95,6 86,3 86,7 85,9 85,7 85,7 86,5 86,8 87,7

Primaria 104,8 104,4 103,5 103,7 104,8 105,3 105,0 104,9 99,8 100,5 98,7 98,5 99,0 99,4 99,2 99,2
I ciclo 113,3 114,6 113,9 113,2 113,2 112,4 111,3 110,3 101,4 103,7 101,6 101,6 101,8 101,7 100,7 100,3
II ciclo 95,7 94,0 93,1 94,2 96,5 98,4 98,9 99,6 85,8 86,5 83,8 84,1 85,4 87,2 88,0 88,8

Secundaria 58,2 56,8 58,4 58,2 58,2 60,9 62,6 65,6 51,4 50,7 51,7 51,9 52,4 55,3 56,7 58,7
III ciclo 67,5 65,9 68,0 68,6 68,2 70,9 72,6 77,2 56,7 56,0 57,6 58,5 58,6 60,9 62,1 64,9
IV ciclo 43,4 42,5 43,5 41,9 41,9 44,4 47,1 48,4 30,5 30,8 31,7 30,1 30,7 33,6 36,4 36,0

a/ Contempla dependencias públicas, privadas y privadas subvencionadas.

Fuente: Departamento de Estadísticas, MEP.
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denominadas “educación abierta”27, las cifras tra-
dicionales de tasa bruta y neta de escolaridad su-
fren modificaciones importantes para el nivel de
secundaria, donde la tasa bruta pasa de 65,6% a
75,4%, y la tasa neta de 58,7% a 63,5% en el
2002. Sin embargo, debido a lo reciente de los
programas, no se cuenta con información suple-
mentaria que permita valorar el cumplimiento de
sus objetivos, tales como cifras de deserción, ren-
dimiento y repetición.

Los indicadores tradicionales de cobertura
pueden complementarse con otros indicadores
de eficiencia y eficacia del sistema como la tasa
específica de escolaridad por edades y la tasa de
idoneidad. La primera refleja el porcentaje de
población de una edad determinada que se en-
cuentra matriculada, respecto a la población to-
tal de esa edad, sin importar el ciclo o nivel cur-
sado, constituyéndose así en un indicador de
eficiencia del sistema para cubrir a la población
de interés. Por su parte, la tasa de idoneidad in-
dica el porcentaje de población matriculada con
la edad oficial para estar en un grado, ciclo o
nivel determinado, respecto a la población total
de esa edad. A diferencia de la tasa neta, la de
idoneidad se considera un mejor indicador de la
eficiencia del sistema para cubrir a la población
en el grado que le corresponde según su edad28.

Los principales hallazgos que estos indicado-
res permiten observar son los siguientes:

■ Con base en las tasas específicas, la cobertura es
alta para las edades de 7 a 12 años (95,9% en el
2002), lo cual es consistente con las cifras de los
indicadores tradicionales; no obstante, la cober-
tura muestra mayores deficiencias en las y los
adolescentes de 16 y 17 años (cuadro 2.12). 

■ A pesar de los esfuerzos de cobertura que se
reflejan también en la tasa de idoneidad, no se
ha logrado que la población en edad para cur-
sar la educación general básica (7 a 15 años) se
mantenga en este nivel; la tasa de idoneidad
correspondiente apenas cubrió al 73,3% en el
2002 (cuadro 2.13).

En cuanto a la cobertura de la educación uni-
versitaria, el país no cuenta con información de
la matrícula en las universidades privadas, sólo
de las estatales, a través de las estadísticas que
periódicamente genera el CONARE. Una forma
de estimar la cobertura es mediante encuestas de
hogares y el reciente censo poblacional. Al con-
siderar la población de 18 a 24 años de edad que
manifiesta asistir a instituciones de educación
parauniversitaria o universitaria, se estima que la

CUADRO 2.12

Tasas específicas de escolaridada/ por año, 
según grupos de edad. 1995-2002

(porcentajes)

Grupos de edadesb/ 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002
7 a 17 77,1 76,2 76,1 74,5 76,5 77,3 77,9 79,0
7 a 15 84,9 84,2 84,2 83,4 84,3 85,4 85,9 87,2
7 a 12 94,6 94,9 93,9 94,1 94,3 94,4 95,0 95,9
7 a 9 96,4 99,7 95,3 96,6 97,1 96,9 96,7 97,6
10 a 12 92,8 90,0 92,5 91,6 91,5 92,0 93,4 94,3
13 a 17 53,3 50,9 52,2 48,8 54,2 56,3 57,2 59,0
13 a 15 63,5 60,6 62,5 60,6 63,9 67,4 68,0 69,9
16 y 17c/ 36,8 35,7 36,3 30,4 38,2 38,2 40,3 42,7
a/ Contempla dependencias públicas, privadas y privadas subvencionadas. A diferencia del MEP, se utiliza la matrícula por edad correspondiente; por

esta razón no coinciden en su totalidad con los cálculos de dicha institución.

b/ La agrupación por edades corresponde a las edades idóneas de los niveles y ciclos: 7 a 17 años en los niveles primario y secundario, 7 a 15 años

en educación general básica, 7 a 12 años en primaria, 7 a 9 años en el primer ciclo, 10 a 12 años en el segundo ciclo, 13 a 17 años en secundaria,

13 a 15 años en el tercer ciclo y 16 a 17 años en el cuarto ciclo.

c/ No contempla la matrícula de estas edades en educación superior, por lo que se estima que las cifras podrían ser superiores en 1 y 1,5 puntos

porcentuales.

Fuente: Ramos y Mora, 2003, a partir de MEP, 2002b.



parte de los hogares y, en caso de deficiencias en
la calidad, esa inversión puede no compensarse
en términos de la movilidad social que histórica-
mente ha otorgado la educación superior. Res-
pecto a esto último, un dato que llama la aten-
ción en las universidades estatales es el aumento
del porcentaje de estudiantes que provienen de
hogares en los que el padre y la madre cuentan
con escolaridad universitaria, contrario a lo que
ocurría en década pasadas, cuando un porcenta-
je significativo de estudiantes procedía de hoga-
res cuyo padres tenían grados de escolaridad me-
nor, lo que convertía a las entidades de
educación superior en un importante mecanis-
mo de movilidad social (gráfico 2.4). 

Deserción, bajo rendimiento y 
alta repitencia, especialmente en secundaria

Pese al esfuerzo de cobertura, el sistema edu-
cativo enfrenta problemas que se reflejan en las
tasas de desescolarización y repitencia (ya sea
por abandono escolar o por exclusión del siste-
ma), especialmente en el nivel de la secundaria
(cuadro 2.14)

En primaria, el porcentaje de deserción intra-
anual en los últimos ocho años ha sufrido oscila-
ciones de entre el 4% y el 5%. Estos valores son
significativamente inferiores a los observados en
secundaria, pues en este nivel el porcentaje de
deserción intra-anual en la mayoría de los años
considerados ha sido tres veces mayor. No obs-
tante, debe resaltarse la disminución del indica-
dor entre 1995 y el 2002, en secundaria en
general. Los centros académicos diurnos, los de

cobertura29 en el año 2000 se duplicó con res-
pecto a 1985. Datos recientes muestran que ac-
tualmente cerca de un 3% de la población en esa
edad está estudiando en un establecimiento pa-
rauniversitario y un 26% en uno universitario.

Este aumento en la cobertura está asociado a
la acelerada expansión de las universidades pri-
vadas, sobre todo en el período 1994-2000. En
1990 funcionaban 8 universidades privadas; pa-
ra 1995 estas habían aumentado a 24 y a 50 en
el año 2000. Esto puede haber provocado un
crecimiento en la matrícula total30, considerando
el hecho de que las universidades estatales cuen-
tan con un nivel de escala de atención de matrí-
cula limitado, por su condición de entidades pú-
blicas sujetas a restricciones presupuestarias, y
tomando en cuenta que, para el 2002, el porcen-
taje de diplomas otorgados por universidades
privadas fue del 60%, en comparación con
22,4% en 1990. 

El auge del sistema privado universitario no
ha sido acompañado con un marco de regulación
y vigilancia de la calidad académica. Ante el rá-
pido crecimiento de la matrícula y la oferta de
profesionales universitarios, se hace necesario
consolidar mecanismos que aseguren la calidad
académica de los programas que brindan las ins-
tituciones de educación superior: Existen cerca
de 1.700 opciones de programas académicos que
brindan las 54 universidades privadas y estatales,
y tan sólo 9 han podido ser acreditadas por me-
dio del Sistema Nacional de Acreditación de la
Educación Superior (SINAES). 

La expansión debe ser continuamente evaluada,
porque representa también una fuerte inversión por
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CUADRO 2.13

Tasas de idoneidad por años, según nivel y ciclo cursadoa/. 1995-2002
(porcentajes)

Nivel y ciclo cursado 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002
Total primaria 82,5 84,7 81,2 80,9 82,6 84,2 84,2 84,4
I ciclo 90,2 93,8 91,5 90,5 92,3 93,3 92,5 92,0
II ciclo 74,2 75,5 70,8 71,4 72,9 75,3 76,2 77,0

Total secundaria 37,6 37,2 38,2 38,8 39,1 41,5 42,6 43,1
III ciclo 44,7 44,0 45,6 47,2 47,0 48,9 49,6 51,3
IV ciclo (educación diversificada) 26,1 26,4 26,7 25,7 26,1 29,3 31,6 31,1

Educación general básica 70,7 72,1 70,1 70,2 70,9 72,4 72,6 73,3

a/ Contempla dependencias públicas, privadas y privadas subvencionadas.

Fuente: Mora y Ramos, 2003, a partir de MEP, 2002b.
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mayor peso en este nivel educativo, también
muestran una tendencia hacia valores más bajos
y aunque este es un logro importante, el porcen-
taje del 2002 (10,5%) es similar a la cifra de de-
serción de 1990 (10,3%).

El abandono escolar en la población adoles-
cente, sobre todo en edades de 13 a 16 años, se
produce por diversos factores, tanto propios del
estudiante -económicos, familiares, sociales-
como del sistema educativo. Estudios realizados
por el Departamento de Investigación Educativa
del MEP con estudiantes expulsados del sistema,
han permitido identificar algunos de ellos: cerca
del 43% de quienes abandonan el sistema esco-
lar trabaja y desempeña puestos variados, de ba-
ja remuneración y poca estabilidad y pertenece a
hogares con bajo nivel de escolaridad de los pa-
dres. En cuanto a factores del sistema educativo
se señalan: inadecuada estructuración de los pla-
nes curriculares por grados y niveles, desigual
carga académica por materia, falta de capacita-
ción de los docentes, poca disponibilidad de ma-
teriales y recursos didácticos en el aula, escasa

asesoría a los estudiantes, falta de talleres,
laboratorios y bibliotecas, ausentismo de los do-
centes y desconocimiento de técnicas de estudio
y metodologías de trabajo en el aula (MEP,
2002a).

En cuanto a la repitencia, en el 2002 se logró
una reducción del 0,8% respecto al año anterior en
primaria, donde ese indicador registró un 7,6%.
Este valor es especialmente relevante si se conside-
ra el costo de esa repitencia, el cual se estima que
representa cerca de un 6,8% del presupuesto total
de primaria para el 2002 (Rolla et al, 2003)31. El
mayor porcentaje de repitencia se dio en el primer
grado, donde alcanzó un 14% en el año estudiado. 

Si bien es cierto que las causas de repitencia
en primer grado pueden ser de diversa índole y
complejidad (de tipo familiar, escolar y docente,
entre otros), el avance de una investigación en
curso indica que, de los casos analizados, “los re-
pitentes alcanzaron puntuaciones significativa-
mente más bajas en todas las destrezas de lectu-
ra en comparación con los que no repiten. Esto
señala una estrecha relación entre las dificultades
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Tanto en primaria como en secundaria el menor
porcentaje de aprobación corresponde a Mate-
máticas, 93,4% y 75,1%, respectivamente32. En
secundaria, las otras materias que presentan me-
nores niveles de aprobación en las pruebas de
bachillerato son Física, Biología e Inglés, lo que
denota dificultades en el campo científico y en
lengua extranjera, áreas valoradas como esencia-
les en la formación para el mundo del trabajo
(Mora y Ramos, 2003).

Otro modo de medir el rendimiento del siste-
ma educativo es a través del seguimiento de co-
hortes, que requiere información de períodos re-
lativamente largos. Con este análisis se pueden
determinar aspectos como el promedio de años
de graduación en el tiempo óptimo o más allá del
óptimo, la incidencia de la repetición y la deser-
ción sobre la eficiencia del sistema y el grado
promedio de escolaridad que alcanza la pobla-
ción desescolarizada, entre otros. Esto permite
analizar cada ciclo, pero también mantener una
visión de conjunto de todo el sistema educativo.
Tomando la información disponible de las co-
hortes de 1987 a 1999, se obtienen hallazgos im-
portantes:

■ Existen notables diferencias en la eficiencia del
sistema entre los niveles primario y secunda-
rio. Por ejemplo, en la cohorte de 1999 el por-
centaje de estudiantes que terminaron en
tiempo óptimo33 fue de 49,3% en primaria y
32,5% en secundaria (cuadro 2.15). 

en la lectura y la repitencia en primer grado”
(Rolla et al, 2003). Este es un hallazgo interesan-
te, que plantea al esfuerzo de cobertura en prees-
colar, la tarea de revisar y diseñar políticas para
el desarrollo de las destrezas de lectura en los ni-
ños y niñas, a fin de prevenir este problema en
primaria, lo cual requiere consolidar y fortalecer
la articulación entre ambos niveles educativos.

En el 2002 el porcentaje de repitentes en secun-
daria fue de 10,2%, valor superior al del año ante-
rior (9,2%) y con una distancia importante respecto
al obtenido en primaria. Los mayores porcentajes en
secundaria se observan en sétimo y décimo año, lo
que evidencia la vulnerabilidad del sistema en el pa-
so de un ciclo educativo a otro. Entre las direcciones
regionales del MEP, un estudio revela que Desampa-
rados, Limón y Puntarenas son las que muestran
mayores problemas asociados a repitencia y deser-
ción en secundaria (Mora y Ramos, 2003).

La aprobación también es menos favorable en
secundaria. En el 2002, de un total de 512.609
alumnos de primero y segundo ciclos, el 85%
aprobó, un 9% fue aplazado y un 6% reprobó, en
tanto que en secundaria, de 222.403 estudiantes,
el 54,6% aprobó, un 33% resultó aplazado y un
12,4% reprobó. El rendimiento diferenciado por
niveles también se visualiza en la aprobación de
las pruebas que se presentan en el último año del
ciclo, es decir, sexto grado en primaria, noveno
año (fin de tercer ciclo) y bachillerato. En el
2002 la aprobación general de sexto grado fue de
96,8%, mientras en undécimo fue de 90,4%.
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CUADRO 2.14

Porcentaje de deserción intra-anual en educación regulara/

por año, según nivel educativo. 1995-2002

Nivel educativo 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002
Educación primaria 5,0 4,5 4,5 4,9 4,4 4,1 4,5 4,0

I ciclo 5,7 5,1 5,1 5,4 5,0 4,5 5,0 4,2
II ciclo 4,2 3,8 4,3 3,6 3,6 3,6 4,0 3,7

Escuelas nocturnas 24,5 24,4 31,9 20,2 30,1 23,8 34,0 32,9

Educación secundaria 16,1 13,7 13,7 13,7 11,3 11,9 12,4 12,0
Académica diurna 12,3 11,1 10,6 10,5 9,1 10,1 11,2 10,5
Técnica diurna 14,1 10,9 11,5 12,2 9,9 10,5 11,5 12,0
Académica nocturna 37,6 32,5 36,2 37,1 31,2 28,8 23,6 23,2
Técnica nocturna 22,3 19,2 25,6 22,3 18,1 12,4 21,1 14,4

a/ Contempla dependencias públicas, privadas y privadas subvencionadas.

Fuente: Ramos y Mora, 2003, a partir de MEP.



■ El tiempo promedio para que un estudiante se
gradúe fue un 26,8% más alto de lo estipulado
en primaria, 65,2% superior en secundaria
académica y un 39% mayor en secundaria téc-
nica, para las cohortes de 1999.

■ El nivel de graduación en secundaria, en la co-
horte de 1999, fue de 63,4%. En ese mismo año
otros sistemas educativos, como los de los países
de la OCDE, en promedio, alcanzaron el 79%.

■ La cohorte con el mayor promedio de tiempo
de graduación fue la de 1993 en primaria y la
de 1995 en secundaria, tanto técnica como
académica. En secundaria esto representó cer-
ca del doble del tiempo óptimo.

■ Tanto en primaria como en secundaria, las
cohortes más recientes presentan mejores
rendimientos en contraste con las más

antiguas, lo cual evidencia resultados positivos
en los esfuerzos del sistema por retener a la
población y disminuir la repitencia. No
obstante, debe considerarse que, entre 1991 y
1995, las cohortes en secundaria tuvieron un
pobre desempeño respecto a las anteriores.

■ La eficiencia del sistema en secundaria técnica
es mayor que la eficiencia de la secundaria aca-
démica 

Por otra parte, de acuerdo con las estadísticas
del MEP correspondientes a las cohortes de 1987,
1990 y 1999, menos de un 40% de los niños y ni-
ñas que iniciaron el primer año de primaria logran
o lograrán completar la secundaria. En la cohorte
de 1987, sólo un 23% de las y los  alumnos que in-
gresaron a primer año consiguió terminar la secun-
daria, y se estima que lo mismo hará un 29% de la
cohorte de 1990, y un 38% de la de 1999.
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CUADRO 2.15

Eficiencia interna en primaria y secundariaa/, medida a través de 
cohortes escolares reconstruidas. 1987-1999 

Indicadores 1987 1988 1989 1990 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999

Primaria
Estudiantes que terminan 
en tiempo óptimo (%) 40,6 42,3 43,8 44,6 44,7 43,6 40,3 40,6 42,6 45,6 47,5 48,8 49,3
Tiempo promedio para que 
un estudiante se gradúe (años) 7,82 7,77 7,73 7,75 7,75 7,86 8,05 7,93 7,82 7,71 7,65 7,62 7,61
Eficiencia del sistemab/ 0,77 0,77 0,78 0,77 0,77 0,76 0,75 0,76 0,77 0,78 0,78 0,79 0,79

Secundaria
Estudiantes que terminan en 
tiempo óptimo (secundaria total) (%) 21,6 22,5 23,6 23,0 21,3 19,4 18,5 16,9 15,8 25,5 26,9 29,6 32,5

En secundaria académica 16,3 17,4 18,0 18,2 16,7 15,6 14,9 13,6 12,7 19,8 20,9 23,0 25,2
En secundaria técnica 5,3 5,1 5,6 4,8 4,6 3,8 3,6 3,3 3,1 5,7 6,0 6,6 7,3

Tiempo promedio para que un 
estudiante se gradúe en 
secundaria académica (años) 10,12 9,97 10,08 10,43 10,99 11,31 11,58 11,95 12,17 9,04 8,77 8,48 8,26
Tiempo promedio para que 
estudiante se gradúe en 
secundaria técnica (años) 7,58 7,84 8,24 9,20 10,06 10,52 10,74 11,21 11,46 8,69 8,68 8,44 8,34
Eficiencia del sistema en 
secundaria académicab/ 0,49 0,50 0,50 0,48 0,45 0,44 0,43 0,42 0,41 0,55 0,57 0,59 0,61
Eficiencia del sistema en 
secundaria técnicab/ 0,79 0,77 0,73 0,65 0,60 0,57 0,56 0,54 0,52 0,69 0,69 0,71 0,72

a/ Las cohortes de 1987-1995 incluyen horario nocturno y diurno; las de 1996-1999 sólo diurno.

b/  Este indicador puede alcanzar un valor máximo de 1 (caso óptimo)

Fuente: Mora y Ramos, 2003, a partir de MEP, 2000.



Rezago en el perfil de 
escolaridad de la población de 15 a 49 años 

Los efectos de los rezagos en la cobertura
educativa tienden a reflejarse de manera especial
en el perfil de escolaridad de las poblaciones ju-
veniles y adultas (cuadro 2.16).

En el 2002, al considerar la población de en-
tre 15 y 17 años de edad, que se esperaría tuvie-
ra niveles de escolaridad cercanos al final del ter-
cer ciclo o a algún nivel del ciclo diversificado, se
observó que cerca de 3 de cada 10 jóvenes de

Al considerar la finalización del noveno año
(conclusión de la educación general básica), se
tiene que, en la cohorte de 1987, sólo un 39% de
los estudiantes que ingresaron a primer año de
primaria logró finalizar hasta el noveno año de
secundaria, así como el 38% en la cohorte de
1990, y se estima que el 50% de la cohorte de
1999 lo conseguirá. El promedio de años de es-
colaridad de la población que abandona o es ex-
cluida del sistema es menor a siete años, lo cual
indica que, en promedio, no terminan el sétimo
año de secundaria (Mora y Ramos, 2003).
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RECUADRO 2.6

Existen dos tipos de rezagos en la cobertura de la
educación secundaria. Por un lado se encuentran las y los
jóvenes que están dentro del sistema, pero en un grado
que no corresponde a su edad y, por otro, hay un grupo
de jóvenes que no están asistiendo a la educación
formal. El aumento de la cobertura en secundaria pasa
entonces por acciones en el nivel primario.

En el corto plazo, el aumento de la cobertura
depende de aquellos jóvenes que son “incorporables”
al nivel secundario, es decir, aquellos jóvenes que
lograron completar al menos la educación primaria.
Entre ellos se pueden distinguir dos grupos. El primer
grupo, de los denominados “recuperables fáciles”,
corresponde a aquellos estudiantes de reciente
deserción y su análisis se aproxima por medio de la
información de los jóvenes de 12 y 13 años que han
completado la primaria y los de 13 años en adelante
que tienen al menos un año de secundaria aprobado.
El segundo grupo, de los “recuperables difíciles” está
compuesto por aquellos que sólo completaron la
primaria y empiezan a “envejecer”, con 14 años o más
de edad. Sin tener en cuenta las razones específicas de
la deserción, se puede estimar la recuperación máxima
o potencial.

La atracción de los recuperables fáciles ampliaría la
tasa de asistencia neta en secundaria del 50% al 57%
para la población de 12 a 18 años (37.000 jóvenes) y del
61% al 66% para el grupo de 13 a 17 años (21.000
personas). La recuperación de todos los “incorporables”
elevaría la tasa neta de asistencia al 69% para el grupo
de 12 a 18 años (113.000 jóvenes) y al 79% para la
población de 13 a 17 años (78.000 jóvenes).

Estimada la población por atender, el paso siguiente
es determinar el costo de ese esfuerzo. Para ello se ha
considerado la atención tradicional, sin agregados
tecnológicos y sin tomar en cuenta opciones de menor
costo y menor calidad (educación abierta). En el 2002,
el MEP determinó el costo directo de atención de un
estudiante de secundaria en 277.110 colones, a los
cuales habría que agregar el costo de infraestructura y
el equipamiento necesario. Realizar un cálculo preciso
de este costo escapa a las posibilidades de este
trabajo, por lo que se utilizan las estimaciones de
Labarca (1995); según este autor, la ampliación de la
cobertura requiere un costo de inversión del 10% del
costo directo de atención de un estudiante en
secundaria en situaciones de ampliación moderada, y
del 20% si se expande fuertemente la cobertura. Aquí
se ha empleado un valor intermedio del 15% del costo
directo en colones (318.677 colones). Por otra parte,
dado que se trata de una población difícil de atraer, por
lo dispersa, rural, pobre, etc., se deben contemplar los
incentivos tradicionales para atraerlos y retenerlos en
el sistema educativo: alimentación, transporte y becas.
Esto eleva la inversión anual a 766.235 colones por
estudiante. Con este estimado, la ampliación de la
cobertura de la población de 12 a 18 años costaría el
equivalente a entre un 8% y un 26% del presupuesto
del MEP para el año 2003, mientras que si el énfasis se
pone en los jóvenes de entre 13 y 17 años, el
incremento presupuestario oscilaría entre un 5% y un
18%.

Fuente: Trejos, 2003.

¿Cuánto cuesta aumentar la cobertura en secundaria?: 
un ejercicio de aproximación
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zonas urbanas tenían apenas algún grado de pri-
maria, proporción que en las zonas rurales as-
ciende a 1 de cada 2 jóvenes. Para quienes pro-
venían del área urbana, casi un 20% se había
asegurado algún nivel de escolaridad en educa-
ción diversificada, en contraste con sólo cerca de
un 10% en el área rural.

Estas diferencias se marcan también en la
población de 18 a 24 años, cuyo nivel de esco-
laridad esperado es cercano a secundaria com-
pleta y algún grado de formación post-secunda-
ria. En la zona rural más de la mitad de los
jóvenes en estas edades cuenta únicamente con
algún grado de primaria, mientras que en la zo-
na urbana esta relación equivale a 1 de cada 4
jóvenes.

El rezago educativo se presenta, asimismo, en
los grupos de edad de 25 a 49 años: más de dos
terceras partes de esta población en la zona rural
apenas cuentan con seis o menos años de escolari-
dad. En cambio, el perfil observado en la zona ur-
bana indica que menos de un tercio muestra estos
bajos niveles de escolaridad. Si se considera al me-
nos algún grado de educación diversificada, cerca
de un 20% de las personas que residen en la zona
urbana lo ha logrado, mientras que en la zona ru-
ral tan sólo un 10% de la población adulta lo ha al-
canzado (Mora y Ramos, 2003).

El perfil de escolaridad de la población
adulta costarricense es más bajo que el de otros
países. En Costa Rica, cerca de un 30% de los
distintos grupos de población entre los 25 y 49
años muestra al menos algún nivel de educa-
ción diversificada de secundaria, en tanto que
en los países de la OCDE un poco más de las
dos terceras partes de estas poblaciones han
completado la secundaria superior. Naciones
como Estados Unidos, Suecia, Noruega, Repú-
blica Checa, República Eslovaca, Canadá, Ale-
mania y Japón se encuentran en el límite supe-
rior, pues en ellas más del 80% de la población
adulta cuenta al menos con la secundaria supe-
rior. En los límites inferiores se ubican España,
Turquía, México y Portugal, con un perfil muy
similar al costarricense.

El balance educacional plantea un doble reto:
por un lado, se debe alcanzar y consolidar la co-
bertura universal de la educación básica hasta se-
cundaria, para las actuales y futuras generaciones
y, por otro, es necesario “recuperar” a la pobla-
ción adulta que ha quedado al margen de la for-
mación básica y secundaria.

Los rezagos educativos inciden en las posibi-
lidades de movilidad social futura y en el bienes-
tar económico presente. Al contrastar el nivel de
ingreso promedio mensual de la ocupación

CUADRO 2.16

Distribución relativa de la población de 15 a 49 años por 
grupos de edad, según años de escolaridad y zona. 2002

Años de escolaridad y zona Grupos de edad
15 a 17 18 a 24 25 a 29 30 a 39 40 a 49

años años años años años

Urbana
Total 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0
0 a 6 años de escolaridad 27,7 25,2 32,2 31,3 34,9
7 a 9 años de escolaridad 52,3 19,8 17,7 17,9 17,0
10 a 11 años de escolaridad 19,3 28,3 19,7 22,3 21,9
Más de 11 años de de escolaridad 0,3 26,0 29,7 27,8 25,0
Ignorado 0,4 0,7 0,6 0,7 1,3
Rural
Total 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0
0 a 6 años de escolaridad 53,4 55,7 64,0 66,9 69,9
7 a 9 años de escolaridad 37,5 18,4 14,2 13,0 10,9
10 a 11 años de escolaridad 9,1 16,6 10,6 10,6 9,8
Más de 11 años de escolaridad 0,0 8,9 10,9 9,0 8,7
Ignorado 0,0 0,4 0,3 0,5 0,7

Fuente: Mora y Ramos, 2003, a partir de EHPM, INEC.



tratarse de ocupaciones con menores niveles de
calificación. En este sentido, este grupo ha que-
dado más expuesto a la amenaza de la pobreza.
En síntesis, menores niveles de instrucción dis-
minuyen la probabilidad de enfrentar la pobreza,
en tanto que, si aumentan los niveles de escola-
ridad, se incrementa el logro educativo como
factor de movilidad social. 

Persisten brechas entre escuelas públicas y privadas 

Los niveles de repitencia y desescolarización
antes evaluados muestran disparidades al consi-
derar el tipo de centro educativo. En el 2002 el
porcentaje de repitencia en escuelas públicas fue
7,3 veces más alto que el observado en las escue-
las privadas (incluidas las privadas subvenciona-
das). Aunque la proporción es más alta en secun-
daria (10,2% frente a 7,6% en primaria), la
relación de repitencia pública y privada es menor
que la registrada en primaria (3,8%). Esta dife-
rencia se explica tanto por la alta repitencia en
escuelas públicas, como por una mayor repiten-
cia en secundaria privada.

En términos de la desescolarización, los cen-
tros primarios públicos presentaron en el 2002
un porcentaje de deserción intra-anual cuatro ve-
ces mayor que el de los privados, pero la relación
en secundaria es bastante más alta: siete veces
más en colegios públicos que en los privados. Es-
tos indicadores dan cuenta de que la primaria
pública logra retener en mayor medida a la po-
blación escolar, aun con altos niveles de repiten-
cia, en tanto que en la secundaria pública la po-
blación estudiantil opta más por salir o ser
excluida del sistema antes que repetir, lo que
constituye un factor por considerar en los esfuer-
zos para aumentar la cobertura en secundaria y
mejorar su eficacia.

Las brechas entre centros privados y públicos
en lo que concierne a porcentajes de aprobación
de las pruebas nacionales no son tan marcadas
como en los otros indicadores. En el 2002 la re-
lación en la aprobación privada-pública fue de
1,03 en las pruebas de sexto grado y de 1,42 en
las de bachillerato, lo cual indica un éxito mayor
en las entidades privadas, especialmente en se-
cundaria. 

Respecto a las diferencias urbano-rurales, en
este Informe se destaca la situación de las escue-
las unidocentes, ubicadas mayoritariamente en
las zonas rurales. Estos centros educativos fueron
creados en la década de los setenta, en un esfuer-
zo por permitir el acceso a la educación formal a
niños y niñas que de otra manera no habrían

principal de la población empleada de 18 años y
más con su nivel de escolaridad, se percibe una
relación directa entre ambas variables, que se
mantiene tanto en la zona urbana como en la ru-
ral34. Además se observa un diferencial de ingre-
so importante entre el nivel educativo diversifi-
cado y el nivel de educación post-secundario.
Los datos muestran que existe un ingreso prome-
dio mayor en la zona urbana que en la rural35. 

Al considerar el período 1997-2002 se nota
un vínculo directo entre el tipo de trabajo reali-
zado y el nivel de escolaridad. Entre los jóvenes
que no alcanzaron algún grado de educación y
alguno de educación general básica, la mayoría
(más del 95%) se ubicaba en las categorías ocu-
pacionales de más baja calificación o semi-califi-
cadas. Entre los que lograron algún grado de
educación diversificada un 15% se desempeñaba
en ocupaciones profesionales, y en el caso de
aquellos que contaban con algún nivel de estu-
dios superiores, más del 66% logró ubicarse en
ocupaciones de carácter profesional. Estos datos
indican que contar sólo con la educación general
básica no garantiza mejores opciones de inser-
ción laboral. En términos de zona de proceden-
cia, se tiene que en las áreas rurales predominan
los ocupados en categorías de trabajo de menor
calificación, respecto a las áreas urbanas

En cuanto a la relación entre escolaridad y
desempleo, considerando siempre el período
1997-2002, se observa que entre los desemplea-
dos mayores de 18 años un mayor porcentaje te-
nía bajos niveles de escolaridad, usualmente al-
gún grado de educación general básica. En este
sentido, es claro que el rezago estructural educa-
tivo deja con menos opciones a personas que no
logran finalizar la secundaria. Esta relación se
presenta tanto en hombres como en mujeres,
aunque en el 2002 aumentó el porcentaje de mu-
jeres desempleadas con escolaridad de cuarto ci-
clo y superior respecto a 1997. Por zona de pro-
cedencia se observa que en la rural el mayor
porcentaje de desempleados corresponde a per-
sonas sin instrucción o con algún grado de edu-
cación general básica. Esto puede estar ligado a
opciones laborales mayormente vinculadas con
el sector primario (agropecuario), que tiende a
verse más afectado por la situación económica
que las actividades de manufactura y servicios.
Entre 1997 y 2002 descendió el porcentaje de
desempleados que contaban con niveles de esco-
laridad de cuarto ciclo y superior, tanto para zo-
na urbana como para rural, lo que afectó negati-
vamente a aquellos cuya escolaridad no superaba
el tercer ciclo de secundaria, posiblemente por
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podido hacerlo. En el año 2002, de las 3.904 es-
cuelas públicas existentes, el 44,9% era unido-
cente y absorbía el 8% de la matrícula total del
país. La mayoría de las y los alumnos de estos es-
tablecimientos proviene de hogares en los que
los padres y madres se dedican a actividades pro-
ductivas relacionadas con la agricultura, la pesca
y la ganadería, entre otras (Alvarado, 2002).

Al examinar algunos indicadores de calidad se
observa que existen brechas importantes entre la
población cubierta por estos centros y el resto de
las escuelas del sistema. Según el Informe Anual
del MEP, las escuelas unidocentes presentan los
rendimientos educativos más bajos. Adicional-
mente, en los últimos ocho años su nivel promedio
de desescolarización se ha ubicado en 6,3%, el de
repitencia en 11,7%, el de reprobación en 10,8% y
el de aprobación en 81,2%, cifras superiores al
promedio nacional de primaria. Las escuelas uni-
docentes son atendidas por uno o dos maestros o
maestras, quienes brindan atención en todos los
niveles de primaria con una matrícula reducida, de
entre 1 y 50 alumnos. La importancia de estos cen-
tros educativos varía según la Dirección Regional
de que se trate, y en estrecha relación con el grado
de urbanización del área de cobertura, así como
con su extensión. En Nicoya, las escuelas unido-
centes absorben el 29,5% de la matrícula; le siguen
las direcciones de Coto (25,5%), Upala (25,3%),
Pérez Zeledón (20,3%), Turrialba (19,8%) y Cañas
(19,4%). Además de los menores niveles de rendi-
miento educativo, en los centros unidocentes la
jornada escolar es más corta. En un año escolar de
200 días lectivos, un alumno de escuela unidocen-
te recibe 240 lecciones académicas menos que los
estudiantes del resto del país en Español, Matemá-
ticas y Ciencias (80 de cada materia, que represen-
tan entre el 20% y el 50% menos con respecto a las
escuelas urbanas), 400 menos en asignaturas com-
plementarias (100% menos) y 80 menos en Len-
gua Extranjera (100% menos). A pesar de esta di-
ferencia en el número de lecciones, el maestro de
escuela unidocente debe desarrollar todos los con-
tenidos de los diferentes programas de estudio. 

Por otra parte, al estar ubicadas en poblaciones
rurales dispersas, estas escuelas tienen poco o nin-
gún acceso a materiales actualizados y a los nuevos
avances en la comunicación y la tecnología, y en-
frentan limitaciones de infraestructura, recursos y
mobiliario que obstaculizan el desarrollo de un
proceso de enseñanza y aprendizaje efectivo.

Aunque su matrícula representa un 8% del
total nacional, las escuelas unidocentes son una
herramienta fundamental para aumentar la co-
bertura de la educación en zonas alejadas. Sin

embargo, la equidad, tanto en el acceso como en
la calidad de la educación para estas poblaciones
rurales, constituye un reto permanente. En este
aspecto debe considerarse que las áreas con ma-
yor número de centros unidocentes coinciden
significativamente con aquellas donde hay ma-
yor porcentaje de hogares afectados por caren-
cias críticas36. En el mapa 2.2 se aprecia la distri-
bución geográfica según el número de escuelas
unidocentes.

Impulsar acciones y esfuerzos sostenidos pa-
ra el cierre de brechas entre las escuelas unido-
centes y el resto de los centros educativos del
país es un desafío nacional. En esta línea, en el
2002 el MEP nombró un maestro de apoyo en
cada una de las 631 escuelas unidocentes cuya
matrícula era mayor a 31 alumnos y menor a 50
alumnos, con el fin de equiparar su jornada es-
colar con las de establecimientos urbanos.

Inversión pública en educación

En los últimos doce años el Estado logró au-
mentar su aporte a la educación formal, al pasar
de un 3,6% del PIB en 1990, a un 4,8% del PIB
en el 2001. Este esfuerzo se hizo más visible a
partir de 1996, como resultado de una mayor
contribución estatal a la educación primaria y se-
cundaria. Al comparar este nivel de inversión
con el de otros sistemas educativos del mundo,
se observa que el gasto público en educación de
los países de la OCDE es mayor al costarricense,
tanto en términos globales como en los diferen-
tes niveles de enseñanza. En el límite superior se
encuentran países como Noruega, Suiza, Dina-
marca y Austria, que destinan más de un 6% del
PIB a la educación pública. Otras naciones no per-
tenecientes a la OCDE, como Israel, Zimbabwe,
Túnez y Jamaica, también muestran niveles de in-
versión en educación superiores al costarricense
(Mora y Ramos, 2003).

Entre 1990 y 2002 se modificó la estructura de
la inversión pública en educación; la enseñanza
primaria es la que tiene un mayor peso relativo. A
principios de los años noventa la inversión en la
educación preescolar, primaria, secundaria y edu-
cación especial representaba cerca de dos terceras
partes de la inversión total en educación pública,
mientras que en el cuatrienio 1997-2001 llegó a
representar el 76%. Lo contrario, entonces, ha su-
cedido con la inversión en la educación superior37:
su importancia se redujo en 12,8 puntos porcen-
tuales entre 1990 y 2001 (para efectos de la infor-
mación que aquí se comenta corresponde en su
mayoría a universidades estatales) (cuadro 2.17). 



en buen estado, situación que debe destacarse,
ya que guarda relación con la voluntad de au-
mentar la cobertura en este nivel. Sin embargo,
resulta negativo el aumento del 80% en aulas en
condiciones regulares entre 1997 y 2002.

En el 2002 funcionaban 2.713 centros con
servicio de comedor, de los cuales, a criterio de
los directores, 958 se encontraban en estado re-
gular. Por otro lado, 607 directores de escuela
han planteado necesidades de servicios de come-
dor, que representan un 27% más respecto de lo
solicitado en 1997. En secundaria se presenta un
aumento general en el déficit de mobiliario bási-
co e infraestructura, especialmente en aulas. En
cuanto a tecnologías de información y bibliote-
cas, el número de centros de informática en buen

A pesar del aumento en la inversión, persis-
ten notables déficit en infraestructura. La única
medición regular en esta materia es la encuesta
anual que realiza el MEP a directores de escuelas
y colegios38. La información disponible para los
años 1997 y 2002 indica que en los centros edu-
cativos de primaria existe un déficit generalizado
en los componentes de infraestructura y mobilia-
rios básicos, aunque se distingue el faltante, de
casi un 60%, de aulas para materias especiales
(Música y Artes Plásticas, entre otras), seguido
por la reducción en la disponibilidad de este ti-
po de aulas, en un 2,5%. 

En el nivel preescolar las necesidades adicio-
nales y de reposición de aulas aumentaron un
71%, pero a la vez se duplicó el número de aulas
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Costa Rica: porcentaje de escuelas unidocentes por distrito. 2002

Fuente: Elaboración propia con base en cifras del MEP, 2002.
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estado más que se duplicó. Sin embargo, a juicio
de los directores el aumento de los centros en
“estado regular” implica que estos recursos de-
mandan inversiones permanentes para dar man-
tenimiento, renovar equipos y adquirir software.
Las necesidades de centros de informática adi-
cionales y reposiciones aumentaron en un 72%.
En bibliotecas, el déficit (747) casi duplica en
términos absolutos a las que están en funciona-
miento (433), lo cual indica que no toda la po-
blación infantil cuenta con medios para obtener
literatura y bibliografía en los centros educativos
públicos. Tanto en secundaria como en primaria
destaca el acondicionamiento de infraestructura
en centros de informática y bibliotecas, pero
también aumentó el número de estos recursos en
condiciones menos aceptables, lo mismo que las
necesidades adicionales, en más de un 100% pa-
ra ambos tipos de recursos. 

En general, las instituciones de educación
pública cuentan con una mayor disponibilidad
de servicios de apoyo educativo, de comedor y
de salud, en comparación con las instituciones
privadas y semioficiales, pero no sucede lo mis-
mo en el caso de los servicios de Internet y los la-
boratorios de informática, que abren una oportu-
nidad pedagógica novedosa. Si bien los niveles
de matrícula que manejan las instituciones priva-
das y semioficiales son menores que los de las
públicas, las primeras tienen un mayor acceso a
estos recursos “no tradicionales” para su pobla-
ción, lo cual crea una distancia con respecto a las
segundas. Esta brecha digital se manifiesta tanto en
la educación primaria como en la secundaria. En
este contexto, un esfuerzo importante por dismi-
nuir la brecha es el Programa Nacional de Informá-
tica Educativa, de la Fundación Omar Dengo, que
permite una mayor cobertura de este tipo de me-
dios entre la población infantil y adolescente. En el

2002 este programa benefició al 49% del total de
matriculados en educación primaria, con mayor
énfasis de cobertura en la zona urbana39 (26,7% en
zona rural, 48,6% en zona urbana y 26,7% en zo-
na mixta) (Mora y Ramos, 2003).

Además de las condiciones de infraestructura,
el éxito escolar puede verse profundamente influi-
do por la calidad del personal docente. Es difícil
valorar de manera integral este aspecto, particular-
mente porque no se cuenta con evaluaciones de la
dedicación o empeño del docente, la utilización de
recursos didácticos variados y pertinentes, el cono-
cimiento y aplicación de técnicas pedagógicas, el
nivel de actualización y la forma en que se estable-
cen relaciones de empatía con el alumnado, para
favorecer el proceso de enseñanza-aprendizaje, en-
tre otros factores. No obstante, con la información
disponible pueden examinarse dos condiciones
docentes que pueden afectar el rendimiento esco-
lar en los centros educativos: la titulación del per-
sonal y los tipos de nombramientos.

Por personal titulado se entiende aquel que al-
canzó como mínimo un título de profesorado uni-
versitario, que aunque no es suficiente para garanti-
zar la condición de “buen docente”, es de esperar
que haya implicado la adquisición de conocimien-
tos y el dominio de técnicas pedagógicas que lo fa-
culten como tal, en contraposición a los no titulados
(aspirantes y autorizados) cuya capacitación ha teni-
do menor duración. Durante los últimos ocho años,
los distintos niveles educativos de la educación re-
gular muestran porcentajes de docentes titulados
que varían de manera significativa. En general la
educación regular aumentó el porcentaje de docen-
tes titulados en nueve puntos entre 1995 y el 2002,
lo que no ocurrió en la enseñanza especial. Efectiva-
mente, esta última tiene el menor nivel de titulación
y es la única que en ese período disminuyó el por-
centaje, pues pasó de 75,9% a 74,5%. 
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CUADRO 2.17

Estructura relativa del gasto público en educación, 
según nivel de enseñanza. 1990-2001

Niveles Períodos
1990-1993 1994-1997 1998-2001

Preescolar 3,9 4,4 5,4
Especial 1,7 2,2 3,0
Primaria 37,1 39,2 41,0
Secundaria 23,1 25,0 27,1
Educación superior 34,2 29,2 23,4
Total 100,0 100,0 100,0

Fuente: Trejos y Sáenz, 2003.



Por su parte, la información proveniente de la
Encuesta de Hogares registra un aumento del
parque habitacional de poco más de 32.000 uni-
dades en el 2002, un cambio menor a las 51.000
nuevas unidades consignadas en el 2001. Esta ci-
fra es similar a la estimación de FUPROVI para el
2002 (FUPROVI, 2003).

El financiamiento a la construcción de vivien-
da social disminuyó. Este hecho estuvo influido
por una significativa reducción en el número de
bonos familiares de vivienda pagados por el
BANHVI en el 2002 (por segundo año consecuti-
vo). Cabe señalar que, históricamente, existe una
asociación positiva entre el indicador del cambio
en el área de construcción y el del aumento o dis-
minución de los bonos familiares de vivienda. Los
bonos -subsidios habitacionales para las familias
de menores ingresos- son un componente clave
para la construcción de viviendas de interés social,
pues amplían la capacidad de compra de hogares
que, en condiciones de mercado, no podrían ad-
quirir una vivienda. Sin embargo, la contracción
en la política de subsidios no fue sorpresiva, ni al-
canzó un nivel inusual. Un análisis del comporta-
miento de los últimos ocho años permite observar
que en las administraciones Figueres Olsen y Ro-
dríguez Echeverría, el primer año de gobierno fue
recesivo (gráfico 2.5). 

En contraste, el comportamiento de la vi-
vienda para sectores medios y altos fue expansi-
vo, aunque no tan dinámico como en el 2001.
En ese año se registró una fuerte ampliación del
financiamiento habitacional, debido a la cre-
ciente oferta de crédito para vivienda en dólares,
cuyas condiciones, en virtud de la baja interna-
cional de las tasas de interés, resultaron especial-
mente favorables para las familias. Esta tendencia
continuó en el primer semestre del 2002, pero se
detuvo en la segunda mitad del año. Aún así, el
saldo en la cartera de crédito para vivienda en el
sistema bancario pasó de 263.500 millones en
diciembre de 2001 a 351.600 millones en di-
ciembre de 2002 (un crecimiento de 33,4%). 

En resumen, el 2002 no fue un buen año
para la construcción de viviendas. Sin embar-
go, al examinar esta situación con una perspec-
tiva de más largo plazo, puede concluirse que
el desempeño no fue anormal. La construcción
de viviendas tiene un comportamiento cíclico y
la disminución en el ritmo de actividad en el
2002 tampoco fue especialmente pronunciada.
Aunque en el año la construcción de viviendas
parece haber estado por debajo de las necesida-
des originadas por el crecimiento en los

Los otros niveles que cuentan con porcenta-
jes menores de titulación son preescolar y secun-
daria. En ambos casos el porcentaje de titulación
en el 2002 fue de alrededor del 87% y durante el
período mostraron una tendencia de aumento.

La primaria, por su parte, tiene una propor-
ción superior de titulados, pero para el 2002
apenas sobrepasó el 90%. Este nivel también re-
gistra un comportamiento favorable en los últi-
mos años. 

En lo que respecta al tipo de nombramiento,
el porcentaje de personal interino también pre-
senta comportamientos diferenciados por niveles
y una tendencia de aumento durante el período
1995-2001 (26,1% a 34,4%), lo cual puede per-
judicar el éxito escolar del estudiantado. El inte-
rinazgo no sólo debe valorarse como una condi-
ción laboral que afecta la calidad del empleo de
los y las docentes, sino como un factor que inci-
de negativamente en la dedicación y el
compromiso. En este aspecto, el nivel preescolar,
aunque no cuenta con altos porcentajes de
docentes titulados, es el que tiene los menores
valores de docentes interinos (13,4% en el
2001), y muestra una significativa disminución
en el período considerado (en 1995 este valor
correspondía a 22,7%). Los niveles de mayor pe-
so en la educación costarricense, a saber, la pri-
maria y la educación secundaria académica diur-
na, presentaron aumentos sustantivos en el
porcentaje de docentes interinos entre 1995 y
2001, aunque en magnitudes diferentes, pues
pasaron de 19,3% a 28,5% en primaria, y de
35,4% a 42,5% en secundaria académica (Mora
y Ramos, 2003).

Acceso a vivienda digna

Disminución en la actividad 
de construcción de viviendas

Los indicadores disponibles sobre la cons-
trucción de viviendas en el 2002 apuntan a un
descenso en relación con el año anterior. El nú-
mero de permisos de construcción para edificios
y viviendas pasó de 30.580 a 27.453 (10,2% me-
nos) y el área de construcción, de 1,80 millones
de m2 a 1,63 millones de m2 (9,4% menos). Pese
a esta disminución, el nivel de actividad del
2002 fue superior al registrado durante el perío-
do 1995-2000 (estos indicadores no captan con
exactitud la dinámica del sector vivienda, pues
una proporción importante de esta actividad se
realiza sin contar con permisos de construcción).

118 E S T A D O D E L A N A C I O N E Q U I D A D E I N T E G R A C I O N S O C I A L  / C A P I T U L O  2

Más detalle 

sobre educación, 

consúltese el estudio

elaborado por Ronald Mora

y Pilar Ramos, “Educación y

conocimiento en Costa

Rica: desafíos para avanzar

hacia una política de

Estado”, en el sitio

www.estadonacion.or.cr



hogares -cada año se requieren cerca de 40.000
nuevas viviendas y, como se dijo, la Encuesta de
Hogares registró poco más de 32.000 nuevas uni-
dades-, esta situación se compensa con la registra-
da en el 2001, cuando la construcción parece ha-
ber sobrepasado la demanda vegetativa. En ese
sentido, no hubo un efecto de “arrastre” que acu-
mulase déficit habitacional, ni un efecto especial-
mente negativo sobre el acceso a vivienda.

Oportunidades más equitativas 
para la población de menores ingresos

En el 2002 se registró un progreso sustan-
cial en la equidad, la apertura al escrutinio pú-
blico y la calidad del acceso de la población de
menores ingresos al financiamiento habitacio-
nal. Este avance se debió a un conjunto de me-
didas adoptadas por las nuevas autoridades del
sector vivienda, la gran mayoría de ellas apro-
badas y puestas en práctica en ese año (cuadro
2.18). Algunas medidas tuvieron un efecto real
inmediato -por ejemplo, los controles sobre la
asignación de los bonos familiares de vivienda-
pero en otros casos es aún temprano para valo-
rar su efecto real (los comités de transparencia
o el programa ABC). 

Estas medidas crean una mayor igualdad de
oportunidades, pues eliminan abusos, favoritismos
y actos de corrupción que son fuente de inequidad
social y que habían plagado las políticas públicas
en materia de vivienda de interés social. Asimismo,
ponen “orden en casa”, al vincular la equidad con
la transparencia y los controles en la definición de
beneficiarios y en el financiamiento de proyectos
habitacionales. De esta manera se han introducido
nuevos criterios para evaluar la política de vivien-
da social, en la cual, hasta el 2002, se había im-
puesto como parámetro único de evaluación la
cantidad de bonos entregados (con poco énfasis en
la calidad del proceso y de los resultados).

El arraigo institucional de estas medidas, es
decir, su permanencia ante los cambios periódi-
cos de autoridades públicas que ocurren en una
democracia, es difícil de valorar. Sin embargo, su
reciente adopción sugiere que todavía se encuen-
tran en una etapa de implantación y, por tanto,
que los avances no están consolidados.

Vulnerable ampliación en el acceso 
para la población de ingresos medios

La ampliación en el acceso a la vivienda por
parte de la población de ingresos medios obedeció,
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CUADRO 2.18

Medidas aplicadas para mejorar la equidad, transparencia y calidad de la política de
vivienda para familias de bajo ingreso. 2002

Dimensión Medida Observaciones

Equidad Revisión de expedientes de las personas postulantes al
bono familiar de vivienda

Reforma al artículo 169 de la Ley 7052 (devolución de
bono por incumplimiento)

Derogatoria del decreto ejecutivo 30208-MP-MIVAH,
que establecía exención de requisitos para proyectos
habitacionales específicos

Programa Ahorro-Bono-Crédito (ABC): establece el
ahorro como requisito para la obtención de un bono
familiar de vivienda

Programa de reparación, mejora y ampliaciones

Aplicada. Resuelve la debilidad de controles sobre la
postulación al bono de vivienda.

Aprobación legislativa, aplicación inicia en 2003.

Aplicada. Revierte beneficio a favor de ciertas empresas
y efectos negativos sobre ordenamiento territorial.

Vigente pero en etapa inicial. Ordena la demanda y limi-
ta la asignación discrecional de subsidios habitacionales.

En aplicación, pero todavía es un componente muy mi-
noritario.

Transparencia Reglamentación del artículo 59 de la Ley 7052. Esta-
blece la normativa y responsabilidades para el uso del
FOSUVI en el financiamiento de proyectos

Conformación de 186 comités de transparencia para
intervenciones focalizadas en áreas específicas

Auditoría de personas beneficiarias del bono familiar
de vivienda (muestra de 250 caso

Vigente. Aplicación en 2003. Resuelve la selección dis-
crecional de proyectos e instaura controles sobre proyec-
tos.

Creados. Pendiente valoración de su eficacia.

En aplicación. Tema clave para asegurar la transparencia
y el uso adecuado de los recursos

Calidad de la oferta de 
viviendas

Tipologías de viviendas según las condiciones
topográficas y climatológicas.

Auditoría de calidad sobre viviendas construidas con
bonos familiares de vivienda.

En aplicación. Define estándares y una oferta de
vivienda adecuada al medio.

En aplicación. Instaura controles.

a/ Al 31 de diciembre de 2002.

Fuente: FUPROVI, 2003.



principalmente, a un hecho coyuntural. En los
últimos dos años en Costa Rica resultó más bara-
to endeudarse en dólares que en colones, lo que
incrementó la capacidad de compra de una vi-
vienda por parte de las familias de ingresos me-
dios. En consecuencia, los créditos en dólares
pasaron de representar un 16,7% de la cartera de
créditos bancarios para vivienda en enero de
2000, a 53,9% en diciembre del 2002. Aunque
la tendencia fue más marcada en los bancos pri-
vados -y algunos, como el San José y el Interfín,
realizaron una emisión internacional de títulos
hipotecarios por 62,5 millones de dólares para
apuntalar sus operaciones en este rubro- los ban-
cos públicos también participaron de ella.

Esta ampliación del acceso es, sin embargo,
vulnerable. Por una parte, los ingresos de un seg-
mento importante de los deudores no están do-
larizados, por lo que un alza en las tasas de inte-
rés -combinada con la devaluación de la
moneda- los afectaría significativamente. Por
otra parte, la mayor capacidad de compra de los
hogares de sectores medios no está sustentada en
una oferta permanente de recursos más baratos,
sino en el comportamiento del mercado interna-
cional, cuyas condiciones favorables pueden va-
riar en cualquier momento. 

En este sentido, las políticas de vivienda no
han logrado captar fuentes de financiamiento, de
origen nacional, capaces de promover una am-
pliación sostenida del acceso habitacional. Esta
sigue siendo una debilidad estratégica del sector,
que no es subsanable por el tradicional financia-
miento habitacional de los bancos y las mutuales
(93.600 millones de colones en el 2002), el INS
(14.600 millones), el programa de ahorro y prés-
tamo del INVU (colocó 11.100 millones), ni por
la CCSS (6.100 millones): en un año de altas co-
locaciones como el 2002, la totalidad de esta in-
versión puede cubrir el equivalente a entre
15.000 y 18.000 viviendas nuevas. 

No obstante, a diferencia de años anteriores,
durante el 2002 se observaron algunos progre-
sos. Por ejemplo, se reactivó el Fondo Nacional
de Vivienda (FONAVI), del BANHVI, que canali-
zó recursos por 2.980 millones de colones para
el financiamiento de largo plazo, una cifra relati-
vamente pequeña dentro del mercado financiero
habitacional. El principal logro en este ámbito
fue de carácter preventivo: la estabilización fi-
nanciera del BANHVI, gracias a un acuerdo con
el Ministerio de Hacienda. En mayo de 2002, es-
te Banco había sido declarado en irregularidad
de grado 1 por la SUGEF, y amenazado de inter-
vención, por carecer del capital necesario para

sostenerse. Esta crítica situación fue producto del
descalabro financiero sufrido por las cooperativas
en los años 1998-1999 y el alto costo de la asisten-
cia financiera que esta entidad tuvo que efectuar.

La utilización de los recursos de largo plazo
provenientes de los fondos de pensión para el fi-
nanciamiento de viviendas, previsto en la Ley de
Protección al Trabajador, n° 7983, es un tema
clave para la ampliación del acceso habitacional
que sigue sin resolverse. En esta materia no ha
habido progresos tangibles. 

Avances normativos, pero 
intervenciones puntuales en los entornos urbanos

El principal avance en materia del acceso a
un entorno de mayor calidad fue de carácter po-
lítico y normativo. En el 2002, además del segui-
miento a la innovación del gobierno Rodríguez
Echeverría, que colocó los temas de la planifica-
ción urbana y el ordenamiento territorial como
asuntos relevantes de política pública, se com-
pletó la segunda fase del Plan Nacional de Desa-
rrollo Urbano (PNDU) y se avanzó en la prepara-
ción de la tercera. Se recibió un apoyo
económico de la Comunidad Europea por 11 mi-
llones de euros, para actualizar el Plan GAM, que
data de 1982. Un hecho importante de consignar
es el involucramiento del sector privado en la de-
liberación sobre el entorno urbano: en el 2002 la
Cámara Costarricense de la Construcción creó la
Comisión de Renovación Urbana. Asimismo, se
desarrollaron diversos foros de discusión sobre
gestión urbana, en los que cabe destacar la acti-
va participación de la Municipalidad de San Jo-
sé. En un tema sectorial de tanta trascendencia
para el entorno como el del transporte urbano, el
MOPT continuó promoviendo su propuesta para
reorganizar la prestación del servicio en el Área
Metropolitana de San José. 

Sin embargo, en el ámbito de las intervencio-
nes reales en el entorno urbano, los progresos son
mucho más modestos, puntuales y no necesaria-
mente articulados entre sí. Por el lado positivo, el
Gobierno Central implantó medidas obligatorias
de control sobre el estado de la flota vehicular, por
medio de la empresa Riteve S y C; la Compañía
Nacional de Fuerza y Luz avanzó en la electrifica-
ción subterránea y el cableado óptico de 350 cua-
dras del centro de la ciudad de San José; el Minis-
terio de Vivienda, por medio del PNDU, elaboró
un anteproyecto piloto de regeneración urbana en
el barrio Cristo Rey, y ha preparado otras propues-
tas específicas de renovación urbana en otros sec-
tores del Área Metropolitana de San José. El
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fondos administrados por las operadoras de pen-
siones (fondos de capitalización individual),
puesto que los datos que registra la SUPEN se re-
fieren a las cuentas abiertas en cada régimen, no
a las personas en sí, y una misma persona puede
tener cuentas abiertas en el fondo de capitaliza-
ción laboral, en el régimen obligatorio de pensio-
nes complementarias, en el régimen voluntario y
en el ahorro voluntario (SUPEN, 2003). 

El radio de soporte o número de afiliados por
cada pensionado en el régimen de IVM fue de
5,9, lo cual indica que casi seis personas están
contribuyendo por cada pensión que se está pa-
gando. Esta relación es de 6,8 para los fondos de
pensiones complementarias especiales y se redu-
ce a 3,8 si se toman en cuenta todos los regíme-
nes básicos y fondos creados por leyes especia-
les; esta disminución es causada principalmente
por el régimen no contributivo. 

Las inversiones están concentradas 
en títulos del gobierno y en el corto plazo

El total de los fondos administrados en el sis-
tema nacional de pensiones ascendía a 888.664
millones de colones a diciembre del 2002, lo que
representa un 16,2% del ingreso nacional dispo-
nible. El ente encargado de la regulación y super-
visión de las entidades que administran estos
fondos es la Superintendencia de Pensiones (SU-
PEN). Sin embargo, la acción de la SUPEN es di-
ferenciada dependiendo del régimen que se tra-
te. Por un lado están las operadoras de pensiones
complementarias40, que representan poco más de
la tercera parte de los fondos administrados y so-
bre las cuales la supervisión que se ejerce es de
naturaleza prudencial y sustentada en un impor-
tante desarrollo informático. Por otro lado están
los fondos de pensiones complementarias espe-
ciales, que representan un 13,8% del total de los
fondos administrados, en los cuales el carácter
de la supervisión que ejerce la SUPEN, aunque
pretende ser de tipo prudencial en su enfoque,
resulta más restringida y está sujeta a una admi-
nistración tradicional, con potestades de autono-
mía e incluso con limitaciones para sancionar.

Al igual que en los regímenes complementa-
rios especiales, la supervisión de la SUPEN en los
regímenes básicos, que equivalen a la mitad de
los fondos administrados, es limitada e indicati-
va. En cuanto a las pensiones con cargo al Presu-
puesto Nacional, a pesar de que se encuentran
bajo la tutela del MTSS, la Ley de Contingencia
Fiscal le otorgó a la SUPEN responsabilidades de
supervisión, que se orientan específicamente a la

Gobierno Central también financió la restaura-
ción de algunas obras patrimoniales (iglesias, el
Monumento Nacional). Se puso en vigencia un
nuevo código sísmico, valioso instrumento de
control sobre este tipo de amenaza. Por su parte, la
Municipalidad de San José continuó con interven-
ciones de remodelación urbana de espacios abiertos,
parques y construcción de bulevares. En el sector
privado, las empresas de autobuses urbanos realiza-
ron importantes inversiones para renovar su flota. 

Empero, no hay evidencia de que las tenden-
cias a una urbanización extensiva, desordenada,
con altos costos económicos y ambientales, ha-
yan variado hasta el momento, como resultado
de los avances normativos o de algunas de las ac-
ciones consignadas. El PNDU todavía no se ha
traducido en programas e intervenciones siste-
máticas de amplio impacto y carece de instru-
mentos legales para asegurar que la inversión pú-
blica y la privada se orienten de acuerdo con las
prioridades señaladas. No se logró implantar la
propuesta de sectorización del transporte urbano
metropolitano; las acciones para frenar el despo-
blamiento de San José -asunto clave para dismi-
nuir la tendencia a una urbanización extensiva-
están apenas en discusión; las fuentes de agua
para el abastecimiento humano son altamente
vulnerables a la contaminación (como se analiza
en el capítulo 4); no hubo evidencias de una dis-
minución en la contaminación del aire en la
GAM (capítulo 4) y continuó la destrucción de
obras patrimoniales, aunque logró frenarse la de-
molición de la “Casa de las Acacias”, patrimonio
ubicado al costado sureste del parque Morazán.

Acceso a regímenes de pensiones 

La valoración del acceso de la población a los
regímenes de pensiones se enfoca en tres temas
específicos: la cobertura de la fuerza de trabajo,
la administración de los fondos de reserva y la
sostenibilidad financiera del régimen de IVM.

La cobertura no alcanza 
a la mitad de la fuerza de trabajo

Según datos de la SUPEN, 721.270 personas
estaban afiliadas al régimen IVM a finales del año
2002, lo que representa un 42,6% de la fuerza de
trabajo. Como se muestra en el cuadro 2.19, el to-
tal de afiliados a los regímenes básicos y los fon-
dos creados por leyes especiales es de 814.213
personas, que representan un 48% de la fuerza de
trabajo y un 51,3% de los ocupados. No es posi-
ble saber cuántas personas están afiliadas a los
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verificación de los beneficios con apego a la Ley
(Angulo, 2003).

En el caso del principal régimen, el de IVM,
entre 1999 y el 2001 el total de pensiones aumen-
tó a una tasa promedio del 4,4% anual. Además,
durante los últimos cuatro años el número de
pensiones nuevas por invalidez ha superado a las
pensiones nuevas por vejez, y desde el 2000 hay
un incremento considerable en el número de pen-
siones nuevas en caso de muerte. De continuar el

comportamiento observado hasta la fecha, en los
próximos años el número de pensiones por inva-
lidez estaría superando el número total de pen-
sionados por vejez, con el consecuente impacto
financiero. Si la situación se mantiene como está
ahora, con una prima constante del 7,5% sobre
los salarios, en el año 2005 se presentaría un dé-
ficit de contribuciones, en el 2017 un déficit de
operación y las reservas se agotarían en el 2023.
Para evitar que ocurra un desequilibrio financiero
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CUADRO 2.19

Características generales del sistema nacional de pensiones, 
según régimen. Diciembre 2002

Régimen de pensiones Afiliadosa/ Pensionadosb/ Fondos administradosc/ Radio de soporteb/

Sistema nacional de pensiones 215.638 888.664,3

Regímenes básicos y fondos 
creados por ley especial 814.213 215.638 563.707,1 3,8
Regímenes básicos 751.023 207.851 438.929,0 3,6

Régimen IVM 721.270 123.070 376.824,6 5,9
Régimen no contributivo y otrosd/ 29.753 84.781e/ 62.104,4 0,4

Fondos de pensiones 
complementarias especiales 52.921 7.787 122.415,7 6,8

Entidades públicas 45.396 6.733 73.397,7 6,7
Bancos estatales 7.525 1.054 49.018,0 7,1

Fondos especiales 10.269 2.362,4

Fondos administrados por 
operadoras de pensiónf/ 324.957,2
Régimen voluntario de pensiones 
complementarias 190.922 233.911,9
Régimen obligatorio de pensiones 
complementarias 1.174.768 52.204,4
Fondos de capitalización laboral 1.266.866 36.027,6
Ahorro voluntario 49.827 2.813,2

Ahorro voluntario Ley 7983 34.478 1.191,8
Fondos de capitalización 
individual Ley 7523 15.349 1.621,4

a/ Los afiliados a los fondos administrados por operadoras de pensiones se refiere al número de cuentas abiertas en cada régimen. Una persona puede tener cuentas en varios regímenes;

por tanto, el total de personas afiliadas a estos fondos no es excluyente entre regímenes.

b/ Los regímenes que no presentan información implican fondos de capitalización individual que aún no tienen pensionados.

c/ En millones de colones. Corresponde al saldo total de inversiones.

d/ Se incluye además del régimen no contributivo (CCSS), el fondo de capitalización colectiva del Magisterio Nacional y el fondo de pensiones del Cuerpo de Bomberos. No están disponibles

los datos del fondo de pensiones del Poder Judicial, que es uno de los regímenes básicos.

e/ Incluye a 57 pensionados del fondo de capitalización colectiva del Magisterio Nacional y 127 pensionados del fondo de pensiones del Cuerpo de Bomberos.

f/ Fondos administrados en colones y en dólares. En octubre del 2002 se presentó una importante disminución en el volumen administrado de los fondos de pensión voluntarios en dólares.

No obstante, lo anterior no se refleja en el saldo total en colones, debido al efecto del tipo de cambio al convertir las cifras en dólares a colones.

Fuente: Elaboración propia con base en SUPEN, 2003.



El papel de la inversión social en el 
mejoramiento de las condiciones de vida

La inversión social41 es uno de los principales
mecanismos redistributivos que permiten am-
pliar las oportunidades para el acceso de la po-
blación a servicios sociales de calidad. De ahí
que una pregunta fundamental que se plantea el
Informe es si la sociedad costarricense logró for-
talecer la inversión social dirigida a la satisfac-
ción de las necesidades básicas de la población y
a la potenciación de las capacidades humanas.

Datos preliminares muestran que en el año
2002 la inversión social alcanzó 1.194.818
millones de colones del 2002, para una inversión
anual por habitante de 292.159,5 colones (gráfi-
co 2.6). Esto significa que el país invirtió en

y actuarial insostenible en el régimen de IVM es ne-
cesario tomar medidas tales como aumentar las co-
tizaciones, revisar el régimen actual de beneficios a
fin de racionalizar sus costos, controlar a el número
de pensionados por invalidez, poner coto a la eva-
sión y la morosidad, así como extender la cobertura
del régimen (Aguilar, 2003). 

También es conveniente elaborar una estrate-
gia de diversificación de la cartera de inversiones,
orientada a reducir la elevada concentración de
inversiones en el Gobierno, puesto que un 87% se
encuentra invertido en el Ministerio de Hacienda.
Además, se debe procurar un rendimiento real po-
sitivo de las inversiones futuras y ampliar la es-
tructura de la cartera por plazos, ya que apenas el
72% de las inversiones está colocado a más de tres
años (Aguilar, 2003) (recuadro 2.7).
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RECUADRO 2.7

Un estudio publicado en abril del 2003 identifica los principales pro-
blemas en el sistema multipilar de pensiones y vincula las medidas ne-
cesarias para restablecer el equilibrio del régimen de IVM con el cum-
plimiento de los acuerdos del Foro Nacional de Concertación y la
ampliación de los derechos estipulados en la Ley de Protección al Tra-
bajador (LPT), en cuanto a la universalización de la cobertura, el mon-
to de las pensiones y aspectos de equidad y representatividad. El estu-
dio identificó cinco problemas:

■ Rendición de cuentas de las medidas de la LPT: hasta el momento la
CCSS no ha proporcionado información ni indicadores que permitan
evaluar la ejecución de medidas relativas al fortalecimiento del régi-
men IVM y del régimen no contributivo (RNC). La rendición de cuen-
tas a la ciudadanía incluye, pero trasciende, el informe de labores y re-
quiere mecanismos institucionales claros para premiar o castigar el
desempeño institucional. Como primer paso, la CCSS debería brindar
información pública semestral sobre recaudación, inversión y medidas
relacionadas.

■ Universalización de la cobertura del régimen IVM: la brecha entre las
pensiones de los trabajadores asalariados y las de los independientes
se acentuará considerablemente con la evolución del segundo pilar de
pensiones. Por tanto, es indispensable que el primer pilar (IVM) sea
universal para toda la población trabajadora. Debe procurarse el ase-
guramiento de todos los trabajadores independientes, especialmente
los campesinos, los grupos con condiciones de trabajo especiales, las
mujeres que no realizan trabajo remunerado, así como el asegura-
miento directo de las mujeres que trabajan en forma remunerada, pe-
ro que son aseguradas indirectas o familiares.

■ Restablecimiento de la sostenibilidad financiero-actuarial de IVM: la
reforma paramétrica del régimen IVM es crucial; si no se implementa,
todo el sistema de pensiones colapsará, debido a la quiebra de su ba-
se. También es necesario tomar medidas para reducir la evasión, la
subdeclaración y la morosidad, así como que el Estado cumpla con sus
obligaciones fiscales con la CCSS.

■ Monto de las pensiones: revalorización, tasa de reemplazo y discrimi-
nación de género. Se deben introducir mecanismos transparentes que
regulen el ajuste periódico del monto de las pensiones de IVM, así co-
mo asegurar que no habrá cambios importantes en la tasa de reem-
plazo, que serán inevitables si no se implementan las reformas nece-
sarias para afrontar la sostenibilidad del régimen. Además, se deben
diseñar políticas que corrijan las diferencias existentes entre las pen-
siones por género.

■ Equidad, representatividad y aspectos administrativos: es importante
hacer un estudio de los regímenes especiales y analizar las ventajas y
desventajas de su integración y homologación. En cuanto a represen-
tatividad, no se ha creado el Comité de Vigilancia del IVM previsto en
la LPT, ni se han realizado asambleas de sectores, en las cuales la
CCSS debía rendir cuentas de los avances en la ejecución de la LPT.
Además, las operadoras de pensiones complementarias (OPC) debe-
rían suministrar a los afiliados información sencilla y comparada sobre
su desempeño, para que estos puedan seleccionar las mejores y así
estimular la competencia entre ellas.

Las soluciones propuestas a estos problemas son de dos tipos. Las
primeras se refieren a la rendición de cuentas y el establecimiento in-
mediato del paquete de medidas prescrito por la LPT. Deben conocer-
se, además, los impactos esperados en materia de sostenibilidad del
régimen de IVM. El segundo grupo de soluciones tienen que ver con
nuevas medidas que fortalezcan dicha sostenibilidad financiera y, para
ello, es esencial que la CCSS abra el acceso a información actuarial y
financiera que permita diseñar escenarios de reforma que combinen
las medidas propuestas.

Hay, en suma, un problema de transparencia que es necesario resol-
ver si se quiere que la transformación del sistema de pensiones forta-
lezca y legitime los mecanismos que la democracia costarricense ha
creado para formular y reformular las políticas de Estado.

Fuente: Martínez y Mesa-Lago, 2003.

La reforma de pensiones en Costa Rica: avances, 
problemas pendientes y recomendaciones



programas sociales financiados a través del gasto
público, cada mes, el equivalente a cerca de
24.347 colones por persona (Trejos, 2003). Esta
inversión social representa casi el 19,7% de la
producción nacional (prioridad macroeconómica)
y equivale al 74,9% del gasto del Gobierno Gene-
ral (prioridad fiscal)42. Comparada con la inver-
sión social de inicios de los años noventa, esta re-
sulta superior en un 61,8% vista globalmente, o
en un 20,7% en términos per cápita. Si bien la in-
versión social ha venido aumentando, la magni-
tud de los rezagos en el acceso a servicios sociales
documentados en las secciones previas deja claro
que el esfuerzo público por ampliar las oportuni-
dades de la población es aún insuficiente.

La estructura por funciones o sectores no re-
fleja mayores cambios: tres sectores dominantes
(educación, salud y seguridad social) que mues-
tran tamaños similares y absorben cerca del 90%
de la inversión social, un sector vivienda que
ronda el 10% y un sector cultura y recreación
que tiene un peso marginal, sin lograr captar si-
quiera el 1%. 

En las próximas secciones se valora tanto la
magnitud como la composición de la inversión so-
cial, se evalúa el comportamiento de la misma al
interior de los sectores y se registran algunos indi-
cadores sobre la equidad en su distribución (recua-
dro 2.8). Es importante aclarar que en esta edición
no se analiza el financiamiento de la inversión so-
cial, ni temas de eficiencia, eficacia o impacto. Es-
to aspectos serán desarrollados en posteriores en-
tregas del Informe Estado de la Nación.

Vivienda, educación y salud, crecen en el último año

La inversión social creció un 5,8% entre el
2001 y el 2002, en tanto que en términos per cá-
pita su expansión real sería de alrededor de
3,7%. Esto significaría una aceleración con res-
pecto a los cuatro años previos y una profundi-
zación de la tendencia alcista de la última déca-
da. No obstante, estas estimaciones hay que
verlas con cautela, en virtud de los cambios me-
todológicos en las técnicas presupuestarias intro-
ducidas por la Ley de Presupuestos Públicos, del
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del gasto social). A continuación se presentan los
resultados de este análisis desagregado, comparan-
do la evolución entre los años 2000 y 2001.

A lo interno del sector educación, la educa-
ción preescolar es la que más se expande, segui-
da por la especial, aunque dentro de los incenti-
vos para estudiar se observa un gran crecimiento
de las becas (153%). Este aumento se da a costa
de los comedores escolares, que reducen sus re-
cursos en cerca de un 10% per cápita. Esta con-
tracción, a su vez, afecta a todos programas de
alimentación complementaria, ya que los progra-
mas de nutrición (CEN-CINAI) en el sector de
salud también se contraen, un 27,6% per cápita.
Dentro de la educación general, la educación
abierta muestra una notable contracción, en tan-
to que la educación superior se mantiene sin
cambio en términos reales cuando se mira el gas-
to total, pero se reduce cuando se examina en
términos per cápita (-1,8%). La formación profe-
sional, por el contrario, registra una fuerte ex-
pansión (9,1% per cápita).

En el sector salud, dentro del marco de un li-
mitado crecimiento real, los gastos del Ministerio

200143. La evolución sectorial o por función
muestra a los sectores de vivienda (con un creci-
miento del 6,6% per cápita), educación (5,7%) y
salud (4,6%) como los más dinámicos del último
año. El sector de seguridad social se expandió a
tan sólo un 1% per cápita, en tanto que el sector
de cultura y recreación registró una contracción
del 11% en términos per cápita entre los años
2001 y 2002 (Trejos, 2003).

Precisando las características de la inversión social 

Más allá de conocer la magnitud y evolución de
la inversión social agrupada en grandes funciones
o sectores, interesa analizar la estructura al interior
de cada sector y construir algunos indicadores de
equidad distributiva. Un abordaje de este tipo per-
mite identificar de manera general algunas orienta-
ciones en las prioridades de la política social. Por
ejemplo, dentro del gasto educativo se privilegia la
educación general (3 de cada 4 colones se destinan
a ella), dentro del sector salud se pone énfasis en
los gastos curativos (8 de cada 10 colones) y el sec-
tor cultural no es una prioridad (recibe sólo un 1%
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RECUADRO 2.8

En el presente Informe, el análisis y asignación de la inversión social
se hace a partir de información de las fuentes presupuestarias y las en-
cuestas de hogares que realiza el INEC.

La principal fuente presupuestaria es la Secretaría Técnica de la Au-
toridad Presupuestaria (STAP) del Ministerio de Hacienda, que aporta
la consolidación funcional del gasto público bajo un criterio de regis-
tro uniforme con base a efectivo. Aunque la STAP introdujo modifica-
ciones en el año 2002, al agregar la consolidación interfuncional de las
cifras de gasto, en las estimaciones del presente capítulo, y con el fin
de mantener la comparabilidad, se utilizan estimaciones de gasto de
cada función sin incluir esa consolidación adicional.

En todo caso, esta información se torna insuficiente para un análisis
más profundo al interior de las funciones del sector social, por lo que
se requiere acudir a las liquidaciones presupuestarias de ciertas insti-
tuciones clave del sector social. Estas instituciones son el MEP y sus ór-
ganos presupuestarios anexos, el MINSA y sus órganos presupuesta-
rios anexos, la CCSS, la Junta de Protección Social de San José y el
FODESAF, entre otros. Por la disponibilidad de datos pertinentes, el
análisis detallado se limita al 2001.

Para la identificación de los beneficiarios directos y efectivos de los dis-
tintos programas sociales, se acude a la Encuesta de Hogares de Propó-
sitos Múltiples del INEC. Esto implicó el procesamiento de la encuesta del
2001 y de otras de años previos, que aportan información sobre benefi-
ciarios que esta última no ofrece o que no estaba disponible.

Información complementaria proviene del Banco Central de Costa
Rica, en lo relativo a producción y precios, y del Centro Centroameri-
cano de Población, en lo referente a las estimaciones de población, ac-
tualizadas con el Censo 2000.

Para el procesamiento de la información se usa la clasificación funcio-
nal de la STAP, que identifica cinco funciones sociales, en torno a las cua-
les se agrupan 57 instituciones o unidades presupuestarias. Las únicas ex-
cepciones son el INAMU y el Movimiento Nacional de Juventudes, que
para efectos del análisis de este capítulo se reclasificaron en otra función.

Partiendo de esta clasificación funcional, se revisó y depuró la informa-
ción para reducir duplicaciones, eliminar componentes que no son gasto so-
cial (concesión neta de préstamos, premios de lotería, etc.), abrir ciertas ins-
tituciones por programas (MEP, CCSS, JPSSJ, FODESAF) y reagrupar la
información en 37 macroprogramas que resumen el gasto social.

Una vez definidos los programas, para cada uno se identifican los
beneficiarios efectivos por grupo de edad, estrato de ingreso, región,
zona y sexo. Con esta información, se asignan los macroprogramas en
cada una de las categorías previas, según los beneficiarios efectivos. A
partir de estos resultados es posible, finalmente, construir algunos in-
dicadores sobre la equidad en la asignación de la inversión social. Cer-
ca del 95% del gasto se asigna siguiendo un criterio directo, esto es,
con identificación de los beneficiarios efectivos.

Fuente: Trejos, 2003.

Consideraciones metodológicas sobre el análisis de la inversión social



respectivo no asignados a programas específicos
(rectoría) muestran una considerable expansión
(43,7% per cápita). La atención primaria presen-
ta una leve ampliación (1,4% per cápita), que es
superada por los gastos en servicios hospitalarios
(2,9% per cápita), lo cual es indicativo de un es-
fuerzo mixto por apoyar las actividades de pro-
moción y del primer nivel de atención. Las otras
actividades, como prevención de drogas (IAFA,
CENADRO) y los programas de nutrición expe-
rimentan contracciones, como parte de una re-
ducción más general de los recursos asignados a
FODESAF y, por ende, al apoyo de los grupos
vulnerables.

Lo anterior es claro al constatar la evolución
de los programas del sector de seguridad social,
pues los recursos asignados a las actividades de
apoyo a los grupos vulnerables se contraen en un
4,7% en términos per cápita. Sin embargo, la
contracción no es general y, entre estos progra-
mas, los dirigidos a la población con discapaci-
dad, en riesgo social y a las mujeres muestran
una expansión real. Los gastos reales asociados
con las pensiones contributivas se incrementan a
un ritmo del 5,8% total (3,6% per cápita), por
encima de la media del sector y del gasto social
total, continuando así con el proceso de ganar
participación en la asignación de recursos. Den-
tro de este rubro, las pensiones del Magisterio

crecen a un ritmo global cercano al 11% real, o
su equivalente per cápita del 8,3%.

En el sector vivienda, los servicios municipa-
les son los más dinámicos, con un crecimiento
de 2,8% per cápita, seguidos por los programas
de vivienda, con un 1,0% de aumento real. Por
el contrario, los recursos asignados al suministro
de agua se contraen un 4,0% real per cápita,
principalmente por la reducción de los progra-
mas de acueductos rurales.

En salud y educación, la inversión social 
no garantiza reposición de infraestructura

Al analizar la composición de la inversión so-
cial por clasificación económica se tiene una idea
de la forma en que están organizados los distin-
tos sectores. Globalmente, el 44,6% de la inver-
sión social se compone de pago de sueldos y sa-
larios (incluyendo las cargas sociales), seguido
por las transferencias corrientes (34,3%), que
también comprenden el pago de intereses, aun-
que estos son marginales dentro del gasto social.
La compra de bienes y servicios aporta un
13,6%, de modo de que los gastos corrientes, la
suma de los rubros anteriores, representa el
92,5%. Esto significa que el gasto en desarrollo,
o gasto de capital, representa sólo cerca del 7%
de la inversión social (cuadro 2.20).
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CUADRO 2.20

Indicador Gasto total Educación Salud Seguridad social Vivienda Otrosa/

Monto 2001 (millones) 937.166,3 278.381,4 276.197,6 271.391,4 102.136,9 9.058,9 
Composición (%) 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 

Sueldos y salarios 44,6 76,4 54,8 7,5 29,6 40,6 
Bienes y servicios 13,6 6,4 26,9 3,4 23,2 25,8 
Transferencias corrientesb/ 34,3 12,9 12,5 87,0 12,3 24,3 
Gastos de capital 7,5 4,4 5,9 2,1 34,8 9,2 

Distribución (%) 100,0 29,7 29,5 29,0 10,9 1,0 
Sueldos y salarios 100,0 50,8 36,2 4,9 7,2 0,9 
Bienes y servicios 100,0 14,0 58,3 7,2 18,7 1,8 
Transferencias corrientesb/ 100,0 11,1 10,8 73,5 3,9 0,7 
Gastos de capital 100,0 17,3 22,9 8,1 50,4 1,2 

Variación real 2000/2001 4,3 5,6 2,9 4,5 2,6 27,9 
Sueldos y salarios 1,1 2,2 -1,2 0,2 6,2 -0,3 
Bienes y servicios 8,7 11,5 5,2 -13,7 31,2 25,2 
Transferencias corrientesb/ 10,4 35,3 9,9 5,9 35,6 132,3 
Gastos de capital -7,9 -7,2 19,8 1,4 -18,6 45,5 

a/ Incluye servicios culturales, recreativos y deportivos.

b/ Incluye pago de intereses, que representan el 0,4% del gasto social total.

Fuente: Trejos, con base en datos de la STAP y de las instituciones involucradas.

Composición del gasto público social y su evolución. 2000-2001
(millones de colones corrientes)
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Esta composición presenta variaciones im-
portantes en cada sector. En el educativo, el pa-
go de sueldos y salarios absorbe el 76,4% del
gasto. En el sector salud, por el contrario, la ma-
yor demanda de insumos hace que las compras
de bienes y servicios absorban poco más de una
cuarta parte del gasto, lo que reduce el peso del
pago de salarios. Ambos sectores, educación y
salud, muestran una proporción de gastos de ca-
pital limitada, por debajo del 10% que se estima
necesario para garantizar el mantenimiento y re-
posición de la infraestructura utilizada.

El gasto en el sector de seguridad social, co-
mo era de esperar, exhibe una concentración im-
portante en el pago de transferencias corrientes
(pensiones y ayudas), ya que estas representan el
87,0%. Del mismo modo, no sorprende que en
el sector vivienda el 34,8% del gasto se destine a
inversión. El sector de servicios culturales y re-
creativos, pese a su limitado tamaño, muestra
una composición más balanceada en su gasto.

La evolución real de cada rubro de gasto ofre-
ce una idea de las prioridades sectoriales y del ti-
po de acción seguida. Globalmente, los ya limi-
tados gastos de desarrollo o de capital se
contrajeron en un 7,9% entre el año 2000 y el
2001, especialmente en educación y vivienda.
Los salarios, por su parte, sólo crecieron un
1,1%, contra el 4,3% del gasto global, acompa-
ñados de una contracción en el sector salud.

El hecho de que las compras de bienes y ser-
vicios y las transferencias corrientes sean las que
más se expanden, sugiere una tendencia hacia la
compra de servicios a proveedores privados y
también a un aumento de los gastos asistenciales
o las simples transferencias de dinero, en lugar
de la prestación de los servicios. Si ello mejora la
eficiencia y la eficacia de la inversión social es un
tema por analizar, para lo cual es indispensable
contar con indicadores específicos de impacto,
que en general han estado ausentes de los esfuer-
zos evaluativos del sector social (educación, sa-
lud, seguridad social y vivienda).

Impacto distributivo de la inversión social 

La inversión social se distribuye de manera
más equitativa que los ingresos, es decir, es pro-
gresiva. Más aún, los primeros tres deciles de la
población reciben marginalmente por encima de
su peso, mientras que a partir de cuarto decil y
hasta el octavo, las familias reciben menos que su
peso poblacional. Así, el último quintil recibe un
25% del gasto social y el último decil un 14%,
con lo cual en este último estrato se pierde el

carácter proporcional del gasto social en su com-
paración con la “línea de equidistribución”.

El gráfico 2.7 resume esta información en tér-
minos de funciones. Muestra que los gastos en sa-
lud se ubican por encima de la diagonal, por lo que
los grupos más pobres reciben más de ellos y resul-
tan, entonces, los más progresivos de todos. Los
gastos en educación, como conjunto, se traslapan
con la diagonal, por lo que su distribución es pro-
porcional, aunque, como se verá más adelante, ello
no es cierto para todos los niveles de educación.

Los gastos en el sector vivienda y territorio
también tienden a ubicarse en torno a la diago-
nal, aunque se vuelven más progresivos a partir
del cuarto decil. Por el contrario, los gastos en el
sector cultura y recreación y los del sector de se-
guridad social presentan una fuerte concentra-
ción en los estratos de mayores ingresos, aunque
la desigualdad no supera a la mostrada por la
distribución de los ingresos.

Mayor desigualdad en los programas contributivos

Una forma alternativa de analizar la capaci-
dad distributiva de la inversión social es estudiar
su comportamiento según el criterio de acceso
de la población a los distintos programas. Por
ejemplo, un programa de acceso universal, obli-
gatorio y costeado por el Estado, como el esta-
blecido constitucionalmente en materia de edu-
cación básica, debería mostrar una distribución
proporcional y la progresividad podría evaluarse
como una característica negativa. Para hacer este
análisis, los programas han sido ordenados en
cuatro tipos (cuadro 2.21).

Con base en la asignación por personas y
programas es posible identificar la distribución
de la inversión social en cada tipo de programa;
el gráfico 2.8 resume estos resultados. Los pro-
gramas más progresivos son, como era de espe-
rar, los selectivos, que se fundan en la necesidad
como criterio de acceso. Pese a su progresividad,
es claro que los deciles superiores aún aparecen
disfrutando de una parte de los beneficios de la
inversión social, lo que sugiere la presencia de
filtraciones que demandan corrección. Los pro-
gramas universales siguen a los anteriores en pro-
gresividad, lo cual significa que los grupos más
pobres acceden en una mayor proporción a sus
beneficios. Aunque parte de esta progresividad se
fundamenta en una mayor necesidad (mayor mor-
bilidad o más niños en edad escolar), no deja de
reflejar una potencial segmentación de los servi-
cios, con consecuencias negativas en la integra-
ción social y la construcción de ciudadanía.
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Costa Rica: distribución del ingreso y del gasto social por función. 2001

Fuente: Trejos, 2003, a partir de STAP y EHPM, INEC.

CUADRO 2.21

Tipos de programas sociales según criterios de acceso

Tipos Criterio de acceso Programas

Universales

Acceso restringido

Selectivos

Contributivos

Universales en su acceso y estatales
en su suministro

Depende del cumplimiento de cier-
tas condiciones previas o contra un
pago respectivo

Responde a necesidades específicas
de la población vulnerable

El acceso lo determinan la adscrip-
ción y la contribución durante cierto
tiempo claramente establecido

Educación general regular (preescolar, prima-
ria, secundaria y especial), programas de
atención de la salud (rectoría, atención prima-
ria, consulta externa, hospitalización y pre-
vención de drogas) y regulación del trabajo.

Educación abierta, post-secundaria y forma-
ción profesional, acueductos nacionales ma-
nejados por el ICAA, servicios municipales y
servicios culturales y recreativos.

Incentivos para estudiar, nutrición, vivienda,
pensiones no contributivas, acueductos rura-
les y el resto de programas de apoyo a grupos
vulnerables.

Pensiones contributivas.

Fuente: Trejos, 2003.



hecho de que el ingreso familiar per cápita se
asocia en sentido inverso con el tamaño de las fa-
milias. Dicho en otras palabras, las familias de
menores ingresos tienen más miembros, y en es-
pecial más niños. Esto significa que, si bien las
familias de los primeros deciles están recibiendo
una mayor porción del gasto, ello no implica, ne-
cesariamente, que cada miembro esté recibiendo
más. Incluso es factible que el gasto por miem-
bro sea menor. 

Un análisis de la inversión social per cápita por
decil de ingreso familiar muestra que, en los pri-
meros siete deciles, sus miembros reciben una in-
versión por debajo de la media nacional, en tanto
que las personas ubicadas en los tres deciles más
ricos la reciben, en forma creciente, por encima de
la media nacional. Esto hace que una persona per-
teneciente al 10% más rico de las familias reciba un
gasto social de 450.000 colones al año, esto es, el
doble de lo que percibe por la acción estatal una
persona perteneciente al 10% más pobre de las fa-
milias, que corresponde al grupo que se considera
en situación de pobreza extrema.

Visto por función del gasto, esta mayor por-
ción de la inversión social captada por los estra-
tos de mayor ingreso, particularmente el 10%
más rico, es explicada por los gastos en seguri-
dad social, que representan el 62% del gasto

Los programas que tienen restricciones en su ac-
ceso por condiciones previas de los beneficiarios (ca-
pacidad de pago o cumplimiento de ciertos requisi-
tos) se tornan regresivos cuando se confrontan con la
línea de equidistribución, pese a que su distribución
es menos regresiva que la distribución de los ingre-
sos. Finalmente, los programas contributivos son los
que muestran una regresividad mayor, que incluso
supera la regresividad de la distribución de los ingre-
sos. Este resultado era previsible, al considerar que
quienes acceden a estos programas son, en su mayo-
ría, personas que disfrutan de ingresos más altos, por
haber laborado en los sectores formales de la econo-
mía y porque las pensiones se asocian directamente
con los ingresos percibidos. Este resultado muestra
claramente un problema de exclusión para los perso-
nas de menores ingresos, aunque no necesariamente
de equidad, si las pensiones corresponden a lo efec-
tivamente aportado por los trabajadores durante su
vida activa. En tanto el perfil de beneficios no corres-
ponda a las contribuciones realizadas, se estaría tam-
bién ante a un problema de inequidad.

La inversión social 
per cápita tiene un sesgo regresivo

La visión tradicional de la distribución del
gasto social con el diagrama de Lorenz omite el
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social del último decil (284.000 colones), gasto
que también se incrementa en los dos deciles
previos. Asimismo, los gastos en educación au-
mentan ligeramente en los últimos tres deciles,
situación opuesta a los gastos en salud, que tien-
den a ser más importantes en los deciles inferio-
res. Los gastos en vivienda y territorio muestran
un monto muy similar por deciles, y los del sec-
tor recreación y cultura, si bien aumentan al pa-
sar a estratos de mayores ingresos, tienen peso
marginal que no genera cambios perceptibles. 

Ampliar la cobertura educativa 
mejora la equidad del gasto social

El análisis también es pertinente por grupo
de edad, pues las familias más pobres tienen más
población infantil y la ciudadanía demanda ser-
vicios diferentes según su edad. Los niños meno-
res de 6 años, los jóvenes de 15 a 17 y los adul-
tos en edad activa son los que reciben una menor
cuantía del gasto social. En los menores de 6
años el gasto proviene fundamentalmente de los
programas de salud, que son universales (67%
del gasto recibido), en tanto que el escaso desa-
rrollo de los programas de educación para este
grupo etario hace que perciban un monto menor.
La mayor cobertura de los programas de educa-
ción entre la población de 6 a 14 años permite
que este grupo capte, en promedio, una propor-
ción superior a la media nacional. Por el contra-
rio, la menor asistencia de las y los jóvenes al co-
legio a partir de los 15 años, reduce el monto del
gasto que recibe este grupo. Es claro, entonces,
que aumentar el gasto social en educación para
ampliar la cobertura de los menores de 6 años y
para retener a los que alcanzan los 15 años, ten-
dría un impacto significativo en mejorar la equi-
dad de la inversión social. 

La población adulta en edad activa capta una
limitada porción del gasto social, que además es
decreciente conforme aumenta la edad. Los más
jóvenes (de 18 a 29 años) reciben un gasto me-
nor a la media, pero superior al percibido por los
niños menores de 6 años. Esto se debe a que to-
davía se destina a este grupo un componente im-
portante de la inversión en educación post-se-
cundaria (44% del gasto recibido) y en salud y,
por ende, en las políticas universales (47%). Los
plenamente activos (de 30 a 49 años) son los que
se benefician directamente con una menor inver-
sión social (25% por debajo del promedio nacio-
nal); la mayor parte proviene de los programas
de salud (46%) y, por lo tanto, de políticas uni-
versales (48%). 

Finalmente, los adultos de 50 o más años re-
ciben un gasto social por persona que duplica la
media nacional. Para la población de 50 a 64
años este gasto es un 60% mayor al promedio, y
para los que tienen 65 o más años de edad, el
gasto casi triplica la media nacional. Para ambos
grupos, de modo creciente, los programas de se-
guridad social son las fuentes principales (69% y
76%, respectivamente). Ello obedece al creciente
peso de los programas selectivos y, en especial, a
las pensiones contributivas, que corresponden al
63% del gasto en la población de 50 a 64 años y
el 65% de lo recibido por los mayores de 64
años. La fuerte concentración de estos pagos en
el grupo más joven sugiere la existencia de pro-
gramas con beneficios generosos en cuanto a la
edad de retiro. Al ser una fuente de inequidad en
la asignación del gasto social, y al tener un com-
portamiento expansivo, el pago de pensiones
contributivas no sólo estruja al resto de la inver-
sión social, sino que deteriora su progresividad.

Por sexo, las mujeres reciben una porción lige-
ramente mayor de la inversión social (5%) que los
hombres y se observan cambios en la composición
del gasto. Los gastos asociados a salud son mayo-
res entre las mujeres (obviamente incluye materni-
dad) y se compensan con menores gastos en edu-
cación y, sobre todo, en seguridad social. Ello
explica por qué las mujeres captan una porción
mayor de los programas universales (54%) y una
menor porción en los programas contributivos
(19% en las mujeres, contra 28% en los hombres).
Por regiones de planificación, la Central y la Brun-
ca son las que captan una inversión social por ha-
bitante mayor, aunque sólo un 45% por encima
del promedio nacional, en tanto que las regiones
Huetar Atlántica y Huetar Norte son las que perci-
ben menor inversión por habitante. Esta última re-
cibe casi un 19% menos de inversión que la media
nacional, hecho que se asocia con un menor gasto
en educación y vivienda (Trejos, 2003).

Un entorno de seguridad humana y 
desarrollo de capacidades creativas

Dar seguimiento a la aspiración de un entor-
no de seguridad humana y desarrollo de las ca-
pacidades creativas de las personas es una tarea
compleja, que requiere el abordaje de distintos
temas en los que no siempre hay información ge-
nerada y actualizada con regularidad. Por tal mo-
tivo, esta sección explora este año dos asuntos
puntuales: por un lado, la violencia contra las
mujeres, por ser esta una de las manifestaciones
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muertes ocurridas por violencia sexual, por
violencia doméstica a manos de otros familiares
y los crímenes pasionales (4, 5 y 4 mujeres,
respectivamente), se obtienen los casos de
femicidios, que suman 24 para ese año. Estos fe-
micidios son la manifestación más extrema de las
agresiones que viven las mujeres de todas las
edades, por su condición social de género (Car-
cedo, 2003), pero más allá de estas muertes, co-
tidianamente miles de mujeres viven agresiones
físicas, psicológicas, sexuales y patrimoniales en
el hogar, en el trabajo, en los centros de estudios,
en las instituciones donde se prestan servicios,
en grupos religiosos y políticos, o en la calle.
Existen diferentes tipos de violencia contra las
mujeres, pero en el país se ha iniciado apenas el
registro de algunas de las expresiones que tienen
lugar en el ámbito familiar. Un total de 46.012
demandas por violencia doméstica presentadas
en el 2002, 78.424 llamadas realizadas ese mis-
mo año al servicio de emergencias 911 solicitan-
do apoyo por situaciones de agresión doméstica,
65.411 procesos de pensiones alimentarias acti-
vos al finalizar el año y más de 4.000 denuncias
por delitos sexuales intra y extrafamiliares, dan
una idea de la magnitud del problema, tomando
en cuenta que sólo una parte de las mujeres mal-
tratadas recurre a estos espacios. 

De las estadísticas que ha comenzado a llevar
el Poder Judicial, es preocupante que en el 2002
aumentara la proporción de casos terminados
por levantamiento de la medida de protección,
un 43%, respecto a un 36% del año anterior. La
cifra del 2002 se vuelve a colocar en el nivel que
alcanzó en el 2000 (cuadro 2.22).

más graves de la inequidad social, que atenta
contra el logro del desarrollo humano de cual-
quier nación y, por otro lado, una primera apro-
ximación sobre el acceso de la población a la
producción artística, tema que se espera ir am-
pliando en futuros Informes, con una visión más
abarcadora del concepto de cultura. 

La violencia contra la mujer 
pierde especificidad en su tratamiento

La violencia contra las mujeres no se produ-
ce en forma casual; por el contrario, la mayoría
de los casos expresa la condición de subordina-
ción y discriminación en que la sociedad coloca
a la población femenina y, por tanto, se trata de
un fenómeno que abarca los diferentes ámbitos
de la vida social. Además, la agresión contra las
mujeres representa un problema de seguridad
ciudadana y constituye un factor de desintegra-
ción social al que se debe dar seguimiento per-
manente. La violencia intrafamiliar y la violencia
sexual -que no son las únicas expresiones de la
violencia basada en la desigualdad de género-
causan anualmente la pérdida de 1,9 millones de
años de vida saludable para las mujeres de todo
el mundo. Por tratarse de un problema universal,
de gran magnitud y graves implicaciones, desde
1993 la Organización de las Naciones Unidas re-
conoce la violencia contra las mujeres como una
violación de los derechos humanos. 

En el 2002 fueron asesinadas 11 mujeres por
violencia doméstica, considerando únicamente
los casos en los que medió una relación de pareja
(2 más que en el 2001). Si se consideran las
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CUADRO 2.22

Casos entrados, casos en trámite y casos terminados en los juzgados
de violencia doméstica. 1998-2002

1998 1999 2000 2001 2002a/

Entrados 20.996 26.437 32.643 43.929 46.012
Trámite 6.421 7.886 9.756 11.600 11.371
Terminados 19.514 25.023 30.852 42.258 46.307

Levanta medida 9.187 12.464 13.212 15.993 19.715
Mantiene medida 4.150 5.958 8.982 13.554 16.689
Arreglo 1.446 1.588 393 180
Incompetencia 254 211 585 2.659
Orden de archivo 2.057 2.263 4.465 5.916
Otros 2.420 2.539 3.215 3.956

a/ Datos preliminares.

Fuente: Anuario de Estadísticas e informes trimestrales del Poder Judicial, 2002.



Cumplimiento de la Convención 
de Belem do Pará: resultados dispares

En 1994, la OEA aprobó la “Convención inte-
ramericana para prevenir, sancionar y erradicar la
violencia contra las mujeres” (Convención de Be-
lem do Pará), que obliga a los Estados firmantes a
emprender acciones para confrontar el problema y
para promover cambios jurídicos, institucionales y
culturales que apunten a su erradicación. Belem do
Pará compromete a abordar la violencia específica
que se ejerce contra las mujeres como tales, seña-
lando que esta violencia es “una manifestación de
las relaciones de poder históricamente desiguales
entre mujeres y hombres”. Costa Rica ratificó este
instrumento en 1995.

Un balance del cumplimiento de esta Con-
vención deja un saldo desigual, en el que, en pri-
mera instancia, se contabilizan importantes lo-
gros. Costa Rica fue el primer país en incluir la
violencia patrimonial en su legislación, así como
la protección frente a la violencia simbólica que
puede darse en la propaganda. La Ley de Pater-
nidad Responsable, aprobada en el 2001, tam-
bién colocó al país en la vanguardia continental.
En el combate de la violencia intrafamiliar, y oca-
sionalmente de la violencia contra las mujeres, se
han involucrado los tres poderes del Estado, y se
han establecido alianzas entre las organizaciones
de la sociedad civil y las estatales. Estas alianzas
llegan al nivel local, con la conformación de re-
des interinstitucionales presentes en la actuali-
dad en 49 localidades.

Muchas instituciones cuentan con planes
anuales para la atención y prevención de la vio-
lencia intrafamiliar y algunas de ellas tienen re-
cursos asignados en el presupuesto institucional
para desarrollarlos. Existen programas de aten-
ción especializados en centros de salud y en al-
gunas municipalidades, así como tres albergues
estatales, lo que favorece la descentralización de
los servicios. El trabajo en prevención, incluyen-
do la capacitación de profesionales, funcionarios
y funcionarias, es amplio; en él se han involucra-
do numerosas instituciones y abarca a una gran
diversidad de poblaciones particulares. Asimis-
mo, se han realizado campañas de información y
sensibilización en medios de comunicación, al-
gunas de gran calidad tanto en los contenidos
como en la forma, y en el campo de la investiga-
ción se han efectuado numerosos estudios, algu-
nos de ellos muy novedosos. 

Pero, junto a estos logros y avances, hay tam-
bién grandes deudas en el balance de cumpli-
miento de Belem do Pará. Entre ellas destacan:

■ El abordaje de la violencia sexual: los primeros
esfuerzos en este campo, específicamente en
relación con el acoso sexual, no han generado
los resultados que se esperaba, por lo que ac-
tualmente se revisa la ley de 1995. También es-
tá en proceso la formulación de una propuesta
de servicios de atención para mujeres violadas
y asaltadas sexualmente. En el reconocimiento
y abordaje de la violencia institucional hay un
vacío total de acciones, lo mismo que en lo
concerniente a la reparación integral del daño
para las mujeres afectadas. En cuanto al apoyo
social que se debe brindar a las mujeres para
que puedan construir sus proyectos de vida y
fortalecer su autonomía económica, la falta de
programas de capacitación técnica y de servi-
cios financieros género-sensibles constituyen
una gran limitante para desarrollar cualquier
iniciativa en este sentido.

■ Se carece de sistemas de monitoreo, evaluación
y medición de impacto de las iniciativas em-
prendidas, lo que no permite tomar el pulso y
ajustar la acción institucional teniendo como
referente la erradicación del problema. Esta ca-
rencia impide valorar las estrategias adoptadas,
conocer la efectividad de las acciones y hacer
la asignación más adecuada de recursos.

■ Se carece también de un sistema de informa-
ción sobre violencia contra las mujeres; la in-
formación existente no está desagregada por
sexo y está prácticamente limitada al ámbito
de lo doméstico. Esto favorece la invisibiliza-
ción de la violencia contra las mujeres y difi-
culta los esfuerzos por abordar el problema en
forma específica y eficiente (Carcedo, 2003).

El abordaje de la violencia contra las mujeres
enfrenta en la actualidad algunas amenazas. Los
avances y logros son frágiles, incluso cuando se
refieren a la violencia intrafamiliar, y son particu-
larmente vulnerables frente a los cambios de ad-
ministración. Un ejemplo de esta fragilidad lo
constituyen las oficinas municipales de la mujer
(OFIM). Estas oficinas se crearon a partir de
1996; hasta fines del 2002, 15 de ellas habían
brindado atención especializada a mujeres mal-
tratadas, pero su permanencia no está asegurada
y depende de la voluntad política de los nuevos
alcaldes y concejos municipales, mientras se per-
cibe la amenaza de una orientación que busca
convertirlas en oficinas de atención social gene-
ral, o simplemente cerrarlas. Por otra parte, los
recursos asignados en las diversas instituciones
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CUADRO 2.23

controlados socialmente. En definitiva, el Estado
no es capaz aún de garantizar la seguridad y la
justicia a las mujeres maltratadas. 

En torno a este binomio, seguridad de las mu-
jeres-impunidad de los agresores, juega una pro-
puesta novedosa, con la que Costa Rica se coloca
de nuevo a la vanguardia. El proyecto de “Ley de
penalización de la violencia contra las mujeres”,
actualmente en discusión en la Asamblea Legislati-
va, cumple con el mandato de Belem do Pará, de
sancionar formas específicas de violencia derivadas
de relaciones desiguales de poder entre géneros, y
además cubre todos los ámbitos, no sólo el intrafa-
miliar. Representa la primera propuesta legislativa
a nivel mundial con estas características. No obs-
tante, los obstáculos encontrados por esta iniciati-
va expresan la resistencia que aún existe en el país
para reconocer y enfrentar en forma específica la
violencia contra las mujeres (cuadro 2.23)

son insuficientes y suelen ser los primeros afec-
tados por los recortes presupuestarios, lo que
termina asfixiando los planes anuales y desgas-
tando a quienes los impulsan. 

Los femicidios y los albergues para mujeres
maltratadas pueden considerarse un termómetro
del desempeño nacional frente a este tipo de vio-
lencia. Como se sabe, los asesinatos de mujeres
son en su mayoría anunciados, pues suelen ocu-
rrir como culminación de relaciones de pareja
violentas, en las que ha habido ataques o amena-
zas mortales, y de acosos sexuales sistemáticos
por parte de conocidos, vecinos o pretendientes.
Estas muertes, y la necesidad de albergues para
proteger a las mujeres cuyas vidas corren peligro,
son una muestra del alto grado de impunidad
que gozan los agresores, quienes, siendo conoci-
dos y habiendo cometido las agresiones en forma
reiterada, no reciben ningún castigo ni son
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Proyecto de “Ley de penalización de la violencia contra las mujeres”.
Fases de la discusión en el 2002

Fase Discusión y acciones Resultados

Más detalle sobre

violencia contra las

mujeres,

consúltese el trabajo

elaborado por Ana Carcedo,

“Violencia contra las mujeres

en Costa Rica. Aportes para

la discusión sobre un sistema

de vigilancia y protección del

derecho de las mujeres a vivir

libres de violencia en el sitio

www.estadonacion.or.cr

Primera fase: julio 

Segunda fase:
agosto-setiembre

Tercera fase: de 
octubre hasta
2003

Plenario Legislativo acoge informe de la
Comisión de Consultas de Constitucio-
nalidad y remite el proyecto a la Comi-
sión Permanente Especial de la Mujer.

Poder Ejecutivo incluye el proyecto en la
agenda del período de sesiones extraor-
dinarias.
Comisión de la Mujer continúa trabajo
de análisis, llamando a comparecer a
personas expertas, que aportan insumos
valiosos en cifras y estadísticas que re-
flejan las dimensiones del problema, en
precisiones conceptuales que permiten
discernir las características particulares
del mismo, y en aspectos de juridicidad
que dan fundamento al contenido espe-
cífico y a los alcances innovadores en
materia penal que incorpora el proyecto.

Diputadas y diputados, miembros o no
de la Comisión, presentan mociones
tendientes a modificar el texto dictami-
nado.

Se profundiza en la Comisión el análisis de dife-
rentes aspectos, a la luz de observaciones y pro-
puestas realizadas por personas expertas, ten-
dientes a precisar y mejorar el texto en debate.

Se dictamina el proyecto en la Comisión Perma-
nente Especial de la Mujer. Aprobación unánime
por parte de las diputadas presentes en la Comi-
sión, de un conjunto de mociones elaboradas de
común acuerdo con representantes de la Comi-
sión de Estrategia (conformada por miembros de
instituciones públicas involucradas en el tema y de
la sociedad civil organizada de mujeres).

Se prolonga indefinidamente la discusión del pro-
yecto en el Plenario. Mociones presentadas insisten
en plantear argumentos contrarios a la aprobación
del proyecto, esgrimidos por representantes del
Movimiento Libertario y por un reducido número de
diputados y diputadas de otros partidos. Otras mo-
ciones que hicieron aportes a la precisión y afina-
miento del texto, se recibieron y aprobaron.

Fuente: Elaboración propia con base en información de la Comisión Especial de la Mujer, Asamblea Legislativa, 2003.



Progresos desiguales en el acceso 
de los habitantes a la oferta artística

A partir de la creación del Ministerio de Cul-
tura, Juventud y Deportes (MCJD), en 1970, el
acceso de la población a las diversas manifesta-
ciones artísticas se expresó claramente como una
aspiración nacional. El Ministerio reunió en una
sola organización a varias instituciones preexis-
tentes, como la Orquesta Sinfónica Nacional y la
Dirección General de Artes y Letras, y creó insti-
tuciones nuevas, como las compañías nacionales
de Teatro y de Danza, o el Museo de Arte Costa-
rricense, con el fin de poner las creaciones artís-
ticas al alcance de un amplio número de costarri-
censes. Pasadas tres décadas, cabe preguntarse
en qué medida se ha llegado a satisfacer la aspi-
ración de equidad en el acceso a la oferta artísti-
ca en Costa Rica. La respuesta a esa pregunta pa-
sa, necesariamente, por un análisis diferenciado
de las distintas áreas.

El área en que más se percibe el punto de in-
flexión que fue la creación del Ministerio es la del
teatro. Aunque en el pasado existieron pequeños
grupos independientes que hacían representa-
ciones ocasionales, la creación de la Compañía
Nacional de Teatro en 1971, con un ambicioso
programa de producciones espectaculares desti-
nadas a atraer a un público masivo, puso por pri-
mera vez en contacto con el teatro a decenas de
miles de personas, especialmente en las tempora-
das de “Teatro al Aire Libre”. Por ejemplo, para
1978 se estima en 170.000 el número de entra-
das a presentaciones teatrales vendidas. A partir
de ese año, sin embargo, y en estrecha relación
con la crisis económica del país y el cambio en la

estrategia institucional del Ministerio de Cultura
(que durante la administración 1978-1982 se
denominó “Ministerio de Promoción Humana”),
prácticamente dejaron de hacerse esas produc-
ciones. No obstante, la política pública de pro-
mover el teatro propia de la década de los seten-
ta ya había generado, por un lado, un nuevo
contingente de profesionales del teatro, forma-
dos principalmente por los centros de educación
superior, y, por otro, un público interesado en
sus realizaciones. Durante las dos décadas si-
guientes surgió una variedad de grupos indepen-
dientes de profesionales del teatro, que hasta la
fecha mantienen en actividad alrededor de una
docena de pequeñas salas en la ciudad de San Jo-
sé. Mientras la Compañía Nacional de Teatro ha
continuado presentando obras nacionales y ex-
tranjeras, seleccionadas según su valor literario,
muchos de los grupos independientes han deri-
vado hacia un teatro picaresco comercial. Una
comparación entre la oferta teatral (y la asisten-
cia del público) entre 1978 y 2002 señala que,
aunque hoy hay más compañías, grupos y mon-
tajes, disminuyeron el número de representacio-
nes y la asistencia de espectadores, esto último a
pesar de que, en el período, la población nacio-
nal más que se duplicó (cuadro 2.24).

Hay que señalar que la actividad teatral sigue
concentrada en San José. Hasta el momento exis-
ten pocas salas de teatro profesionalmente acon-
dicionadas en otros lugares del país, por ejemplo
la Casa de la Cultura de Puntarenas y el Teatro
Atahualpa del Cioppo de la Universidad Nacio-
nal, en Heredia. Esto representa un grave proble-
ma en términos de equidad en el acceso a esta
forma de arte.
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CUADRO 2.24

Algunos indicadores sobre la oferta artística. 1978, 2002

Indicadores 1978 2002

Teatro
Número de salas 6 14
Número de compañías y grupos 4 5
Número de montajes teatrales (reseñados) 15 23
Número de representaciones (funciones) 900 700
Número de festivales nacionales e internacionales en el país 0 1
Número de grupos internacionales en el país 4 8a/

Número de directores y actores invitados o extranjeros 4 8a/

Total estimado de espectadores por año 150.000 a 170.000 90.000 a 100.000
Artes plásticas
Museos (oficiales y semioficiales) 2 13
Galerías oficiales (salas de exhibiciones temporales) 8 6
Galerías independientes (con actividad permanente) 8 16



principalmente en templos católicos fuera de la
capital. Por otro lado, en el Programa Juvenil se
gestó una generación de músicos que hoy no só-
lo conforman la Orquesta Sinfónica y numerosos
grupos de música de cámara, sino que han vigo-
rizado a otras agrupaciones como las propias
bandas nacionales, e incluso a conjuntos de jazz
y otros géneros de música popular de mucho
mérito. Finalmente, la Escuela de Artes Musica-
les de la UCR es un centro de enseñanza de refe-
rencia en Centroamérica y posee sedes en varias
ciudades del país. A esto se suma, más reciente-
mente, la evolución positiva de la Escuela de
Música de la UNA. 

En síntesis, la oferta de música académica en
Costa Rica es amplia y variada, teniendo en
cuenta las restricciones del país como mercado
musical capaz de retribuir el trabajo de estos
profesionales. A pesar de que el público melóma-
no es relativamente numeroso, existe el riesgo de
una sobreoferta que incluso propicie algún grado
de emigración de talentos. En este campo, como

El campo de la música debe considerarse en
dos áreas separadas: la de la música popular y la
de la música académica (o clásica). La música
popular es una de las expresiones más vivas de la
cultura, particularmente en Latinoamérica. Su
principal medio de difusión es la radio, aunque
también los discos, bailes y conciertos ofrecen
numerosas oportunidades de acceso a este tipo
de música, generalmente con un fuerte respaldo
comercial. Si bien el acceso a la música académi-
ca sigue siendo mucho más restringido que en el
caso de la popular, muestra notables y sostenidos
progresos en las últimas décadas. En los años se-
tenta, con la renovación de la Orquesta Sinfóni-
ca Nacional, la creación de su Programa Juvenil
y el fortalecimiento de la Escuela de Artes Musi-
cales de la UCR, se gestó una transformación en
el panorama musical de Costa Rica. La Orquesta
Sinfónica, reconstituida con jóvenes músicos
profesionales, obtuvo el reconocimiento de un
público creciente y amplió el número de sus pre-
sentaciones, incluyendo conciertos de extensión,
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CUADRO 2.24 (continuación)

Indicadores 1978 2002

Galerías comerciales (sin subvención) 5 9
Exposiciones internacionales 2 10
Bienales y concursos 0 2
Exposiciones (estimación circunscrita al circuito comercial) 100 200
Danza
Estrenos 6 25
Compañías (oficiales y grupos subvencionados) 2 3
Grupos independientes 1 9
Festivales 0 5
Grupos internacionales 1 10
Música académica
Compañía (oficial) 1 1
Conciertos (OSN) 12 24
Conciertos (total) 82
Festivales 0 4
Concursos 0 2
Funciones de grupos internacionales 10 40
Producción audiovisual
Obras producidas 7 94b/

Estrenadas 7 57c/

Largometrajes o mediometrajes terminados en cine 7 1
Documentales terminados en cine 7 0
Documentales (video, cortos y mediometrajes) 0 15
Videocreaciones 0 15
Cortometrajes de ficción (video) 0 7
Empresas productoras 6 85d/

a/ Incluye FIA y otros.

b/ Obras inscritas en la Muestra de Cine y Video Costarricense, 2002

c/ Obras presentadas en la Muestra de Cine y Video Costarricense, 2002

d/ Asociación de Productores y Trabajadores Audiovisuales (CINEALIANZA).

Fuentes: Cortés y Villena, 2003.



en el del teatro, Costa Rica carece de escenarios
apropiados fuera de la ciudad capital, donde se
puede presumir que hay una demanda reprimi-
da, y por lo tanto, un déficit de equidad en el ac-
ceso a esta música.

La danza contemporánea tiene en Costa Rica
mayor importancia que el ballet clásico, aunque
este nunca ha estado del todo ausente. Los es-
fuerzos pioneros de la década de 196044 se vieron
potenciados sustancialmente con la creación
posterior de la Danza Universitaria de la UCR, de
la Compañía Nacional de Danza y de la Escuela
de Danza de la UNA. Paralelamente han surgido
numerosos grupos independientes, algunos de
larga trayectoria, como Danza Abend, y otros de
vigorosa proyección nacional e internacional co-
mo Diquis Tiquis. Hoy la oferta de espectáculos
de danza es considerable. En el año 2002 se es-
trenaron 25 coreografías y desde 1984 se realiza
el Festival Nacional de Coreógrafos. Una investi-
gación realizada en el 2001 por el MCJD indica
que el público de la danza es más asiduo que el
del teatro: de un total de 366 asistentes a espec-
táculos escénicos, el 32% afirmó asistir una vez
al mes a espectáculos coreográficos, mientras
que el 30% dijo acudir al teatro cuatro veces al
año. Al igual que en el resto de las artes escéni-
cas, la falta de espacios apropiados fuera de la re-
gión metropolitana es un importante obstáculo a
la equidad en el acceso al arte de la danza.

El desarrollo de la danza en el país ha tenido
una derivación interesante: a partir de la funda-
ción de la escuela de baile popular Merecumbé,
a inicios de la década de los noventa, han proli-
ferado escuelas similares en las que miles de per-
sonas aprenden y practican formas de baile po-
pular. Sólo en esta academia (que posee 12
locales en las provincias de San José, Alajuela,
Heredia y Cartago) se han inscrito más de
80.000 personas desde su fundación en 1991.

En las artes plásticas se repite en gran medi-
da el patrón territorial observado en las artes es-
cénicas: una oferta concentrada y relativamente
abundante en San José, y una notable ausencia
de opciones fuera de la capital. El país carece de
colecciones significativas de arte internacional,
pero el Estado posee un considerable acervo de
arte costarricense, tanto en las colecciones del
museo creado para ese fin (MAC), como en las
de otras instituciones públicas, como los bancos
y la CCSS. También existe una variedad de espa-
cios para exposiciones temporales: el Museo de
Arte y Diseño Contemporáneo, la Galería Nacio-
nal del Centro Costarricense de la Ciencia y la
Cultura, el Museo Calderón Guardia, el propio

Museo de Arte Costarricense y numerosas gale-
rías pequeñas, públicas y privadas. Durante las
décadas de los setenta y los ochenta el auspicio
estatal de exposiciones antológicas, premios y sa-
lones nacionales permitió el reconocimiento pú-
blico de un notable contingente de artistas. Esto,
a su vez, generó interés en las artes plásticas por
parte del sector privado, bajo cuyo patrocinio se
realizan bienales y concursos. En las últimas tres
décadas del siglo XX surgió en el país un merca-
do artístico considerable. Todo esto, como se ha
reiterado, se restringe en gran medida a la ciudad
de San José. Aunque ocasionalmente tienen lugar
exposiciones itinerantes, no se cuenta con espa-
cios apropiados para la exhibición de obras artís-
ticas fuera de la ciudad capital.

La difusión de la literatura se realiza en con-
diciones muy distintas de las del resto de las ar-
tes. Su vehículo es el libro, que por naturaleza es
más ubicuo y accesible que otros medios artísti-
cos. Puesto que en este primer acercamiento se
analiza el acceso a la oferta artística nacional, el
énfasis recae en la difusión de la literatura costa-
rricense. En este campo el Estado se hizo presen-
te desde mucho antes de la fundación del MCJD,
por medio del sistema educativo nacional y de la
Editorial Costa Rica, creada por ley en 1959. Es-
ta empresa tiene la particularidad de que, pese a
recibir subsidios estatales, está regida en última
instancia por la Asociación de Autores de Obras
Literarias, Técnicas y Científicas de Costa Rica,
de acuerdo con los términos de su propia ley de
creación. Las editoriales de las universidades pú-
blicas se han sumado en los últimos años a la di-
fusión de la literatura nacional, así como algunas
editoriales privadas. El cuadro 2.25 muestra la
producción editorial literaria en los años 2001 y
2002. Como puede verse, en este último año fue-
ron publicados 236 títulos, para un total de
297.510 ejemplares, con un promedio de 1.260
ejemplares por edición. Entre los años 2001 y
2002 se observan aumentos notables en narrati-
va y poesía.

Dado que los libros no pagan impuestos, su
precio está determinado en gran medida por los
costos de producción, distribución y venta. Por
eso, el precio de los libros en ediciones de bajo
tiraje resulta relativamente alto, lo cual crea difi-
cultades de acceso a ellos para gran parte de la
población. Esto podría subsanarse a través de su-
ficientes bibliotecas escolares, colegiales y públi-
cas, dotadas de un acervo básico de literatura na-
cional. Lamentablemente, ese no es el caso en la
actualidad. En cuanto a bibliotecas públicas, en
todo el país sólo existen 57, para un promedio

C A P I T U L O  2 /  E Q U I D A D E I N T E G R A C I O N S O C I A L E S T A D O D E L A N A C I O N 137



En 1992 el Centro Cultural Español dio ori-
gen a una Muestra Nacional de Cine y Video, que
desde 1994 cuenta con el auspicio del Centro de
Cine. En sus primeros diez años la Muestra estre-
nó 426 obras, tanto aficionadas como profesio-
nales, en los géneros de ficción, documental y vi-
deocreación, y en formatos de cine, video y
multimedia. Esta actividad se realiza una vez al
año en cines de la capital, con gran asistencia de
público. 

Por otra parte, la producción de largometra-
jes de ficción se ha intensificado en los últimos
años, en general como resultado de iniciativas
independientes, sin apoyo estatal en la produc-
ción ni en la difusión. Debido a la intensa com-
petencia del cine comercial internacional, las pe-
lículas costarricenses encuentran pocas
posibilidades de proyección. En el caso de las sa-
las de cine se repite también el fenómeno de que
la inmensa mayoría se ubica en la ciudad capital,
lo cual es una barrera para el acceso equitativo
de la población al arte cinematográfico, sea cos-
tarricense o extranjero.

De cara a la regionalización de los espacios
culturales, desde los años ochenta se establecie-
ron centros para el fomento de la cultura. De los
32 museos hoy abiertos al público, 31 fueron
creados en los últimos veinticinco años y 17 es-
tán fuera de San José. En la dimensión local exis-
ten 34 casas o centros de cultura; casi la tercera
parte se ha instalado en edificaciones antiguas, 8
de ellas declaradas patrimonio cultural. Aunque
en el 70% de estos centros hay organizaciones
culturales regulares, también tienen problemas

de 6,2 por cada cien mil habitantes en edad esco-
lar, promedio que, de modo interesante, se dupli-
ca en la provincia de Guanacaste. A diferencia de
lo que ocurre con otras expresiones artísticas, la
literatura no cuenta con un órgano estatal espe-
cializado en su difusión. La Editorial Costa Rica
agota sus tareas en la edición y distribución de li-
bros. No existe un instituto del libro u organiza-
ción similar que se dedique a promover la difu-
sión de las obras de las y los autores nacionales.

La producción audiovisual costarricense con
carácter artístico es todavía incipiente. Aparte de
algunos esfuerzos aislados (notablemente el filme
El Retorno, producido en la década de los treinta)
su gestación se inicia con la creación del Centro
Costarricense de Producción Cinematográfica del
MCJD, en 1973. Al comienzo este Centro se dedi-
có a la producción de documentales, en los cuales
hicieron sus primeras armas cineastas que luego
ampliaron su trabajo, principalmente en el campo
de la publicidad, pero con incursiones ocasionales
en la ficción artística. Otros directores se formaron
esencialmente en el campo publicitario, y algunos
han realizado estudios en escuelas de cine del ex-
terior. Los documentales del Centro de Cine alcan-
zaron amplia difusión en los años setenta, gracias a
transmisiones en cadena nacional de televisión.
Una vez que desapareció esa práctica, las posibili-
dades de acceso a la producción audiovisual costa-
rricense de carácter artístico han sido mucho más
restringidas. Excepciones notables han sido las
transmisiones por televisión, con altos índices de
audiencia, de algunas series de producción nacio-
nal como San Buenaventura, El Barrio y La Pensión.
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CUADRO 2.25

Producción editorial literaria. 2001-2002

Titulos Ejemplares Tiraje promedio
Géneros 2001 2002 Total 2001 2002 Total 2001 2002 Total

Total 84 236 320 62.020 297.510 359.530 738,3 1260,6 1.123,5
Ensayo 4 11 15 4.000 6.800 10.800 1.000,0 618,2 720,0
Epistolarios 0 22 22 0 40.310 40.310 1.832,3 1.832,3
Literatura 1 15 16 120 25.500 25.620 120,0 1.700,0 1.601,3
Literatura infantil 
y juvenil 6 1 7 3.500 1000 4500 583,3 1.000,0 642,9
Narrativa 23 105 128 33.350 155.400 188.750 1.450,0 1.480,0 1.474,6
Poesía 47 74 121 17.550 50.500 68.050 373,4 682,4 562,4
Prosa satírica 
y humor 1 1
Teatro 2 8 10 3.500 18.000 21.500 1.750,0 2.250,0 2.150,0

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la oficina de ISBM de Costa Rica .



por la falta de legislación que los tipifique y en-
cargue a las instancias públicas la tarea de pro-
mover y difundir la producción cultural que en
ellos se genera. 

Otra expresión popular con fuerte arraigo lo-
cal es la artesanía, que incluye creaciones de va-
lor étnico (como las mascaras borucas), la pro-
ducción industrial (como los trabajos en madera
de Sarchí) y la elaboración semimanual de bisu-
tería y adornos. En el país hay aproximadamen-
te 7.900 artesanos y artesanas, 31 asociaciones
gremiales y varias comunidades indígenas que se
dedican a la artesanía tradicional, como en el ca-
so de Guaitil. En el 2002 se realizaron tres ferias
nacionales de artesanía; además, en general, esta
es una forma de arte de fácil acceso para la po-
blación en muchos establecimientos comerciales
y actividades turísticas o festivas.

Finalmente, cabe destacar que en los últimos
años el gasto público en cultura se ha mantenido
en niveles muy bajos. En el período 1990-2002
osciló entre 0,6% y 1,0% del gasto público total y,
en términos reales, tiende, con oscilaciones, a de-
crecer. El gasto per cápita en cultura en el 2002
fue un 34% menor que en 1987. En términos de
equidad, este gasto es regresivo -se concentra en
los deciles más altos de ingresos- aunque no tanto
como la distribución de ingresos. Un asunto

importante que debe ser anotado es la creciente
participación de empresas privadas, fundaciones,
centros culturales e instituciones, en el financia-
miento de la oferta artística; el sector privado mo-
viliza recursos para costear producciones y espa-
cios de promoción -y comercialización-, desde
bienales, concursos y festivales, hasta procesos
que han permitido, en un modelo mixto, la crea-
ción del Museo de los Niños, el CENAC y el Mu-
seo de Formas y Espacios, por ejemplo. 

Un último apunte: en Costa Rica, la fuerza de
trabajo que tiene como su principal ocupación
alguna actividad artística representa un 0,4% del
total de ocupados. Casi la mitad de ellos, un
44,8%, se ubica en el sector independiente. Hay
2,5 hombres por cada mujer y se trata de un gru-
po profesionalizado: más de un 40% de los tra-
bajadores del arte posee educación superior, mu-
cho más que el promedio general, que es de un
18,5%. En este aspecto juegan un papel funda-
mental las oportunidades de formación artística
que ofrece el país. Además de los colegios e ins-
tituciones particulares con ese énfasis, de 1996 a
2002 se otorgaron 1.365 títulos en las distintas
ramas de las artes (272 en el 2002), con el con-
curso mayoritario de las universidades públicas
(86,2%), y una naciente participación de los cen-
tros privados de educación superior.
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Más detalle sobre

oferta artística y la

producción cultural 

en el 2002,  

consúltese el trabajo

elaborado por Sergio Villena y

Carlos Cortés, “Producción

cultural en Costa Rica en el

año 2002”, en el sitio

www.estadonacion.or.cr.
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7 El puntaje es un índice complejo que resume la condición socioeconó-

mica de una familia, por medio de la ponderación de un conjunto de va-

riables de la ficha de información social (FIS), en un proceso de agrega-

ción que involucra índices parciales en vivienda, ocupación, educación,

patrimonio e ingreso. Los parámetros de la estimación del puntaje varían

entre las zonas urbana y rural (IMAS, 2002).

8 La primera medición se incluyó en el Quinto Informe, pero en el Sexto

se realizaron algunos ajustes en las definiciones y en la fórmula de cálcu-

lo, que se continúan utilizando en el presente Informe.

9 En los Informes Cuarto y Octavo se incluyó un análisis de calidad del

empleo desde el punto de vista de la precariedad laboral, considerando

como empleos precarios aquellos clandestinos o desprotegidos (aproxi-

mados por la cobertura del seguro social); el empleo a tiempo parcial (o

sea, el subempleo visible); el empleo temporal o contratado por períodos

definidos, y el empleo asalariado fraudulento (difícil de medir, pero apro-

ximado parcialmente con el subempleo invisible). En otros Informes se ha

hecho referencia al sector informal, pretendiendo abarcar aquel conjunto

de actividades productivas no agropecuarias cuyo rasgo distintivo es la

baja dotación de capital (humano y físico) y, por lo tanto, una reducida re-

lación capital/trabajo. Se incluyen dentro del sector informal los trabaja-

dores por cuenta propia (excluidos los profesionales y técnicos), los traba-

jadores familiares no remunerados, los trabajadores en microempresas

(asalariados y patronos) y generalmente se agrega el servicio doméstico.

Cuando se utiliza esta clasificación, los empleos no agropecuarios se divi-

den en formales e informales, y al empleo agropecuario, dadas sus carac-

terísticas particulares, le corresponde una categoría independiente.

10 En 2002, el promedio de ocupados por hogar fue 1,6, pero el 43,8% de

los hogares solamente contaba con un ocupado, y en el 60,3% de los ho-

gares con dos ocupados, ambos lo estaban en el mismo sector. Dado que

los hogares con dos ocupados representaban un 31,3% del total, se des-

prende que al menos en un 62,7% de los hogares los ocupados están en

el mismo sector, lo cual sustenta la correspondencia planteada.

11 Debe señalarse que la Encuesta de Hogares capta el lugar de residen-

cia de los ocupados y no el lugar donde trabajan. Sin embargo, a este ni-

vel de análisis (regional) se espera que las diferencias entre ambas dimen-

siones espaciales no sean significativas. En segundo lugar, el análisis se

realiza para 1990 y 2002, o sea, dejando de lado los años intermedios, para

simplificar la presentación de los datos y la interpretación de los resultados.

12 En la Encuesta de Hogares del año 2002 se incluyó un módulo espe-

cial sobre trabajo infantil y adolescente, por medio del cual se investiga-

ron a profundidad aspectos relacionados con la inserción laboral de este

sector de la población. Aunque la información fue publicada y difundida

por diferentes medios, este documento se basa fundamentalmente en el

Censo del 2000, porque permite hacer la desagregación geográfica y de

grupos ocupacionales requerida para la investigación (véase INEC et al,

2003; además pueden realizarse procesamientos en línea desde la página

del INEC: www.inec.go.cr).

Notas

1 Varios estudios internacionales han aproximado cuantitativamente el

impacto del crecimiento económico sobre la reducción de la pobreza, con-

trolando algunas otras variables importantes, entre ellas la desigualdad en

la distribución del ingreso. Uno de esos estudios es el de Epaulard (2003),

recientemente publicado, en el que, luego de analizar 47 episodios de cre-

cimiento económico y 52 episodios de decrecimiento en economías en de-

sarrollo y en transición, se comprobó empíricamente que a mayor desi-

gualdad en la distribución del ingreso, menor es el impacto del

crecimiento económico sobre la reducción de la pobreza.

2 El índice Theil tiene como límite inferior LN(1)=0 y como límite superior

LN(n). Si la distribución es totalmente igualitaria, el ingreso total estará re-

partido en n partes iguales, en donde y=(1/n), esto implica que

y1=y2=...=yn, entonces ny=n(1/n)=1. Esto implica entonces que Theil T=0,

porque el LN(1)=0. Si la desigualdad es completa quiere decir que todo el

ingreso pertenece a un solo individuo. Si se supone que ese individuo es

n, entonces y1=y2=...=yn-1=0 y yn=1. Esto implica, entonces, que T=LN(n).

Grubb y Wilson (1992) consideran que esto es una buena propiedad, ya que

una sociedad conformada por 1.000 personas, en donde una de ellas tiene

todo el ingreso, es más desigual que una sociedad de dos personas en la

cual una de ellas tiene la totalidad del ingreso

3 Un indicador útil se calcula dividiendo la desigualdad “entre” grupos to-

tal entre la desigualdad total. Mientras más se incremente este coeficien-

te, mayor es el poder explicativo de la variable analizada, producto de que

los salarios promedio de los grupos que la componen tienen los mayores

niveles de dispersión entre sí, o sea, son más desiguales y así contribuyen

más a la desigualdad total.

4 Para el cálculo de la pobreza vista como insuficiencia de ingresos se ex-

cluyen aquellos hogares que durante el proceso de la encuesta: i) no su-

ministraron información de ingresos (“ingreso ignorado”), o ii) se declara-

ron sin ingresos (“ingreso cero”), aduciendo situaciones coyunturales

(cambio de trabajo, espera el inicio del pago de pensión, etc.). El porcen-

taje de hogares en esta situación es variable, con un promedio de 17,7%

para 1990-2002 (INEC, 2002b). Según una estimación propia del consul-

tor (Sauma, 2003), si a esos hogares se les imputaran ingresos según las

características personales y ocupacionales en el caso de los ingresos labo-

rales, y a las personales en el caso de otros ingresos, solamente un 18,8%

de los hogares con ingreso cero o ignorado sería pobre (un 17,9% de las

personas que en ellos residen). Aquí estos porcentajes han sido utilizados

para estimar el número total de hogares y personas pobres.

5 Para más detalle sobre el SIPO, véase Proyecto Estado de la Nación,

2001.

6 El método de línea de pobreza se basa en el costo de la canasta básica. Si

el ingreso familiar per cápita es menor al costo de la canasta alimentaria, la

familia estará en situación de pobreza extrema o indigencia. Si supera el

costo de las necesidades alimentarias, pero no el costo de la canasta com-

pleta, se encontrará en una situación de pobreza básica (IMAS, 2002).
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22 Aunque no existe consenso en el ámbito de los sistemas y servicios de

salud, se suele aceptar que la calidad tiene dos grandes dimensiones que

están relacionadas, aunque son diferentes: la calidad técnica, que desde

la perspectiva de los prestadores busca garantizar la seguridad, efectivi-

dad y utilidad de las acciones en pro de la salud, así como la atención

oportuna, eficaz y segura de los usuarios de los servicios; y la calidad per-

cibida por los propios usuarios, que toma en cuenta las condiciones ma-

teriales, psicológicas, administrativas y éticas en que dichas acciones se

desarrollan.

23 Los resultados se clasifican mediante la siguiente escala: 90% o más:

excelente; 80%-89,9%: satisfactorio; 60%-79,9%: regular; 50%-59,9%:

deficiente y 49,9% o menos: muy deficiente.

24 Cada trimestre, la Dirección de Contralorías de la CCSS reporta un per-

fil de las quejas atendidas en las contralorías de servicios. En el 2001 (año

en que se inició la base de datos) estaban incluidos 13 establecimientos

de salud y para el primer trimestre del 2003 se incrementó a 94 el núme-

ro de establecimientos que reportan quejas, por lo que los datos no son

comparables, dadas las diferencias en la totalidad de asuntos atendidos

por año. Para registrar las quejas se cuenta con un sistema que incluye in-

formación desde la fuente primaria, fechas de reporte, tipos de reporte y

usuarios finales. El sistema se activa en el momento en que un usuario

presenta la queja a nivel local, en cualquiera de las contralorías de servi-

cios de la CCSS.

25 Se refiere a las denuncias que vulneran los siguientes derechos espe-

cíficos: derecho a la salud, a un ambiente sano, a la seguridad social y a

la eficiencia en la prestación de los servicios públicos. Incluye a centros

hospitalarios, clínicas, EBAIS, CCSS, IAFA y MINSA.

26 Además de este cambio, ahora en el numerador se considera dentro de

un grado, ciclo o nivel, según corresponda, a toda la población matricula-

da con las edades que oficialmente se debe tener para cursar ese grado,

ciclo o nivel, pero en el denominador sólo se contempla a la población que

idóneamente tiene la edad para el grado, ciclo o nivel. En las estimacio-

nes anteriores la población considerada era un promedio simple de las po-

blaciones con edades de referencia. Pese a este cambio, los nuevos valo-

res no modifican sustancialmente el nivel y se mantiene la tendencia en

los valores.

27 Entre estas modalidades pueden mencionarse la educación abierta del

MEP, los institutos profesionales y de educación comunitaria (IPEC), los

centros integrados de educación de jóvenes y adultos (CINDEA) y el pro-

grama “Nuevas Oportunidades”, además de la telesecundaria.

28 La tasa de idoneidad como valor agregado sí refleja que toda la pobla-

ción de interés asiste al grado que le corresponde, mientras que la tasa

neta como valor agregado no lo hace, por lo que no es válido obtener es-

te último indicador por grado.

29 La estimación equivale a una tasa bruta de escolaridad.

13 El número de años que en promedio puede esperar vivir una persona

si durante toda su vida se mantuvieran las condiciones de mortalidad por

edad imperantes en el momento de su nacimiento.

14 El procesamiento para el año 2002 fue elaboración propia a partir de

los datos disponibles en el CCP: http://censos.ccp.ucr.ac.cr/cgi-bin/login.pl

15 El IAFA inició en 1990 el proyecto de investigación “Estudio Nacional

sobre Consumo de Drogas”, que viene realizando una encuesta nacional

cada cinco años. Mediante un estudio transversal repetido, se ha logrado

establecer la naturaleza y las características de la demanda de drogas du-

rante la década de los noventa. El estudio permite analizar la información

sobre las características del consumo de alcohol, tabaco y otras drogas en

la población. La muestra del estudio del año 2000-2001 fue de 4.588 per-

sonas de entre 12 y 70 años de edad que tenían al menos un año de re-

sidencia en una vivienda.

16 La investigación “Caracterización de los hábitos alimentarios de la po-

blación escolar de la Gran Área Metropolitana de Costa Rica (GAM)“ fue

de tipo descriptivo y transversal, y se llevó a cabo en 1.267 escolares de

7 a 12 años de edad de ambos sexos (49,9% entre 7-9 años y 50,3% de

10-12 años), matriculados en 26 escuelas de la GAM (69% urbanas y 31%

rurales). Este estudio fue presentado en el taller “Calidad de la dieta de la

población escolar y adolescente: un tema latente”, realizado por el IN-

CIENSA el 30 de agosto de 2002 (INCIENSA, 2003).

17 No incluye la PEA no remunerada ni la que busca trabajo por primera

vez.

18 Estas estimaciones se elaboraron con base en información de la Direc-

ción de Compra de Servicios de Salud de la CCSS.

19 Tal como se mencionó en la edición anterior de este Informe, con la

aprobación de la Ley 7852, del 30 de noviembre de 1998, Ley de Descon-

centración de los Hospitales y las Clínicas de la Caja Costarricense de Se-

guro Social, la Institución inició un proceso de profundización en su plan

de transformar el modelo de asignación de recursos. Uno de los principa-

les objetivos que se busca con este proceso de desconcentración es que

los hospitales y clínicas logren mayor autonomía en la gestión presupues-

taria, la contratación administrativa y el manejo de los recursos humanos.

El mecanismo que la Ley prevé para formalizar el otorgamiento de mayor

autonomía es la personalidad jurídica instrumental, que queda sujeta a la

suscripción y vigencia del compromiso de gestión.

20 Se diseñó un formulario de encuesta para auto-llenado por los partici-

pantes (directores, administradores, jefes de servicios). La respuesta era

voluntaria y el 75% de los centros envió la suya. En total se distribuyó la

encuesta en 33 establecimientos desconcentrados y fue contestada por

25: 11 hospitales, 3 clínicas y 11 áreas de salud, para un total de 434 en-

cuestas realizadas.

21 La Contraloría concluyó que “la institución dejó desprotegidos a sus

pacientes y los sometió a riesgos innecesarios” (CGR, 2002).



38 La encuesta se basa en la percepción de los directores sobre las condi-

ciones y la disponibilidad de aulas, mobiliarios, servicios de apoyo y recur-

so docente, entre otros factores.

39 La Fundación Omar Dengo realiza esta clasificación siguiendo las defi-

niciones del INEC, de la siguiente forma: urbano, si el 75% o más de la po-

blación se ubica en lugares urbanos; mixto, si entre el 25% y el 75% de la

población se ubica en lugares urbanos, y rural, si 25% o menos de la po-

blación se ubica en lugares urbanos.

40 Las operadoras de pensiones complementarias (OPC) son entidades de

carácter privado que fueron creadas para administrar las cuentas de capi-

talización individual. Los fondos administrados por las operadoras inclu-

yen el régimen voluntario de pensiones complementarias, el régimen obli-

gatorio de pensiones complementarias, los fondos de capitalización

laboral y el ahorro voluntario.

41 Cabe señalar que el término inversión social se utiliza como sinónimo

de gasto social, bajo la óptica de que el gasto en el mejoramiento de las

capacidades y de la calidad de vida de las personas es, en realidad, una

inversión. Desde una perspectiva más limitada del enfoque económico del

capital humano, podría considerarse que sólo el gasto social que va diri-

gido a mejorar, mantener y proteger las capacidades humanas sería una

inversión y, por lo tanto, algunos gastos dirigidos a mejorar la calidad de

vida de las personas, pero no sus capacidades, podrían considerarse solo

como un gasto.

42 Esta prioridad fiscal está sobrevalorada al incorporar la inversión so-

cial, componente de gasto que no corresponde al Gobierno General y al

no contemplar consolidaciones entre funciones. La inversión social repor-

tada por la STAP para el año 2002, estableciendo consolidaciones entre

funciones, asciende a 1.144.000 millones de colones, lo que representa un

19% del PIB y el 72% del gasto del Gobierno General.

43 Para el año 2002 la STAP consolidó las cifras de gasto público, tanto

por función como entre funciones. Esto no se hacía para los años previos,

con lo que se incurría en una sobreestimación de la inversión social. Si se

consideran las cifras publicadas por la STAP para el 2002, la inversión so-

cial global habría crecido solo un 1,3% durante el último año y se habría

contraído en términos per cápita.

44 Entre los que destacan los de la coreógrafa Mireya Barboza.

30 No se cuenta con información de la matrícula anual en las universida-

des privadas.

31 La estimación del costo directo de la repitencia en primaria para el año

2002, se calcula basado en el total de repitentes en dicho nivel (40.283

estudiantes) multiplicado por el costo promedio directo por estudiante en

primaria (presupuesto anual del MEP en primaria entre la matrícula total).

Esta estimación forma parte de una investigación que lleva a cabo el MEP,

con el apoyo de la Asociación Amigos del Aprendizaje (ADA) y la Facultad

de Educación de la Universidad de Harvard. Durante dos años, se dará

seguimiento a 257 niños y niñas desde que inician la educación

preescolar, hasta que terminen el primer grado, utilizando evaluaciones

estandarizadas a nivel internacional, sobre destrezas de lectura.

32 Estos porcentajes no son comparables con años anteriores, cuando los

porcentajes de aprobación de las pruebas eran bastante inferiores porque

estas podían ser realizadas por todos los estudiantes. A partir del 2002, en

primaria, y del 2001 en secundaria, se impusieron restricciones para la

realización de las pruebas en la convocatoria ordinaria. Por ejemplo, en

primaria, para el 2001, la aprobación de la prueba de sexto grado en Ma-

temáticas fue únicamente del 66,5%, frente al 93,4% del 2002.

33 El tiempo estipulado es 6 años para primaria, 5 años para secundaria

académica y 6 años para secundaria técnica. En secundaria se consideran

los porcentajes de académica y técnica.

34 Este patrón es consistente con el observado para el año 1995 en el Se-

gundo Informe del Estado de la Nación.

35  Estos datos son consistentes con el fenómeno señalado por medio del

índice de Theil en este mismo capítulo, en cuanto a la relación entre el ni-

vel educativo y la disparidad salarial en el país.

36 Compárese el mapa 2.2 con el presentado en Proyecto Estado de la

Nación, 2002, p.101.

37 Como educación superior se consideran los colegios universitarios y las

universidades estatales, aunque el mayor monto del presupuesto es para

estas últimas.
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2CAPITULO

La coordinación del capítulo estuvo a cargo de Nora
Garita. 

Se prepararon para el capítulo los siguientes insu-
mos para la elaboración del texto los siguientes estu-
dios: “Factores que influyen sobre la inequidad salarial
en Costa Rica”, de Juan Manuel Baldares; “Violencia
contra las mujeres en Costa Rica”, de Ana Carcedo;
“Producción cultural en Costa Rica en el 2002”, de Car-
los Cortes y Sergio Villena; “Opinión experta acerca del
estado de Costa Rica en vivienda y de desarrollo urba-
no”, de Manuel Morales, de FUPROVI; “Educación y co-
nocimiento en Costa Rica: desafíos para avanzar hacia
una política de Estado”, de Ronald Mora y Pilar Ramos;
“Mortalidad por las cinco causas más frecuentes en gru-
pos de población: 1990-2001”, de Guido Miranda, con
base en datos del INEC; “Mercado de trabajo, distribu-
ción del ingreso y pobreza”, de Pablo Sauma; “Costa
Rica: magnitud y características del trabajo infantil y
adolescente según el IX Censo de población y V de
vivienda“, de Pilar Ramos, IPEC-OIT y Estado de la
Nación; “La calidad de los servicios de salud en Costa
Rica“, de Ronald Alfaro; “La demografía en el 2002”,
presentación de Luis Rosero Bixby; “La inversión social
pública en Costa Rica”, de Juan Diego Trejos; “Entre el
norte y el sur: migración Nicaragua-Costa Rica-Estados
Unidos”, de Juan Carlos Vargas y “La repitencia escolar
y su relación con las dificultades en la lectura”, de An-
drea Rolla de San Francisco, Melissa Arias y Renata Vi-
llers. Colaboraron como asistentes de investigación
Manuel Chacón, Sindy Mora y Bernardo Trejos.

Un agradecimiento especial por sus comentarios en
el tema de producción cultural merecen Adriana Collado,
María Laura Elizalde, Manuel Monestel y Dora Sequeira. Se
agradece por sus observaciones y apoyo en información a
Amalia Chaverri, Rafael Cuevas, Sylvie Durán, Ileana Gon-
zález y Pilar Herrero. También se agradece los comentarios
de Olga Goldenberg en el tema de violencia contra la
mujer, a Carmen González y Eloisa Ulibarri de FUPROVI por
su apoyo en el tema de vivienda y a Eliécer Ramírez y
Carmen Campos, del Ministerio de Educación.

Los talleres de consulta se efectuaron los días 2 de julio
(Salud), 13 de marzo y 11 de agosto (Cultura), 10 de ju-
nio y 4 de agosto (Equidad e integración social). En ellos
se contó con la asistencia de las siguientes personas:
Rodrigo Aguilar, Ronald Alfaro, Patricia Allen, Helio Al-
varado, Juan Manuel Baldares, Manuel Barahona, Geo-
vanny Barboza, Jorge A. Barquero, Dixie Brenes, Eduar-
do Brenes, Marta Campos, Alcira Castillo, Jacqueline
Castillo, Zaida Castro, Manuel Chacón, Freddy Chava-
rría, Amalia Chaverri, Jorge Chávez, Warner Chávez,
Luisa Chinchilla, Adriana Collado, Juan Manuel Cordero,
Carlos Cortés, Cecilia Dobles, Alexandra De Simone, Syl-
vie Durán, María Laura Elizalde, Helio Fallas, Ramiro Fon-
seca, Nora Garita, Olga Goldenberg, Ileana González,
Miguel Gómez, Milena Grillo, Joyce Guido, Pilar Herre-
ro, Mariela Hernández, Barbara Holst, Emma Lizano, Ju-
liana Martínez, Javier Masís, Guido Miranda, Manuel
Monestel, Eduardo Monge, Humberto Montiel, Ronald
Mora, Sindy Mora, Manuel Morales, Daniel Morgan, Vil-
ma Pernudi, Juan Pablo Pérez, Alberto Quiñónez, Prisci-
la Quirós, Pilar Ramos, Katia Rodríguez, Luis Rosero, Ir-
ma Sandoval, Marlene Sandoval, Javier Santacruz, Pablo
Sauma, Eddy Segura, Dora María Sequeira, Marcia Silva,
Miguel Sobrado, Elizabeth Solano, Bernardo Trejos, Juan
Diego Trejos, Adrián Vargas, Alexis Vargas, Juan Carlos
Vargas, Jesper Venema, Renata Villers, Sergio Villena,
Ana Victoria Zapata, Magda Zavala, Fernando Zumbado
y Xinia Zúñiga.

La edición técnica del capítulo fue realizada por Mar-
cela Román, Isabel Román, Natalia Morales, Pilar Ramos
y Arodys Robles.

La revisión y corrección de cifras la realizó Elisa Sánchez
con el apoyo de Natalia Morales y Leonardo Merino.

Por su apoyo financiero para la realización de estu-
dios específicos que sirvieron de insumos para la elabo-
ración de este capítulo se agradece a la Fundación Frie-
drich Eberth, al Proyecto IPEC-OIT Costa Rica, a la
OMS/OPS y al Fondo de Población (FNUAP) y a la
Fundación Avina.
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